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Prólogo

El presente libro de jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos titulado Investigación forense de graves violaciones a los derechos huma-
nos. Cuadernillo de jurisprudencia interamericana cumple, en primer término, una 
función de referencia práctica para personal pericial, litigantes y profesionales 
que trabajan en la investigación forense, compilando fragmentos relevantes de 
resoluciones emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Los 
compiladores de este texto ofrecen acceso práctico y sintetizado de múltiples 
sentencias que generan, a su vez, estándares internacionales de cómo debe rea-
lizarse la investigación forense de fenómenos criminales complejos, como los 
crímenes de Estado. Busca garantizar que su labor sea adecuada, ética y en cum-
plimiento con los estándares internacionales, destacando la debida diligencia 
como piedra angular de cualquier proceso de investigación. En segundo lugar, se 
presenta como una herramienta teórico-práctica que articula los elementos de la 
investigación con las necesidades de las víctimas y sus derechos fundamentales, 
promoviendo un enfoque de justicia reparadora (centrado en sanar el daño cau-
sado e incluir a las víctimas en el proceso) y de no repetición (evitar que vuelvan 
a ocurrir las mismas violaciones). Sin embargo, desde nuestra perspectiva, su 
alcance va aún más lejos: esta obra se erige como una herramienta transforma-
dora que pretende incidir en la crisis forense histórica que afecta a México y a 
diversos países de América Latina, particularmente, sobre la falta de capacidad 
técnica. En un contexto en el que la impunidad, la mentira institucionalizada y la 
negligencia han orientado las investigaciones forenses, este documento se pro-
yecta como un farol de esperanza, al proponer principios rectores y estrategias 
clave para la reforma estructural que demanda el sistema forense de la región.
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La crisis forense: un desafío 
de dimensiones complejas

La crisis forense que afecta a México y América Latina no es un fenómeno 
reciente ni aislado. Es el resultado de décadas de rezago estructural e institucio-
nal, caracterizado por la falta de recursos adecuados, insuficiencia de personal 
especializado y ausencia de prácticas éticas y técnicas en la investigación de 
delitos graves, como las desapariciones forzadas y la identificación de cuerpos 
sin reclamar. Estas deficiencias han dejado un saldo alarmante de aproximada-
mente 120 000 personas desaparecidas y más de 60 000 cuerpos sin identificar, 
lo que evidencia la incapacidad de los sistemas de justicia para garantizar el 
acceso a la verdad, la justicia y la reparación integral.

La falta de especialización en los servicios forenses no solo perpetúa la 
implementación de prácticas pseudocientíficas y deficientes, sino que también 
contribuye a un problema más profundo: la hipernormalización. Este fenómeno 
refleja una aceptación colectiva de las deficiencias estructurales del sistema de 
justicia, donde las malas prácticas, como los peritajes deficientes y la negligen-
cia en las investigaciones de violaciones de derechos humanos, se convierten 
en parte de la rutina institucional. En este contexto, surge el teatro forense, una 
extensión de esta hipernormalización, que se centra en proyectar una apa-
riencia de eficacia a través de medidas superficiales, mientras las verdaderas 
problemáticas estructurales permanecen intactas. Juntas, estas dinámicas no 
solo perpetúan la impunidad, sino que también minan la confianza en el sistema 
de justicia y revictimizan a quienes buscan reparación y verdad. Estos fenó-
menos perpetúan la simulación de eficacia en las investigaciones criminales y 
agravan la crisis forense. Ante tal panorama, este trabajo constituye un recurso 
fundamental para transformar las prácticas forenses.
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Principios rectores para una reforma 
forense integral

Este libro es, sin duda, una de las herramientas más pertinentes de nuestro 
tiempo para emprender una reforma forense integral. Dicha reforma no se 
limita a ajustes administrativos o técnicos, sino que implica un cambio de pers-
pectiva: pasar de una investigación basada en tradiciones restrictivas, a una que 
entienda al personal forense como personas defensoras de derechos humanos, 
promoviendo la debida diligencia en cada uno de sus actos y fomentando una 
ciencia forense con perspectiva de derechos humanos. En este sentido, el tra-
bajo subraya cuatro elementos clave para impulsar la reforma:
1.	 Independencia en las investigaciones. Garantizar que cada investigación 

forense esté libre de interferencias jerárquicas, institucionales o políti-
cas. Esta autonomía resulta esencial para que los hallazgos respondan a 
la evidencia y a la objetividad, evitando conflictos de interés o presiones 
externas que distorsionen la verdad.

2.	 Debida diligencia. Exige que las investigaciones sean exhaustivas, opor-
tunas y en estricto apego a los estándares internacionales. Esto implica 
analizar todas las pruebas disponibles y atender las particularidades de 
cada caso, incluyendo la voz de las víctimas y sus familias. La debida dili-
gencia se relaciona con la responsabilidad estatal de prevenir, investigar 
y sancionar adecuadamente los delitos.

3.	 Enfoque diferencial y análisis de vulnerabilidad. Reconoce que no to-
das las víctimas comparten las mismas condiciones sociales, histó-
ricas o culturales, por lo que el libro propone perspectivas tales como 
género, interseccionalidad (entender cómo las diferentes formas de 
discriminación se superponen) y análisis psicosocial (considerar el 
impacto emocional y social de la violencia) para brindar una respuesta 
integral, sensible y acorde a las necesidades de cada grupo poblacional.

4.	 Derecho a la verdad y reparación integral. Más allá de determinar qué 
sucedió, la investigación forense debe facilitar el acceso a la verdad —es 
decir, establecer con claridad los hechos y las responsabilidades— y bus-
car la reparación integral para las víctimas, que incluye memoria his-
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tórica (preservar el recuerdo de las violaciones para la no repetición) y 
justicia reparadora (reconocer el daño y restablecer la dignidad de las 
personas afectadas).

Guía para la acción

En este trabajo, sus autores recopilan resoluciones y criterios de la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos, ofreciendo un acervo de herramientas 
jurídicas y metodológicas de gran utilidad en distintos contextos de América 
Latina. Entre los aspectos más relevantes, encontramos:
◊	 Estándares de actuación. Presenta principios como la imparcialidad, la 

exhaustividad y la independencia, los cuales guían la investigación foren-
se y garantizan el respeto a los derechos humanos.

◊	 Análisis de contexto y enfoque diferencial. Incluye metodologías innova-
doras, como el modelo ecológico de la violencia, que examina las múltiples 
capas de factores —personales, relacionales, comunitarios y sociales— 
para comprender la situación investigada. Asimismo, promueve la inter-
seccionalidad para evitar la reproducción de estereotipos o estigmas en 
la recolección y valoración de evidencias.

◊	 Identificación de errores y sesgos. Avisa sobre el riesgo de aplicar pseudo-
ciencias, de caer en estereotipos o de omitir el rigor técnico. Esto puede 
derivar en investigaciones parciales, que perpetúan la impunidad y dañan 
aún más a las víctimas.

De esta forma, el libro no solo funciona como diagnóstico del presente 
contexto, sino que se erige como un llamado a la acción, ofreciendo pautas para 
fortalecer la labor forense y propiciar la adopción de prácticas éticas y eficaces.

Hacia un futuro más justo y ético

En este contexto, la obra Investigación forense de graves violaciones a derechos 
humanos. Cuadernillo de jurisprudencia interamericana se presenta como una 
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herramienta fundamental para romper con estas dinámicas. Su objetivo es 
proporcionar lineamientos claros y actualizados que permitan trascender las 
prácticas tradicionales de simulación y construir un modelo de investigación 
forense que cumpla con los estándares internacionales de debida diligencia.

Al compilar los principios y sentencias más relevantes de la Corte Intera-
mericana, este trabajo busca dotar a quienes operan el sistema de justicia de 
herramientas que promuevan investigaciones éticas, técnicas y comprometidas 
con la verdad y la justicia.

En última instancia, superar la crisis forense implica no solo abordar las 
deficiencias técnicas y materiales, sino también desmantelar las dinámicas de 
hipernormalización y teatro forense que han permeado el sistema. 

Nuestro compromiso con la justicia, la memoria histórica y los derechos 
de las víctimas nos motiva a sostener que la reforma forense es posible, nece-
saria y urgente. Confiamos en que esta obra será un referente indispensable 
para quienes busquen construir un futuro más justo, ético y respetuoso de la 
dignidad humana

Valeria Baltazar
Aurelio Coronado

Equipo Independiente de Investigación en Ciencias Forenses	
y Derechos Humanos
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Prefacio

La presente obra representa el esfuerzo conjunto de dos profesionales pro-
venientes de campos complementarios: el Dr. Víctor Alejandro Nodal Silva, 
psicólogo forense y doctor en derechos humanos, y el Dr. Marcos Antonio 
Fraga Acosta, abogado con experiencia en derecho internacional y doctor en 
Derechos Humanos. Esta obra es fruto de una colaboración interdisciplinaria 
que busca abordar, desde diferentes perspectivas, los retos que enfrenta la in-
vestigación de graves violaciones a los derechos humanos en contextos como 
de la región.

El libro tiene sus raíces en el doctorado en Derechos Humanos del Cen-
tro Universitario de Tonalá de la Universidad de Guadalajara, del cual ambos 
compiladores formamos parte. Durante su desarrollo, tomamos como punto 
de partida una pregunta que, aunque académica, tiene profundas implicaciones 
prácticas: ¿cuáles son los estándares internacionales de investigación que el 
sistema interamericano considera esenciales? Esta interrogante surgió en el 
marco del trabajo de tesis doctoral de Nodal Silva, quien buscó no solo compren-
der los criterios técnicos y metodológicos exigidos por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, sino también trasladarlos al campo de la investigación 
forense para contribuir a la protección de derechos humanos.

La producción de este trabajo se inscribe en un contexto de profunda cri-
sis forense en México, caracterizado por la incapacidad de las instituciones 
para atender la creciente demanda de justicia en casos de graves violaciones 
a derechos humanos. El panorama nacional refleja altos niveles de impuni-
dad, recursos insuficientes y una falta de especialización técnica que limita la 
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capacidad de garantizar el acceso a la verdad y la justicia. Como profesionales 
comprometidos con los derechos humanos, encontramos en esta realidad un 
llamado urgente a la acción. Esta obra pretende ser un puente entre la teoría 
y la práctica, ofreciendo herramientas que permitan a personas juzgadoras, 
litigantes y personal científico forense actuar con base en los más altos están-
dares internacionales.

Este libro también refleja el valioso encuentro de nuestras disciplinas. 
Desde la perspectiva del Derecho, Fraga Acosta aportó su conocimiento sobre 
derecho internacional y los mecanismos de protección en derechos humanos; 
mientras que desde el campo de la ciencia forense, Nodal Silva integró los en-
foques metodológicos y psicosociales necesarios para abordar las complejida-
des de la investigación de casos de tortura, desaparición forzada, ejecuciones 
extrajudiciales y violencia grave en razón de género, así como la experiencia 
y conocimientos obtenidos durante su estancia de investigación doctoral en la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Esta convergencia no solo enri-
queció el contenido de esta obra, sino que también demostró que la colaboración 
interdisciplinaria es esencial para enfrentar los desafíos de la investigación 
forense con perspectiva de derechos humanos.

El contenido de este trabajo es particularmente relevante para aquellas 
personas comprometidas con la justicia, la verdad y la dignidad humana. Los 
lectores encontrarán en estas páginas una guía que integra los estándares inte-
ramericanos de investigación con los principios de la ciencia forense moderna. 
En un contexto de creciente demanda por mejores prácticas investigativas, este 
texto busca ser una herramienta útil que garantice el acceso a la justicia y la 
protección de los derechos humanos.

No podríamos dejar de reconocer el papel fundamental de la Universidad de 
Guadalajara en la producción de este libro. Este texto es una extensión del tra-
bajo académico desarrollado en el doctorado en Derechos Humanos del Centro 
Universitario de Tonalá, y también se proyecta como un insumo esencial para 
la próxima maestría en Psicología Forense con Perspectiva de Derechos Huma-
nos, que tendrá su sede en el Centro Universitario de Ciencias de la Salud. Este 
esfuerzo refleja el compromiso institucional de nuestra alma mater con la gene-
ración de conocimiento de vanguardia y su aplicación en contextos prácticos.
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Agradecemos especialmente a la Dra. Teresa Magnolia Preciado, coordi-
nadora del doctorado en Derechos Humanos, cuyo apoyo constante y visión 
académica fueron determinantes para el desarrollo de este proyecto. Asimis-
mo, reconocemos al Dr. José Francisco Muñoz Valle, rector del Centro Univer-
sitario de Ciencias de la Salud (en el periodo de la producción de este texto), por 
haber brindado un espacio institucional que ha permitido consolidar proyectos 
en psicología forense con perspectiva de derechos humanos. Su liderazgo y 
compromiso son ejemplos del impacto positivo que puede tener la colaboración 
entre la academia y la práctica profesional.

Confiamos en que este trabajo será una contribución significativa para el 
fortalecimiento de las capacidades técnicas y metodológicas de quienes trabajan 
en la investigación de graves violaciones a derechos humanos. Deseamos que 
su contenido inspire reflexiones críticas y acciones transformadoras, promo-
viendo un sistema de justicia que coloque en el centro la dignidad y los derechos 
de las personas. 
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Introducción

La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos constituye 
un pilar fundamental en la construcción y consolidación de los estándares in-
ternacionales en materia de derechos humanos. Su relevancia, particularmen-
te notable en los casos de graves violaciones, donde la adecuada investigación 
forense juega un papel crucial en la garantía de la justicia, la verdad y la repara-
ción, resulta aún más significativa en el caso del Estado mexicano, donde esta 
jurisprudencia a partir de las consideraciones expuestas en la Contradicción 
de Tesis 293/2011 por la Suprema Corte de Justicia de la Nación constituye una 
fuente formal de Derecho y, por consiguiente, resulta de carácter vinculante. 
En este contexto, la presente obra tiene como objetivo principal proporcionar 
una guía práctica y accesible sobre los estándares interamericanos establecidos 
por la Corte para la investigación forense en casos de graves violaciones de 
derechos humanos.

El libro está diseñado para ser una herramienta de consulta y referencia 
para personal científico, funcionariado público y personas defensoras de dere-
chos humanos que se involucren en la investigación de violaciones sistemáticas 
de derechos fundamentales. A través de una compilación ordenada y estruc-
turada, esta obra busca facilitar la comprensión y aplicación de las reglas y 
principios jurídicos y metodológicos desarrollados por la Corte Interamericana.

Cómo utilizarlo

El libro está pensado como una herramienta práctica y funcional. Cada sección 
aborda una categoría paradigmática para la investigación forense, desde los 
principios rectores hasta las garantías para las personas involucradas. Para 
facilitar su utilización, el documento incluye:
◊	 Orientación práctica: las secciones están organizadas de manera que pue-

dan encontrarse rápidamente las directrices específicas aplicables a una 
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situación determinada. De esta manera, las secciones que constituyen 
categorías paradigmáticas más complejas se encuentran divididas en sub-
secciones, alusivas a categorías de análisis más específicas.

◊	 Estructura modular: cada capítulo puede ser consultado de manera inde-
pendiente, permitiendo al lector enfocarse directamente en el tema de 
interés sin necesidad de leer el libro en su totalidad.

◊	 Identificación clara de la jurisprudencia: cada referencia jurisprudencial 
comienza con la identificación del caso en el cual ha sido generado el 
criterio jurisprudencial, sus elementos generales, así como una breve 
descripción del caso y el enlace al texto íntegro de la sentencia u opinión 
consultiva en cuestión, en el sitio oficial de la Corte. 

◊	 Referencias precisas: la jurisprudencia compilada se encuentra transcrita 
exactamente en los mismos términos de su redacción oficial en las sentencias 
y opiniones consultivas de la Corte, y cada criterio jurisprudencial incluye la 
referencia al párrafo correspondiente de la sentencia u opinión consultiva en 
el que se encuentra, de modo que pueda ser directamente citado o referen-
ciado sin necesidad de consultar el texto íntegro del documento en cuestión.

Organización

La estructura de esta obra sigue una lógica progresiva, comenzando con los 
principios fundamentales que orientan la investigación forense y avanzando 
hacia aspectos más específicos y contextuales. Asimismo, la ordenación de la 
jurisprudencia incluida supone una lógica cronológica, comenzando por los cri-
terios más antiguos y continuando con su ampliación y/o desarrollo en función 
de la evolución de las consideraciones de la Corte. Cada sección resulta del aná-
lisis e identificación de categorías paradigmáticas desarrolladas a partir de la 
jurisprudencia de la Corte, las cuales se describen brevemente a continuación:
◊	 Investigación forense independiente: se destacan los principios de inde-

pendencia e imparcialidad como pilares fundamentales para garantizar 
investigaciones forenses confiables y libres de injerencias externas. Los 
criterios jurisprudenciales referidos en esta sección subrayan la importan-
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cia de contar con cuerpos forenses desvinculados de cualquier influencia 
que pueda comprometer la objetividad de la investigación y sus hallazgos.

◊	 Debida diligencia: esta sección aborda las obligaciones del Estado de inves-
tigar de manera exhaustiva y oportuna. Para su mejor aprovechamiento 
ha sido dividida en las subsecciones siguientes: el deber de investigar, la 
debida diligencia en el proceso investigativo, la falta de debida diligencia, 
las violaciones sistemáticas a los derechos humanos, la interpretación de 
las pruebas y evidencias, la inmediatez en la investigación y las personas 
y grupos en situación de vulnerabilidad. 

◊	 Análisis del contexto: se resalta la importancia de comprender el entorno 
político, social y cultural en el que ocurren las violaciones de derechos 
humanos. Los criterios jurisprudenciales relativos a este enfoque contex-
tual propician la identificación de patrones sistemáticos y circunstancias 
particulares que deben considerarse en función de garantizar investiga-
ciones efectivas.

◊	 Recursos humanos, institucionales y técnico-metodológicos: esta sección 
expone los criterios relativos a las capacidades necesarias para llevar a 
cabo investigaciones forenses de calidad, en los cuales se pone énfasis en la 
formación especializada de los cuerpos periciales, la dotación de recursos 
materiales y tecnológicos adecuados, así como la implementación de me-
todologías científicas que cumplan con los más altos estándares de rigor.

◊	 Trabajo con víctimas, familiares, comunidades y personas allegadas: los 
criterios incluidos en esta sección enfatizan la necesidad de adoptar un 
enfoque centrado en las víctimas, promoviendo su participación activa y 
garantizando su dignidad durante todo el proceso. Esta sección también 
aborda las buenas prácticas en la comunicación y el acompañamiento 
emocional a las personas afectadas.

◊	 Garantía de respeto a los derechos de las personas involucradas en la investi-
gación forense: esta sección compila los criterios jurisprudenciales que sub-
rayan la importancia de proteger los derechos de todas las partes involucra-
das, así como aquellos que analizan cómo evitar el riesgo de criminalización 
o represalias hacia quienes participan en el proceso investigativo.

◊	 Erradicación de sesgos ideológicos y estereotipos en la investigación: en 
esta sección se aborda la jurisprudencia relativa a los riesgos asociados a 
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prejuicios y estereotipos, así como las medidas necesarias para garanti-
zar una investigación objetiva. Los criterios aquí incluidos sintetizan la 
necesidad de eliminar estos sesgos como fundamental para asegurar que 
los hallazgos reflejen la realidad de los hechos y no se vean distorsionados 
por percepciones subjetivas.

◊	 Derecho a la verdad: esta sección incluye la jurisprudencia que desarrolla 
el concepto del derecho a la verdad como un componente esencial de la 
justicia transicional y el acceso a la información por parte de las víctimas y 
la sociedad en general, y en la cual, además, se destacan las implicaciones 
de este derecho en el fortalecimiento de la memoria histórica y la cons-
trucción de una cultura de respeto a los derechos humanos.

◊	 El daño y su reparación: la jurisprudencia incluida en esta sección analiza 
el impacto de las violaciones de derechos humanos en las víctimas y las 
medidas de reparación necesarias, incluyendo el reconocimiento del daño 
al proyecto de vida, el daño moral y las garantías de no repetición. En esta 
sección también se refieren los criterios jurisprudenciales relativos a los 
actos de recuperación de memoria y restablecimiento de la dignidad como 
elementos esenciales de la reparación integral.

Contribución del texto al Plan de Desarrollo 
del Centro Universitario de Ciencias de la 
Salud 2019-2025, visión 2030 (PDCUCS)

El libro se alinea con los objetivos estratégicos del Plan de Desarrollo del Centro 
Universitario de Ciencias de la Salud (CUCS) 2020-2025, visión 2030 (Centro 
Universitario de Ciencias de la Salud, 2019), en varias dimensiones clave. Esta 
obra contribuye al fortalecimiento de las áreas prioritarias identificadas en el 
documento institucional, particularmente en lo relacionado con la investiga-
ción de frontera con impacto social y la extensión de los servicios universitarios 
para la promoción de los derechos humanos y la justicia.

Desde una perspectiva de innovación académica, este trabajo fomenta la 
integración de enfoques interdisciplinarios y metodologías avanzadas en la 
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formación de profesionales de la salud y ciencias afines, tal como lo establece 
el propósito sustantivo de docencia e innovación académica del Plan. Asimis-
mo, se destaca su pertinencia en la generación de conocimiento aplicado que 
contribuye a la resolución de problemáticas sociales relevantes, en línea con 
la agenda global de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y el compromiso del 
CUCS con la promoción de una educación inclusiva, equitativa y de calidad.

Al articular la transferencia de conocimiento con un enfoque humanista y 
de responsabilidad social, esta publicación también fortalece las capacidades del 
CUCS en la extensión universitaria. La obra se propone como una herramienta 
fundamental, fortaleciendo las capacidades técnicas y metodológicas necesa-
rias para garantizar el acceso a la justicia con base en los más altos estándares 
internacionales. En este sentido, no solo contribuye al desarrollo profesional 
de quienes lo lean, sino que también refuerza el impacto social del CUCS en la 
comunidad local y global.

Este trabajo, además, sienta las bases para su integración como un recurso 
esencial en los planes de estudio de la futura maestría en Psicología Forense con 
Perspectiva de Derechos Humanos, consolidando el compromiso del CUCS con 
la excelencia académica y la formación de líderes en áreas emergentes. Así, esta 
obra no solo responde a las necesidades actuales de formación e investigación, 
sino que también proyecta un impacto duradero en el cumplimiento de las 
metas trazadas en el Plan de Desarrollo 2030.

Metodología
La presente investigación se fundamenta en una metodología de análisis docu-
mental orientada a examinar el uso de las herramientas normativas, concep-
tuales y metodológicas en las sentencias emitidas por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos sobre graves violaciones a derechos humanos. Este en-
foque busca identificar patrones y estrategias metodológicas utilizadas en el 
desarrollo de las decisiones jurisprudenciales, resaltando su relevancia para 
la sistematización de conocimientos en el ámbito de los derechos humanos.

El análisis documental, entendido como “una forma de investigación técni-
ca, un conjunto de operaciones intelectuales, que buscan describir y representar 
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los documentos de forma unificada sistemática para facilitar su recuperación” 
(Dulzaides Iglesias & Molina Gómez, 2018), ha sido adaptado para abordar las 
necesidades específicas de esta investigación. Estas operaciones incluyen la 
clasificación, indización y anotación de los textos jurídicos y sus implicaciones 
contextuales.

A su vez, se incorpora un análisis de información, definido como “una 
forma de investigación, cuyo objetivo es la captación, evaluación, selección 
y síntesis de los mensajes subyacentes en el contenido de los documentos, a 
partir del análisis de sus significados, a la luz de un problema determinado” 
(Dulzaides Iglesias & Molina Gómez, 2018). Este componente permite una 
lectura crítica de los argumentos y elementos metodológicos empleados en las 
decisiones de la Corte.

Ambas estrategias, integradas en esta investigación, aportan herramientas 
para la comprensión profunda y sistemática del material documental y facilitan 
la articulación de perspectivas metodológicas en consonancia con las normas 
y principios del derecho internacional de los derechos humanos.

Estructura metodológica

El proceso metodológico se dividió en dos etapas principales:
1.	 Selección documental. La selección se realizó mediante un proceso rigu-

roso de revisión y clasificación de las sentencias y documentos relevantes. 
Se emplearon criterios de relevancia temática y metodológica para identi-
ficar aquellos textos que contenían elementos significativos relacionados 
con los estándares internacionales y su aplicación en la investigación 
de graves violaciones a derechos humanos. Este proceso se basó en una 
adaptación de las etapas descritas por Rizo-Martínez (2018):

	» Revisión general de los documentos disponibles.
	» Evaluación de títulos, resúmenes y contenido principal.
	» Lectura detallada y extracción de datos relevantes.
	» Identificación de documentos clave para el análisis sistemático.

2.	 Diseño y análisis de categorías paradigmáticas. Partiendo de la premisa 
de que la investigación cualitativa requiere delimitar claramente las ca-
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tegorías analíticas, se diseñaron categorías paradigmáticas que reflejan 
los ejes temáticos centrales de la investigación. Estas categorías se defi-
nieron con base en criterios de homogeneidad, exclusividad, objetividad 
y pertinencia (Berelson, 1967, citado en López Noguero, 2002). El pro-
cedimiento incluyó:

	» Identificación de ideas clave vinculadas con los objetivos de la inves-
tigación.

	» Asignación de palabras clave y anotaciones sobre conceptos centrales.
	» Refinamiento iterativo mediante lecturas comparativas, garantizando 

la coherencia y la pertinencia de las categorías.
	» Sistematización de los hallazgos en función de los temas y conceptos 

abordados en las sentencias analizadas.

Este enfoque permitió desarrollar una visión comprensiva y estructurada 
de los aspectos normativos y metodológicos que sustentan las decisiones de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, contribuyendo a una compren-
sión más profunda de su impacto en la construcción de estándares de protec-
ción de derechos humanos.

El procedimiento metodológico se desarrolló mediante las siguientes etapas:
1.	 Exploración inicial del contenido documental. Se llevó a cabo una primera 

revisión de los materiales disponibles en la sección de sentencias del sitio 
web oficial de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (accesible 
en https://www.corteidh.or.cr/casos_sentencias.cfm). Para la selección 
de documentos, se utilizó un criterio temporal que abarcó desde 1979, 
año de creación de la Corte, hasta octubre de 2022. Este filtro permitió 
identificar un total de 462 sentencias relevantes para la revisión inicial.

2.	 Análisis de títulos, resúmenes y evaluación temática. En una segunda 
etapa, se procedió a la lectura detallada de los resúmenes y fichas téc-
nicas asociadas a los 462 documentos previamente identificados. Este 
paso tuvo como objetivo seleccionar aquellos casos cuyo enfoque principal 
estuviera relacionado con graves violaciones a los derechos humanos. Se 
consideraron todas las sentencias emitidas dentro del periodo señalado, 
sin distinción por país, con la excepción de los documentos dedicados a la 

https://www.corteidh.or.cr/casos_sentencias.cfm
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interpretación de sentencias de fondo, reparaciones y costas. Tras aplicar 
estos criterios, se seleccionaron 212 sentencias para su análisis.

3.	 Examen exhaustivo e identificación de jurisprudencia relevante. Poste-
riormente, se llevó a cabo la lectura integral de las 212 sentencias seleccio-
nadas. Este análisis tuvo como propósito identificar jurisprudencia inno-
vadora vinculada con la investigación de graves violaciones a los derechos 
humanos. La revisión se organizó cronológicamente, comenzando con 
las sentencias más antiguas y avanzando hacia las más recientes. Como 
resultado, se seleccionaron 88 documentos que cumplen con los criterios 
establecidos para esta investigación. Es importante señalar que este cri-
terio de selección no desestima la relevancia jurídica de las sentencias no 
incluidas en la muestra final, sino que se enfoca en aquellas que presentan 
desarrollos novedosos, ampliaciones conceptuales o consideraciones es-
pecíficas en torno al objeto de estudio.

4.	 Clasificación paradigmática y análisis del contenido de las sentencias. A 
partir de las 88 sentencias seleccionadas, se realizó una extracción siste-
mática de la jurisprudencia relevante, organizándola según la categoría 
de la grave violación a derechos humanos tratada en cada caso y el país de 
procedencia. Este proceso permitió identificar los elementos esenciales 
que constituyen los estándares internacionales de investigación forense 
en casos de tortura, ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas y 
feminicidios. Estas categorías fueron definidas con base en las decisiones 
de la Corte Interamericana, emitidas a través de sus sentencias dirigidas a 
los Estados parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Los resultados obtenidos durante el análisis desarrollado para este trabajo 
fueron explorados a mayor profundidad en la publicación titulada Las senten-
cias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos como mecanismo de protección 
en la investigación forense de graves violaciones a derechos humanos (Nodal Silva, 
2024). Este trabajo aborda de manera detallada los estándares internacionales 
identificados, así como los fundamentos jurisprudenciales que sustentan las 
prácticas investigativas en casos de graves violaciones a derechos humanos. Se 
recomienda la revisión del texto original para una comprensión integral de los 
hallazgos y su relación con los elementos metodológicos utilizados en esta obra.
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Investigación forense 
independiente

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C 
No. 2021
125. En estos casos, la impunidad debe ser erradicada mediante la determinación 

de las responsabilidades tanto generales —del Estado— como individuales 
penales y de otra índole de sus agentes o de particulares. En cumplimiento 
de esta obligación, el Estado debe remover todos los obstáculos, de facto y de 
jure, que mantengan la impunidad. Las investigaciones deben respetar los 
requerimientos del debido proceso, lo que implica que el sistema de adminis-
tración de justicia debe estar organizado de manera tal que su independencia 
e imparcialidad pueda ser garantizada y que el juzgamiento de graves viola-
ciones a los derechos humanos sea efectuado ante los tribunales ordinarios, 
para evitar la impunidad y procurar la búsqueda de la verdad. Además, ante 
la naturaleza y gravedad de los hechos, más aún en contextos de violacio-
nes sistemáticas de derechos humanos, y puesto que el acceso a la justicia 
constituye una norma imperativa de Derecho Internacional, la necesidad de 
erradicar la impunidad se presenta ante la comunidad internacional como 
un deber de cooperación entre los Estados, que deben adoptar las medidas 
necesarias para no dejar en la impunidad esas violaciones, ya sea ejerciendo 
su jurisdicción para aplicar su derecho interno y el derecho internacional 
para juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables, o colaborando con 
otros Estados que lo hagan o procuren hacerlo. 

1	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado peruano por la desaparición forzada 
de Kenneth Ney Anzualdo Castro por parte del Servicio de Inteligencia del Ejército. El 
texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_202_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_202_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_202_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Favela Nova Brasilia vs. Brasil. Excepciones 
preliminares, fondo, Rreparaciones y costas. Sentencia de 16 de 
febrero de 2017. Serie C No. 3332
187. A este respecto, la Corte considera que el elemento esencial de una investiga-

ción penal sobre una muerte derivada de intervención policial es la garantía 
de que el órgano investigador sea independiente de los funcionarios involu-
crados en el incidente. Esa independencia implica la ausencia de relación 
institucional o jerárquica, así como su independencia en la práctica.

188. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha establecido diversas circuns-
tancias en las cuales la independencia de los investigadores puede estar afec-
tada en caso de una muerte derivada de intervención estatal. Entre ellas, la 
Corte destaca supuestos en los cuales: i) los mismos policías investigadores 
son potencialmente sospechosos; ii) son colegas de los acusados; iii) tienen 
una relación jerárquica con los acusados; o iv) que la conducta de los ór-
ganos investigadores indique una falta de independencia, como la falla en 
adoptar determinadas medidas fundamentales para aclarar el caso y, cuando 
corresponda, sancionar a los responsables; v) un peso excesivo concedido a 
la versión de los acusados; vi) la omisión en explorar determinadas líneas de 
investigación que eran claramente necesarias, o vii) inercia excesiva.

189. Lo anterior no significa que el órgano investigador debe ser absolutamente 
independiente, pero debe ser “suficientemente independiente de las per-
sonas o estructuras cuya responsabilidad está siendo atribuida” en el caso 
concreto. La determinación del grado de independencia se hace a la luz de 
todas las circunstancias del caso.

190. Si la independencia o la imparcialidad del órgano investigador son cuestio-
nadas, el Tribunal debe ejercer un escrutinio más estricto para verificar si la 
investigación fue realizada de manera independiente e imparcial. Asimismo, 
se debe examinar si, y hasta qué medida, la alegada falta de independencia 

2	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado brasileño respecto a la ejecución extra-
judicial de 26 personas y las torturas sexuales sobre otras tres, perpetradas por agentes 
públicos durante dos incursiones policiales en la Favela Nova Brasilia, así como la falta 
de investigación y protección judicial efectiva. El texto íntegro de la sentencia puede 
consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_333_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_333_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_333_esp.pdf
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e imparcialidad impactó la efectividad del procedimiento para determinar 
lo ocurrido y sancionar a los responsables. Algunos criterios esenciales, los 
cuales están interrelacionados, deben ser observados para establecer la efec-
tividad de la investigación en esos casos: i) la adecuación de las medidas de 
investigación; ii) la celeridad de la misma, y iii) la participación de la familia 
de la persona muerta y iv) la independencia de la investigación. Asimismo, 
en casos de muerte provocada por intervención de un agente policial, la in-
vestigación para ser efectiva debe ser capaz de demostrar si el uso de la fuerza 
fue o no justificado en razón de las circunstancias. En ese tipo de casos, a 
las autoridades domesticas debe aplicarse un escrutinio particularmente 
riguroso en lo que se refiere a la investigación.

216. En ese sentido, en los supuestos de presuntos delitos graves en que “prima 
facie” aparezca como posible imputado personal policial, la investigación debe 
estar a cargo de un órgano independiente y diferente de la fuerza policial 
involucrada en el incidente, tales como una autoridad judicial o el Ministerio 
Público, asistido por personal policial, técnicos de criminalística y adminis-
trativos ajenos al cuerpo de seguridad al que pertenezca el posible imputado 
o imputados.

Corte IDH. Caso mujeres víctimas de tortura sexual en Atenco 
vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 3713
287. Este Tribunal ha entendido que constituyen obstáculos a la marcha de un 

proceso investigativo, entre otros: los actos de coacción, intimidaciones o 
amenazas a testigos, investigadores, o jueces, que tengan como finalidad 
entorpecer el proceso, evitar el esclarecimiento de los hechos o encubrir a 
los responsables de los mismos; las irregularidades y dilaciones injustifica-
das que se originen en la falta de voluntad y compromiso de las autoridades 
competentes para asumir los respectivos procesos penales; la falta de acceso 

3	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado mexicano en relación las diversas 
formas de tortura sexual a las que fueron sometidas once mujeres en el marco de un 
operativo de seguridad realizado en los municipios de Texcoco y Atenco, Estado de Mé-
xico. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_371_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_371_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_371_esp.pdf
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de las víctimas, sus familiares o sus representantes a las investigaciones y 
procesos; la alteración, ocultamiento y destrucción de prueba por parte de 
agentes del Estado, así como los intentos de soborno y el robo de evidencias; 
la falta de colaboración de entidades estatales con las autoridades encargadas 
de la investigación, especialmente la negativa de aportar información am-
parándose en el secreto del Estado; la intervención de la jurisdicción militar 
para conocer hechos que constituyen violaciones a derechos humanos, y la 
aplicación de leyes de amnistía.

Corte IDH. Caso Digna Ochoa y familiares vs. México. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2021. Serie C No. 4474
177. En el presente caso, la Corte valora positivamente las garantías de no repe-

tición propuestas por el Estado, con las cuales las representantes han mos-
trado su conformidad, máxime cuando, tal y como se elaboró supra (párrs. 
46 a 48), las cifras de muertes y ataques contra defensoras y defensores de 
derechos humanos en México continúan siendo muy alarmantes. En con-
secuencia, a la vista de lo acordado por las partes, la Corte ordena al Estado:
[…]
6)	 Elaborar, presentar e impulsar, a través de la Consejería Jurídica del 

Ejecutivo Federal, una iniciativa de reforma constitucional para dotar 
de autonomía e independencia a los Servicios Periciales, como órganos 
especializados, imparciales, con personalidad jurídica y patrimonio 
propio, los cuales gozarán de plena autonomía técnica y de gestión, así 
como de capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y 
para determinar su organización interna. Para cumplir con esta obliga-
ción el Estado cuenta con un plazo de dos años a partir de la notificación 
de la presente Sentencia.

4	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado mexicano por la ejecución extrajudi-
cial de Digna Ochoa y Plácido, así como la falta de protección judicial, investigación 
y sanción de los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el 
siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_447_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_447_esp.pdf
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Debida diligencia

Deber de investigar

Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. Sentencia 
de 29 de julio de 1988. Serie C No. 045
176. El Estado está, por otra parte, obligado a investigar toda situación en la que 

se hayan violado los derechos humanos protegidos por la Convención. Si el 
aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no se res-
tablezca, en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos, 
puede afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno 
ejercicio a las personas sujetas a su jurisdicción. Lo mismo es válido cuando 
se tolere que los particulares o grupos de ellos actúen libre o impunemente 
en menoscabo de los derechos humanos reconocidos en la Convención.

177. En ciertas circunstancias puede resultar difícil la investigación de hechos 
que atenten contra derechos de la persona. La de investigar es, como la de 
prevenir, una obligación de medio o comportamiento que no es incumplida 
por el solo hecho de que la investigación no produzca un resultado satisfac-
torio. Sin embargo, debe emprenderse con seriedad y no como una simple 
formalidad condenada de antemano a ser infructuosa. Debe tener un sentido 
y ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una 
simple gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal 

5	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado hondureño por la detención y desapa-
rición forzada de Ángel Manfredo Velásquez Rodríguez. El texto íntegro de la senten-
cia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/
articulos/seriec_04_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_04_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_04_esp.pdf
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de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de elementos 
probatorios, sin que la autoridad pública busque efectivamente la verdad.
Esta apreciación es válida cualquiera sea el agente al cual pueda eventualmen-
te atribuirse la violación, aun los particulares, pues, si sus hechos no son in-
vestigados con seriedad, resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder 
público, lo que comprometería la responsabilidad internacional del Estado. 

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Reparaciones y 
costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 706
78. Por consiguiente, la Corte reitera que el Estado tiene la obligación de investi-

gar los hechos que generaron las violaciones de la Convención Americana en 
el presente caso, así como de divulgar públicamente los resultados de dicha 
investigación y sancionar a los responsables.

Corte IDH. Caso del Caracazo vs. Venezuela. Reparaciones y costas. 
Sentencia de 29 de agosto de 2002. Serie C No. 957
118. Es, pues, menester, que el Estado emprenda una investigación efectiva de 

los hechos de este caso, identifique a los responsables de los mismos, tanto 
materiales como intelectuales, así como eventuales encubridores, y los san-
cione administrativa y penalmente según corresponda. Los procesos inter-
nos de que se trata deben versar sobre las violaciones del derecho a la vida, 
del derecho a la integridad personal y del derecho a las garantías judiciales, 
el debido proceso y el acceso a un recurso efectivo, a las que se refiere la sen-
tencia de fondo. También deberán referirse a la utilización de fosas comunes 
mediante inhumaciones irregulares y al encubrimiento de la utilización de la 
misma. Los familiares de las víctimas y las víctimas sobrevivientes deberán 

6	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco por la desaparición 
forzada de Efraín Bámaca Velásquez, así como por la falta de investigación y sanción 
de los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_70_esp.pdf 

7	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado venezolano por el uso desproporciona-
do de la fuerza en contra de los habitantes de la ciudad de Caracas por parte de agentes 
militares y policiales, así como el empleo de mecanismos institucionales para asegurar 
la impunidad de los hechos. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el 
siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_95_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_70_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_95_esp.pdf
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tener pleno acceso y capacidad de actuar, en todas las etapas e instancias 
de dichas investigaciones, de acuerdo con la ley interna y las normas de la 
Convención Americana. Los resultados de éstas deberán ser públicamente 
divulgados, para que la sociedad venezolana conozca la verdad. 

124. El Estado debe, en consecuencia, localizar, exhumar, identificar mediante 
el uso de técnicas e instrumentos sobre cuya idoneidad no exista sombra de 
duda, y entregar a los familiares, los restos de las víctimas a las que se ha 
hecho referencia en los párrafos inmediatamente anteriores. Los costos de 
la consiguiente inhumación, en el lugar escogido por los familiares deben 
correr a cargo del Estado. Los restos mortales de la señora Elsa Teotiste Ra-
mírez Caminero, conforme al deseo de sus familiares, deben ser trasladados 
y sepultados, a costa del Estado, en la República Dominicana, que era el país 
de origen de la víctima.

Corte IDH. Caso Las Palmeras vs. Colombia. Reparaciones y costas. 
Sentencia de 26 noviembre de 2002. Serie C No. 968
68. Los Estados no deben ampararse en la falta de actividad procesal de los intere-

sados para dejar de cumplir con sus obligaciones convencionales de investigar 
y sancionar las violaciones de derechos humanos. En el presente caso, el 
deber del Estado de investigar, identificar y sancionar a los responsables den-
tro del proceso penal en curso (supra párr. 35.n), constituye una obligación 
convencional que aquél debe cumplir y realizar ex officio en forma efectiva, 
independientemente de que las víctimas o sus representantes ejerzan o no 
las facultades que la legislación interna prevé para participar en el proceso 
abierto al efecto.

8	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado colombiano por la muerte de siete 
personas por parte de miembros de la Policía Nacional y el Ejército, así como de la 
falta de investigación y sanción de responsables. El texto íntegro de la sentencia puede 
consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_96_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_96_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_96_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez vs. Honduras. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 7 de junio de 
2003. Serie C No. 99.9
156. En caso de ejecuciones extrajudiciales es fundamental que los Estados inves-

tiguen efectivamente la privación del derecho a la vida y castiguen a todos sus 
responsables, especialmente cuando están involucrados agentes estatales, ya 
que de no ser así, se estarían creando, dentro de un ambiente de impunidad, 
las condiciones para que este tipo de hechos vuelva a repetirse, lo que es 
contrario al deber de respetar y garantizar el derecho a la vida.

Corte IDH. Caso de la “Masacre de Mapiripán” vs. Colombia. Sentencia 
de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 13410 
232. Una de las condiciones que el Estado debe crear para garantizar efectivamente 

el pleno goce y ejercicio del derecho a la vida, así como otros derechos, se re-
fleja necesariamente en el deber de investigar las afectaciones a ese derecho.

233. Este deber de investigar deriva de la obligación general que tienen los Esta-
dos partes en la Convención de respetar y garantizar los derechos humanos 
consagrados en ella, es decir, de la obligación establecida en el artículo 1.1 
de dicho tratado en conjunto con el derecho sustantivo que debió ser am-
parado, protegido o garantizado. De tal manera, en casos de violaciones al 
derecho a la vida, el cumplimiento de la obligación de investigar constituye 
un elemento central al momento de determinar la responsabilidad estatal por 
la inobservancia de las debidas garantías judiciales y protección judiciales.

9	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado hondureño por la ejecución extra-
judicial, por parte de agentes militares, de Juan Humberto Sánchez, así como la falta 
de investigación y sanción de los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede 
consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_99_esp.pdf 

10	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado colombiano por la muerte, torturas 
y abusos cometidos en contra de pobladores de la localidad de Mapiripán por parte de 
agentes paramilitares, así como la falta de investigación y sanción de los responsables. 
El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_134_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_99_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_99_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_134_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_134_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Garibaldi Vs. Brasil. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 23 de septiembre de 2009. Serie C 
No. 20311
112. La obligación de investigar violaciones de derechos humanos se encuen-

tra dentro de las medidas positivas que deben adoptar los Estados para ga-
rantizar los derechos reconocidos en la Convención. La Corte ha sostenido 
que para cumplir con la obligación de garantía los Estados deben, no solo 
prevenir, sino también investigar las violaciones a los derechos humanos 
reconocidos en ese instrumento, como las alegadas en el presente caso y 
procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado 
y, en su caso, la reparación de los daños producidos por las violaciones de los 
derechos humanos.

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 16 
de noviembre de 2009. Serie C No. 20512
289. El deber de investigar es una obligación de medio y no de resultado, que 

debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como 
una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa. La obli-
gación del Estado de investigar debe cumplirse diligentemente para evitar 
la impunidad y que este tipo de hechos vuelvan a repetirse. En este sentido, 
la Corte recuerda que la impunidad fomenta la repetición de las violaciones 
de derechos humanos.

11	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado brasileño derivada del incumplimiento 
de la obligación de investigar y sancionar el homicidio de Sétimo Garibaldi, ocurrido 
durante una operación extrajudicial de desalojo. El texto íntegro de la sentencia puede 
consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_203_esp.pdf 

12	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado mexicano por la falta de diligencia en 
las investigaciones relacionadas a la desaparición y muerte de Claudia Ivette Gonzáles, 
Esmeralda Herrera Monreal y Laura Berenice Ramos Monárrez. El texto íntegro de la 
sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/
casos/articulos/seriec_205_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_203_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_203_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_205_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_205_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Vélez Loor vs. Panamá. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. 
Serie C No. 21813
240. Al respecto, la Corte aclara que de la Convención contra la Tortura surgen 

dos supuestos que accionan el deber estatal de investigar: por un lado, cuan-
do se presente denuncia, y, por el otro, cuando exista razón fundada para 
creer que se ha cometido un acto de tortura en el ámbito de la jurisdicción 
del Estado. En estas situaciones, la decisión de iniciar y adelantar una inves-
tigación no recae sobre el Estado, es decir, no es una facultad discrecional, 
sino que el deber de investigar constituye una obligación estatal imperativa 
que deriva del derecho internacional y no puede desecharse o condicionarse 
por actos o disposiciones normativas internas de ninguna índole. En el pre-
sente caso, dado que el señor Vélez Loor había interpuesto a través de una 
tercera persona la queja ante la Embajada de Panamá (supra párr. 235) de 
modo tal que había puesto en conocimiento del Estado los hechos, esto era 
base suficiente para que surgiera la obligación del Estado de investigarlos de 
manera pronta e imparcial. Además, como ya ha señalado este Tribunal, aun 
cuando los actos de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes no 
hayan sido denunciados ante las autoridades competentes por la propia víc-
tima, en todo caso en que existan indicios de su ocurrencia, el Estado deberá 
iniciar de oficio y de inmediato una investigación imparcial, independiente 
y minuciosa que permita determinar la naturaleza y el origen de las lesiones 
advertidas, identificar a los responsables e iniciar su procesamiento.

243. En cuanto a los alegatos del Estado sobre la imposibilidad de obtener de-
terminada prueba (supra párr. 229), el Tribunal considera que el Estado no 
puede atribuir la falta de cumplimiento y/o la dilación de sus obligaciones 
convencionales a las gestiones de coordinación a nivel internacional necesa-
rias para la efectiva tramitación de una medida de prueba, pues corresponde 
al Estado realizar todas las gestiones concretas y pertinentes para cumplir 
con esta obligación y, en particular, adoptar las medidas necesarias para 

13	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado panameño por la detención migratoria 
de Jesús Vélez Loor, por las malas condiciones en el centro de detención y por la falta 
de un debido proceso. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_218_esp2.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_218_esp2.pdf
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lograr la comparecencia de los testigos y cualquier otra diligencia que pueda 
contribuir al avance de las investigaciones arbitrando todos los medios dispo-
nibles, administrativos, judiciales, diplomáticos o los que fueren pertinentes, 
a fin de avanzar en la investigación, como así también evacuar las diligencias 
requeridas a tal efecto. Al respecto, es relevante señalar la importancia de 
la cooperación de la víctima para poder realizar algunas de las diligencias 
dispuestas por el órgano a cargo de la investigación.

Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 26 
de noviembre de 2010. Serie C No. 22014
135. A la luz de lo anterior este Tribunal reitera que, en todo caso en que exis-

tan indicios de la ocurrencia de tortura, el Estado deberá iniciar de oficio y 
de inmediato una investigación imparcial, independiente y minuciosa que 
permita determinar la naturaleza y el origen de las lesiones advertidas, iden-
tificar a los responsables e iniciar su procesamiento. Es indispensable que 
el Estado actúe con diligencia para evitar alegados actos de tortura o tratos 
crueles, inhumanos y degradantes, tomando en cuenta, por otra parte, que 
la víctima suele abstenerse, por temor, de denunciar los hechos. Asimismo, 
a las autoridades judiciales corresponde el deber de garantizar los derechos 
del detenido, lo que implica la obtención y el aseguramiento de toda prueba 
que pueda acreditar alegados actos de tortura. El Estado debe garantizar 
la independencia del personal médico y de salud encargado de examinar y 
prestar asistencia a los detenidos de manera que puedan practicar libremente 
las evaluaciones médicas necesarias, respetando las normas establecidas en 
la práctica de su profesión.

136. Por otra parte, la Corte desea resaltar que en los casos que la persona alegue 
dentro del proceso que su declaración o confesión ha sido obtenida mediante 
coacción, los Estados tienen la obligación de verificar, en primer lugar, la 

14	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado mexicano por la detención arbitraria 
y tratos crueles y degradantes a los que fueron sometidos Teodoro Cabrera García y 
Rodolfo Montiel Flores, así como por la falta de investigación y sanción de los respon-
sables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_220_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_220_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_220_esp.pdf
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veracidad de dicha denuncia a través de una investigación llevada a cabo con 
la debida diligencia. Asimismo, la carga probatoria no puede recaer en el de-
nunciante, sino que el Estado debe demostrar que la confesión fue voluntaria.

Corte IDH. Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El 
Salvador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de octubre 
de 2012. Serie C No. 25215
247. Dada su importancia, la obligación de investigar en el presente caso no puede 

ser ejecutada de cualquier manera, sino que debe realizarse de acuerdo a los 
estándares establecidos por las normas y la jurisprudencia internacionales 
que caracterizan a las investigaciones de graves violaciones a los derechos 
humanos, lo cual supone, en primer término, generar un marco normativo 
interno adecuado y/u organizar el sistema de administración de justicia de 
forma tal que su funcionamiento asegure la realización de investigaciones 
ex officio, sin dilación, serias, imparciales y efectivas.

317. El Tribunal reitera que la investigación es un imperativo estatal, así como 
la importancia de que tales acciones se realicen conforme a los estándares 
internacionales. Para ello, la Corte considera necesario que el Estado adopte 
estrategias claras y concretas encaminadas a superar la impunidad en el juzga-
miento de los responsables materiales e intelectuales de las masacres de El Mo-
zote y lugares aledaños cometidas durante el conflicto armado salvadoreño.

Corte IDH. Caso García y familiares vs. Guatemala. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. 
Serie C No. 25816
148. Por otra parte, la Corte recuerda que, en casos complejos, la obligación de 

investigar conlleva el deber de dirigir los esfuerzos del aparato estatal para 

15	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado salvadoreño por el operativo militar, 
en siete localidades del norte del Departamento de Morazán, en las cuales aproxima-
damente un millar de personas habrían perdido la vida, así como por la falta de inves-
tigación de los hechos y sanción a los responsables. El texto íntegro de la sentencia 
puede consultarse en el siguiente enlace: https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_252_esp.pdf 

16	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco por la desaparición 
forzada de Edgar Fernando García por parte de agentes militares, así como por la falta 

https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_252_esp.pdf
https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_252_esp.pdf
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desentrañar las estructuras que permitieron esas violaciones, sus causas, sus 
beneficiarios y sus consecuencias, y no sólo descubrir, enjuiciar y en su caso 
sancionar a los perpetradores inmediatos. Es decir, la protección de derechos 
humanos debe ser uno de los fines centrales que determine el actuar estatal 
en cualquier tipo de investigación. De tal forma, la determinación sobre los 
perpetradores de la desaparición de Edgar Fernando García sólo puede resul-
tar efectiva si se realiza a partir de una visión comprehensiva de los hechos, 
que tenga en cuenta los antecedentes y el contexto en que ocurrieron, y que 
busque develar las estructuras de participación.

Corte IDH. Caso Veliz Franco y otros vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 de mayo 
de 2014. Serie C No. 27717
187. El criterio anterior es totalmente aplicable al analizarse los alcances del 

deber de debida diligencia en la investigación de casos de violencia por razón 
de género. A menudo es difícil probar en la práctica que un homicidio o acto 
de agresión violenta contra una mujer ha sido perpetrado por razón de gé-
nero. Dicha imposibilidad a veces deriva de la ausencia de una investigación 
profunda y efectiva por parte de las autoridades sobre el incidente violento 
y sus causas. Es por ello que las autoridades estatales tienen la obligación de 
investigar ex officio las posibles connotaciones discriminatorias por razón 
de género en un acto de violencia perpetrado contra una mujer, especial-
mente cuando existen indicios concretos de violencia sexual de algún tipo 
o evidencias de ensañamiento contra el cuerpo de la mujer (por ejemplo, 
mutilaciones), o bien cuando dicho acto se enmarca dentro de un contexto 
de violencia contra la mujer que se da en un país o región determinada.

de investigación y sanción de los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede 
consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_258_esp.pdf 

17	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado guatemalteco en relación con la falta 
de diligencia debida en la investigación de la desaparición y posterior muerte de la niña 
María Isabel Veliz Franco, así como la vulneración del derecho al debido proceso por la 
demora injustificada en el seguimiento del caso. El texto íntegro de la sentencia puede 
consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_277_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_258_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_258_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_277_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_277_esp.pdf
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195. Además, la jurisprudencia de la Corte ha señalado que un Estado puede ser 
responsable por dejar de “ordenar, practicar o valorar pruebas que hubieran 
sido de mucha importancia para el debido esclarecimiento de los homicidios”.

Corte IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de 
Justicia) vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. Serie C No. 28718
439. Asimismo, en casos de desaparición forzada, la investigación tendrá ciertas 

connotaciones específicas que surgen de la propia naturaleza y compleji-
dad del fenómeno investigado, esto es que, adicionalmente, la investigación 
debe incluir la realización de todas las acciones necesarias con el objeto de 
determinar la suerte o destino de la víctima y la localización de su paradero. 
El Tribunal ya ha aclarado que el deber de investigar hechos de esta natu-
raleza subsiste mientras se mantenga la incertidumbre sobre la suerte final 
de la persona desaparecida, pues el derecho de los familiares de la víctima 
de conocer cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde se encuentran sus 
restos, representa una justa expectativa que el Estado debe satisfacer con 
todos los medios a su alcance.

Corte IDH. Caso Favela Nova Brasilia vs. Brasil. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 16 
de febrero de 2017. Serie C No. 333
185. Todas las exigencias del debido proceso previstas en el artículo 8.1 de la 

Convención, así como criterios de independencia e imparcialidad, se extien-
den también a los órganos no judiciales a los que corresponda la investiga-
ción previa al proceso judicial, realizada para determinar las circunstancias 
de una muerte y la existencia de suficientes indicios para interponer una 
acción penal. Sin el cumplimiento de estas exigencias, el Estado no podrá 

18	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado colombiano en relación con las desa-
pariciones forzadas de doce personas ocurridas durante la toma y retoma del Palacio de 
Justicia en Bogotá, así como la desaparición forzada y posterior ejecución extrajudicial 
de un magistrado y sobre la detención y tortura de otras cuatro personas. El texto ín-
tegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.
or.cr/docs/casos/articulos/seriec_287_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_287_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_287_esp.pdf
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posteriormente ejercer de manera efectiva y eficiente su facultad acusatoria 
y los tribunales no podrán llevar a cabo el proceso judicial que este tipo de 
violaciones requiere.

Corte IDH. Caso Masacre de la aldea Los Josefinos vs. Guatemala. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 3 
de noviembre de 2021. Serie C No. 44219
102. Además, la Corte considera que el cumplimiento del deber de los Estados de 

investigar y sancionar las graves violaciones a los derechos humanos, como las 
del presente caso, configura no solo una obligación internacional, sino que pro-
vee elementos imprescindibles para consolidar una política integral en mate-
rias de derecho a la verdad, acceso a la justicia, medidas efectivas de reparación 
y garantías de no repetición. Así, los procesos judiciales dirigidos a esclarecer 
lo sucedido en contextos de violaciones sistemáticas a los derechos humanos 
pueden propiciar un espacio de denuncia pública y rendición de cuentas por 
las arbitrariedades cometidas; fomentan la confianza de la sociedad en el ré-
gimen de legalidad y en la labor de sus autoridades, legitimando su actuación; 
permiten procesos de reconciliación social sobre la base del conocimiento de 
la verdad de lo sucedido y de la dignificación de las víctimas, y, en definitiva, 
fortalecen la cohesión colectiva y el Estado de derecho.

19	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco por la desaparición 
forzada de 14 personas, el desplazamiento forzado de 7 personas y sus núcleos fami-
liares, entre otras violaciones de derechos, todo ello como consecuencia de la masacre 
perpetrada en abril de 1982 por miembros del Ejército guatemalteco en la aldea Los 
Josefinos, ubicada en el Departamento del Petén. El texto íntegro de la sentencia puede 
consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_442_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_442_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_442_esp.pdf


38

Investigación forense de graves violaciones a derechos humanos

Debida diligencia en el proceso investigativo

Corte IDH. Caso de las Hermanas Serrano Cruz vs. El Salvador. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 12020
65. La investigación que deben emprender los Estados debe ser realizada con la 

debida diligencia, puesto que debe ser efectiva. Esto implica que el órgano 
que investiga debe llevar a cabo, dentro de un plazo razonable, todas aquellas 
diligencias que sean necesarias con el fin de intentar obtener un resultado.

Corte IDH. Caso Gutiérrez Soler vs. Colombia. Sentencia de 12 
de septiembre de 2005. Serie C No. 13221 
100. Los referidos procedimientos, además, deben tomar en consideración las 

normas internacionales de documentación e interpretación de los elementos 
de prueba forense respecto de la comisión de actos de tortura, tales como las 
expuestas por la doctora María Cristina Nunes de Mendonça durante su peri-
taje rendido ante esta Corte (supra párr. 42), y particularmente las definidas 
en el Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (“el Protocolo de Estambul”).

Corte IDH. Caso de la “Masacre de Mapiripán” vs. Colombia. Sentencia 
de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134
224. En este sentido, basado en el Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva 

de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de Naciones Unidas, este 
Tribunal ha especificado los principios rectores que es preciso observar cuan-
do se considera que una muerte pudo deberse a una ejecución extrajudicial. 

20	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado salvadoreño por la vulneración de la 
integridad personal de las hermanas Serrano Cruz y por la falta de investigación ante su 
desaparición. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_120_esp.pdf 

21	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado colombiano por las torturas perpetua-
das a Wilson Gutiérrez Soler por parte de un funcionario policial, así como a la falta de 
investigación y sanción del responsable del hecho. El texto íntegro de la sentencia puede 
consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_132_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_120_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_132_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_132_esp.pdf
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Las autoridades estatales que conducen una investigación deben intentar 
como mínimo, inter alia: a) identificar a la víctima; b) recuperar y preservar 
el material probatorio relacionado con la muerte, con el fin de ayudar en 
cualquier potencial investigación penal de los responsables; c) identificar 
posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con la muerte que 
se investiga; d) determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, 
así como cualquier patrón o práctica que pueda haber causado la muerte; y 
e) distinguir entre muerte natural, muerte accidental, suicidio y homicidio. 
Además, es necesario investigar exhaustivamente la escena del crimen, se 
deben realizar autopsias y análisis de restos humanos, en forma rigurosa, por 
profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados.

Corte IDH. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia 
de 31 de enero de 2006. Serie C No. 14022
144. Ciertamente durante el proceso de investigación y el trámite judicial, las 

víctimas de violaciones de derechos humanos, o sus familiares, deben tener 
amplias oportunidades para participar y ser escuchados, tanto en el esclare-
cimiento de los hechos y la sanción de los responsables, como en la búsqueda 
de una justa compensación. No obstante, la investigación debe tener un sen-
tido y ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una 
simple gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal 
de las víctimas o de sus familiares o de la aportación privada de elementos 
probatorios, sin que la autoridad pública busque efectivamente la verdad.

145. La realización de una investigación efectiva es un elemento fundamental y 
condicionante para la protección de ciertos derechos que se ven afectados o 
anulados por esas situaciones, como lo son en el presente caso los derechos 
a la libertad personal, integridad personal y vida. Esta apreciación es válida 
cualquiera sea el agente al cual pueda eventualmente atribuirse la violación, 
aun los particulares, pues, si sus hechos no son investigados con seriedad, 

22	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado colombiano por la desaparición for-
zada y ejecución extrajudicial de un grupo de personas de Pueblo Bello por parte de un 
grupo paramilitar, así como a la falta de investigación y sanción de los responsables de 
los hechos. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_140_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_140_esp.pdf
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resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder público, lo que compro-
metería la responsabilidad internacional del Estado.

Corte IDH. Caso García Prieto y Otro vs. El Salvador. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 20 
de noviembre de 2007. Serie C No. 16823 
112. La obligación a cargo del Estado de actuar con debida diligencia en la prác-

tica de una investigación implica que todas las autoridades estatales están 
obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba para que sea posible 
alcanzar los objetivos de una investigación. La autoridad encargada de la 
investigación debe velar para que se realicen las diligencias requeridas y, en 
el evento de que esto no ocurra, debe adoptar las medidas pertinentes con-
forme a la legislación interna. A su vez, las otras autoridades deben brindar 
al juez instructor la colaboración que éste les requiera y abstenerse de actos 
que impliquen obstrucciones para la marcha del proceso investigativo. En 
el presente caso se presentaron actos de esta naturaleza en lo que toca a la 
investigación relativa a la inspección de los libros de “entradas y salidas” del 
personal del Batallón San Benito de la extinta Policía Nacional.

Corte IDH. Caso Garibaldi vs. Brasil. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 23 de septiembre de 2009. Serie C 
No. 203
130. La Corte considera que los órganos estatales encargados de la investigación 

relacionada con la muerte violenta de una persona, cuyo objetivo es la de-
terminación de los hechos, la identificación de los responsables y su posible 
sanción, deben llevar a cabo su tarea de manera diligente y exhaustiva. El 
bien jurídico sobre el que recae la investigación obliga a redoblar esfuerzos en 
las medidas que deban practicarse para cumplir su objetivo. El actuar omiso o 
negligente de los órganos estatales no resulta compatible con las obligaciones 

23	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado salvadoreño por la falta de un debido 
proceso relacionado al asesinato de Ramón Mauricio García Prieto Giralt y por las ame-
nazas en perjuicio de sus familiares. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en 
el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_168_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_168_esp.pdf
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emanadas de la Convención Americana, con mayor razón si está en juego 
uno de los bienes esenciales de la persona.

168. Asimismo, el Tribunal considera que una de las formas más relevantes para 
combatir la situación de impunidad en casos como el presente, es investigar 
la actuación de los agentes estatales involucrados en las violaciones estable-
cidas en la Sentencia, sean policías, miembros del ministerio público, jueces 
y servidores en general, lo que debe realizarse en la jurisdicción interna por 
intermedio de las instituciones públicas competentes.

Corte IDH. Caso de la Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 
de noviembre de 2009. Serie C No. 21124
233. En razón de lo anterior, el Estado deberá utilizar los medios que sean nece-

sarios, de acuerdo con su legislación interna, para conducir eficazmente las 
investigaciones con el fin de individualizar, juzgar y eventualmente sancio-
nar a los responsables de los crímenes cometidos en el Parcelamiento de Las 
Dos Erres, y remover todos los obstáculos, de facto y de jure, que mantienen 
la impunidad en este caso. En particular, el Estado deberá velar porque la 
investigación abarque los siguientes criterios: 

[…]
b)	 investigar de forma efectiva todos los hechos de la masacre tomando 

en cuenta el patrón sistemático de violaciones a derechos humanos 
existente en la época en que ocurrieron los hechos del presente caso, 
incluyendo, además del asesinato de los pobladores del Parcelamien-
to, otras posibles graves afectaciones a la integridad personal, y en 
particular, los presuntos actos de tortura, a la luz de los impactos 
diferenciados con motivo de la alegada violencia contra la niñez y la 
mujer. El Estado también deberá aplicar, eventualmente, las sancio-

24	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado guatemalteco por la falta de debida 
diligencia en la investigación, juzgamiento y sanción de los responsables del asesinato, 
tortura, violación sexual, entre otros actos en perjuicio de numerosas personas habitan-
tes del parcelamiento de Las Dos Erres, por parte de agentes militares. El texto íntegro 
de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_211_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_211_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_211_esp.pdf
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nes correspondientes a estos hechos, así como ejecutar las órdenes 
pendientes de captura;

c)	 la determinación de todos los presuntos autores materiales e inte-
lectuales de la masacre, por lo que deberá culminar el proceso penal 
iniciado contra ellos, y proceder a investigar aquellos presuntos au-
tores que aún no se encuentran identificados. La debida diligencia 
en la investigación implica que todas las autoridades estatales están 
obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba, por lo que de-
berán brindar al juez de la causa toda la información que requiera y 
abstenerse de actos que impliquen la obstrucción para la marcha del 
proceso investigativo (supra párr. 144);
[…]

f)	 asegurarse que los distintos órganos del sistema de justicia involucra-
dos en el caso cuenten con los recursos humanos y materiales necesa-
rios para desempeñar sus tareas de manera adecuada, independiente e 
imparcial y que las personas que participen en la investigación, entre 
ellas víctimas, testigos y operadores de justicia, cuenten con las debi-
das garantías de seguridad.

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de mayo 
de 2010. Serie C No. 21225
89. Al analizar un supuesto de desaparición forzada se debe tener en cuenta que 

la privación de la libertad del individuo sólo debe ser entendida como el inicio 
de la configuración de una violación compleja que se prolonga en el tiempo 
hasta que se conoce la suerte y el paradero de la víctima. El análisis de una 
posible desaparición forzada no debe enfocarse de manera aislada, dividida 
y fragmentada sólo en la detención, o la posible tortura, o el riesgo de perder 
la vida, sino más bien el enfoque debe ser en el conjunto de los hechos que 
se presentan en el caso en consideración ante la Corte, tomando en cuenta 

25	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco por la desaparición forzada 
de Florencio Chitay Nech por parte de agentes estatales, así como por la falta de investiga-
ción y sanción de los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el 
siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_212_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_212_esp.pdf
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la jurisprudencia del Tribunal al interpretar la Convención Americana, así 
como la CIDFP para los Estados que la hayan ratificado.

Corte IDH. Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 26 de mayo 
de 2010. Serie C No. 21326
119. Como parte de la obligación de investigar ejecuciones extrajudiciales como la 

del presente caso, las autoridades estatales deben determinar procesalmen-
te los patrones de actuación conjunta y todas las personas que de diversas 
formas participaron en dichas violaciones y sus correspondientes responsa-
bilidades. No basta el conocimiento de la escena y circunstancias materiales 
del crimen, sino que resulta imprescindible analizar el conocimiento de las 
estructuras de poder que lo permitieron, diseñaron y ejecutaron intelectual 
y materialmente, así como de las personas o grupos que estaban interesados 
o se beneficiarían del crimen (beneficiarios). Esto puede permitir, a su vez, la 
generación de hipótesis y líneas de investigación; el análisis de documentos 
clasificados o reservados, y un análisis de la escena del crimen, testigos, y 
demás elementos probatorios, pero sin confiar totalmente en la eficacia de 
mecanismos técnicos como éstos para desarticular la complejidad del cri-
men, en tanto los mismos pueden resultar insuficientes. En consecuencia, 
no se trata sólo del análisis de un crimen de manera aislada, sino inserto en 
un contexto que proporcione los elementos necesarios para comprender su 
estructura de operación.

149. Tal como fue indicado (supra párrs. 116 a 122), la debida diligencia en las 
investigaciones implicaba tomar en cuenta los patrones de actuación de la 
compleja estructura de personas que cometió la ejecución extrajudicial, ya 
que esta estructura permanece con posterioridad a la comisión del crimen y, 
precisamente para procurar su impunidad, opera utilizando amenazas para 
causar temor en quienes investigan y en quienes podrían ser testigos o tener 
un interés en la búsqueda de la verdad, como es el caso de los familiares de 

26	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado colombiano por la ejecución extraju-
dicial de Manuel Cepeda Vargas, así como por la falta de investigación y sanción de los 
responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_213_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_213_esp.pdf
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las víctimas. El Estado debía haber adoptado las medidas suficientes de pro-
tección e investigación para prevenir ese tipo de intimidaciones y amenazas.

Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros vs. México. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de agosto 
de 2010. Serie C No. 21527
194. En otras oportunidades esta Corte ha especificado los principios rectores 

que es preciso observar en investigaciones penales relativas a violaciones de 
derechos humanos y que pueden incluir, inter alia: recuperar y preservar el 
material probatorio con el fin de ayudar en cualquier potencial investigación 
penal de los responsables; identificar posibles testigos y obtener sus declara-
ciones, y determinar la causa, forma, lugar y momento del hecho investiga-
do. Además, es necesario investigar exhaustivamente la escena del crimen, 
se deben realizar análisis en forma rigurosa, por profesionales competentes y 
empleando los procedimientos más apropiados. En casos de violencia contra 
la mujer, ciertos instrumentos internacionales resultan útiles para precisar 
y dar contenido a la obligación estatal reforzada de investigarlos con la de-
bida diligencia. Entre otros, en una investigación penal por violencia sexual 
es necesario que: i) la declaración de la víctima se realice en un ambiente 
cómodo y seguro, que le brinde privacidad y confianza; ii) la declaración 
de la víctima se registre de forma tal que se evite o limite la necesidad de su 
repetición; iii) se brinde atención médica, sanitaria y psicológica a la víctima, 
tanto de emergencia como de forma continuada si así se requiere, mediante 
un protocolo de atención cuyo objetivo sea reducir las consecuencias de la 
violación; iv) se realice inmediatamente un examen médico y psicológico 
completo y detallado por personal idóneo y capacitado, en lo posible del sexo 
que la víctima indique, ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su 
confianza si así lo desea; v) se documenten y coordinen los actos investiga-
tivos y se maneje diligentemente la prueba, tomando muestras suficientes, 

27	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado mexicano por la violación sexual 
cometida en perjuicio de Inés Fernández Ortega por parte de agentes militares, así 
como por la falta de investigación y sanción de los responsables. El texto íntegro de la 
sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/
casos/articulos/seriec_215_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_215_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_215_esp.pdf
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realizando estudios para determinar la posible autoría del hecho, asegurando 
otras pruebas como la ropa de la víctima, investigando de forma inmediata 
el lugar de los hechos y garantizando la correcta cadena de custodia, y vi) 
se brinde acceso a asistencia jurídica gratuita a la víctima durante todas las 
etapas del proceso.

Corte IDH. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña vs. Bolivia. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C 
No. 21728
82. El Tribunal ha señalado que los actos constitutivos de desaparición forzada 

tienen carácter permanente mientras no se conozca el paradero de la víctima 
o se hallen sus restos (supra párrs. 59 y 67). Sin embargo, particularmente 
en relación con este último aspecto, no se trata meramente del acto de en-
contrar los restos de una determinada persona sino que ello, lógicamente, 
debe ir acompañado de la realización de las pruebas o análisis que permitan 
comprobar que, efectivamente, esos restos corresponden a esa persona. Por 
lo tanto, en casos de presunta desaparición forzada en que existan indicios de 
que la alegada víctima ha fallecido, la determinación de si se ha configurado 
dicho fenómeno y la cesación del mismo, en su caso, implica, necesaria-
mente, establecer de la manera más fehaciente la identidad del individuo 
a quien pertenecen los restos recolectados. En tal sentido, la autoridad co-
rrespondiente debe proceder a la pronta exhumación de éstos para que sean 
examinados por un profesional competente. Dicha exhumación debe llevarse 
a cabo de forma que proteja la integridad de los restos a fin de establecer, en 
la medida de lo posible, la identidad de la persona fallecida, la fecha en que 
murió, la forma y causa de muerte, así como la existencia de posibles lesiones 
o indicios de tortura.

28	  El caso trata de la responsabilidad del Estado boliviano por la desaparición forzada de 
Rainer Ibsen Cárdenas y la muerte de su padre José Luis Ibsen Peña, así como por la falta 
de investigación y sanción de los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede 
consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_217_esp1.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_217_esp1.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_217_esp1.pdf
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Corte IDH. Caso Uzcátegui y otros vs. Venezuela. Fondo y reparaciones. 
Sentencia de 3 de septiembre de 2012. Serie C No. 24929
222. Con respecto a ello, la Corte estima que en el cumplimiento del deber de 

investigar en casos como el de autos, no basta el conocimiento de la esce-
na y circunstancias materiales del crimen, sino que resulta imprescindible 
analizar, según corresponda, el conocimiento de las estructuras de poder 
que lo permitieron y, en su caso, lo diseñaron y ejecutaron intelectual y ma-
terialmente, así como de las personas o grupos que estaban interesados o se 
beneficiarían del crimen (beneficiarios), pues ello puede permitir, a su vez, 
la generación de hipótesis y líneas de investigación; y un análisis de la esce-
na del crimen, testigos, y demás elementos probatorios. En consecuencia, 
en casos como el de esta causa, no se trata sólo del análisis de un crimen de 
manera aislada, sino inserto en un contexto que proporcione los elementos 
necesarios para comprender su estructura de operación.

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro vs. Guatemala. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 4 
de septiembre de 2012. Serie C No. 25030
266. Además, la Corte resalta que los restos de una persona fallecida son una 

prueba de lo que le sucedió y ofrecen detalles del trato que recibió, la for-
ma en que falleció y el modus operandi de los perpetradores de su muer-
te. Asimismo, el lugar mismo en el que los restos hayan sido encontrados 
puede proporcionar información valiosa a las autoridades encargadas de la 
investigación sobre los responsables y la institución a la que pertenecían, 
particularmente tratándose de agentes estatales.

29	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado venezolano por la ejecución extrajudi-
cial de Néstor José Uzcátegui así como las afectaciones a la integridad de sus familiares. 
El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_249_esp.pdf 

30	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco por la comisión de cinco 
masacres en contra de los miembros de la comunidad de Río Negro, ejecutadas por el 
Ejército y miembros de las Patrullas de Autodefensa Civil, así como a la persecución y 
eliminación de sus miembros. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el 
siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_250_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_249_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_249_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_250_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Mendoza y otros vs. Argentina. Excepciones 
preliminares, fondo y reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. 
Serie C No. 26031
201. Además, esta Corte ha señalado que la violación del derecho a la integridad 

física y psíquica de las personas tiene diversas connotaciones de grado y que 
abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, inhu-
manos o degradantes, cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad 
según factores endógenos y exógenos de la persona (duración de los tratos, 
edad, sexo, salud, contexto, vulnerabilidad, entre otros) que deberán ser 
analizados en cada situación concreta. Es decir, las características personales 
de una supuesta víctima de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradan-
tes, deben ser tomadas en cuenta al momento de determinar si la integridad 
personal fue vulnerada, ya que tales características pueden cambiar la per-
cepción de la realidad del individuo, y por ende, incrementar el sufrimiento 
y el sentido de humillación cuando son sometidas a ciertos tratamientos.

Corte IDH. Caso J. vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 27532
323. En relación con el alegado “manoseo sexual”, este Tribunal ha establecido 

que la violación sexual es un tipo particular de agresión que, en general, se 
caracteriza por producirse en ausencia de otras personas más allá de la vícti-
ma y el agresor o los agresores. Dada la naturaleza de esta forma de violencia, 
no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o documentales y, por 
ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre 

31	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado argentino por la imposición de la pri-
sión y reclusión perpetuas a menores de 18 años, y a los recursos interpuestos contra 
las sentencias condenatorias, así como por la falta de tratamiento médico a un interno, 
y por la falta de investigación y sanción de los responsables de un acto de tortura. El 
texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_260_esp.pdf 

32	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado peruano en relación con los actos de 
tortura y tratos crueles inhumanos y degradantes, incluida una violación sexual, de 
la señora J. por la supuesta comisión de los delitos de apología y terrorismo. El texto 
íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.
or.cr/docs/casos/articulos/seriec_275_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_260_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_260_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_275_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_275_esp.pdf
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el hecho. Sin perjuicio de la calificación jurídica de los hechos que se realiza 
infra, la Corte considera que dicho estándar es aplicable a las agresiones se-
xuales en general. Asimismo, al analizar dichas declaraciones se debe tomar 
en cuenta que las agresiones sexuales corresponden a un tipo de delito que 
la víctima no suele denunciar, por el estigma que dicha denuncia conlleva 
usualmente (supra párr. 316).

324. Adicionalmente, este Tribunal considera que las variaciones entre las califi-
caciones jurídicas de violencia o violación sexual que la representación de la 
presunta víctima le ha dado a los hechos a lo largo del proceso ante el sistema 
interamericano no desacredita los testimonios rendidos internamente por 
la señora J. en cuanto a los hechos ocurridos. En este sentido, la Corte ad-
vierte que este es el caso inclusive si se trataran de declaraciones posteriores 
realizadas por la presunta víctima. Al respecto, esta Corte ha considerado 
que una negación de la ocurrencia de una agresión sexual denunciada no 
necesariamente desacredita las declaraciones donde se indicó que había su-
cedido, sino que debe ser analizado tomando en cuenta las circunstancias 
propias del caso y de la víctima. Adicionalmente, la calificación jurídica de 
los hechos que utilice la presunta víctima en sus declaraciones tiene que ser 
valorada tomando en cuenta el significado comúnmente dado a las palabras 
utilizadas, el cual no necesariamente corresponde a su definición jurídica. 
Lo relevante es evaluar si los hechos descritos, y no la calificación jurídica 
dada a los mismos, fueron consistentes.

329. Adicionalmente, es necesario señalar que la ausencia de señales físicas no 
implica que no se han producido maltratos, ya que es frecuente que estos 
actos de violencia contra las personas no dejen marcas ni cicatrices perma-
nentes. Lo mismo es cierto para los casos de violencia y violación sexual, en 
los cuales no necesariamente se verá reflejada la ocurrencia de los mismo 
en un examen médico, ya que no todos los casos de violencia y/o violación 
sexual ocasionan lesiones físicas o enfermedades verificables a través de un 
examen médico.

333. La Corte considera que la evidencia obtenida durante los exámenes médicos 
tiene un rol crucial durante las investigaciones realizadas contra los deteni-
dos y en los casos cuando este alega maltrato. En este sentido, los alegatos 
de maltratos ocurridos en custodia policial son extremadamente difíciles de 
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sustanciar para la víctima si estuvo aislada del mundo exterior, sin acceso 
a médicos, abogados, familia o amigos quienes podrán apoyar y reunir la 
evidencia necesaria. Por tanto, corresponde a las autoridades judiciales el 
deber de garantizar los derechos del detenido, lo que implica la obtención y 
el aseguramiento de toda prueba que pueda acreditar los actos de tortura, 
incluyendo exámenes médicos. Adicionalmente, es importante enfatizar que 
en los casos en los que existen alegatos de supuestas torturas o malos tratos, 
el tiempo transcurrido para la realización de las correspondientes pericias 
médicas es esencial para determinar fehacientemente la existencia del daño, 
sobre todo cuando no se cuenta con testigos más allá de los perpetradores y 
las propias víctimas y, en consecuencia, los elementos de evidencia pueden 
ser escasos. De ello se desprende que para que una investigación sobre hechos 
de tortura sea efectiva, la misma deberá ser efectuada con prontitud. Por 
tanto, la falta de realización de un examen médico de una persona que se 
encontraba bajo la custodia del Estado, o la realización del mismo sin el cum-
plimiento de los estándares aplicables, no puede ser usado para cuestionar la 
veracidad de los alegatos de maltrato de la presunta víctima (infra párrs. 341 
a 353). En el mismo sentido, en casos donde se alegue agresiones sexuales, 
la falta de evidencia médica no disminuye la veracidad de la declaración de 
la presunta víctima. 

344. En otras oportunidades esta Corte ha especificado los principios rectores 
que es preciso observar en investigaciones penales relativas a violaciones 
de derechos humanos. En casos de violencia contra la mujer, ciertos instru-
mentos internacionales resultan útiles para precisar y dar contenido a la 
obligación estatal reforzada de investigarlos con la debida diligencia. Entre 
otros, en una investigación penal por violencia sexual es necesario que: i) 
la declaración de la víctima se realice en un ambiente cómodo y seguro, que 
le brinde privacidad y confianza; ii) la declaración de la víctima se registre 
de forma tal que se evite o limite la necesidad de su repetición; iii) se brinde 
atención médica, sanitaria y psicológica a la víctima, tanto de emergencia 
como de forma continuada si así se requiere, mediante un protocolo de aten-
ción cuyo objetivo sea reducir las consecuencias de la violación; iv) se realice 
inmediatamente un examen médico y psicológico completo y detallado por 
personal idóneo y capacitado, en lo posible del sexo que la víctima indique, 
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ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su confianza si así lo desea; 
v) se documenten y coordinen los actos investigativos y se maneje diligen-
temente la prueba, tomando muestras suficientes, realizando estudios para 
determinar la posible autoría del hecho, asegurando otras pruebas como la 
ropa de la víctima, investigando de forma inmediata el lugar de los hechos 
y garantizando la correcta cadena de custodia, y vi) se brinde acceso a asis-
tencia jurídica gratuita a la víctima durante todas las etapas del proceso.

Corte IDH. Caso Veliz Franco y otros vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 de mayo 
de 2014. Serie C No. 277 
188. Asimismo, la Corte ha establecido que en casos de sospecha de homicidio por 

razón de género, la obligación estatal de investigar con la debida diligencia 
incluye el deber de ordenar de oficio los exámenes y pericias correspondien-
tes tendientes a verificar si el homicidio tuvo un móvil sexual o si se produjo 
algún tipo de violencia sexual. En este sentido, la investigación sobre un 
supuesto homicidio por razón de género no debe limitarse a la muerte de 
la víctima, sino que debe abarcar otras afectaciones específicas contra la 
integridad personal, tales como torturas y actos de violencia sexual. En una 
investigación penal por violencia sexual es necesario que se documenten y 
coordinen los actos investigativos y se maneje diligentemente la prueba, to-
mando muestras suficientes, realizando estudios para determinar la posible 
autoría del hecho, asegurando otras pruebas como la ropa de la víctima, la 
investigación inmediata del lugar de los hechos y garantizando la correcta ca-
dena de custodia. En ese tenor, las primeras fases de la investigación pueden 
ser especialmente cruciales en casos de homicidio contra la mujer por razón 
de género, ya que las fallas que se puedan producir en diligencias tales como 
las autopsias y en la recolección y conservación de evidencias físicas pueden 
llegar a impedir u obstaculizar la prueba de aspectos relevantes, como por 
ejemplo, la violencia sexual. En cuanto a la realización de autopsias en un 
contexto de homicidio por razón de género, la Corte ha especificado que se 
debe examinar cuidadosamente las áreas genital y para-genital en búsqueda 
de señales de abuso sexual, así como preservar líquido oral, vaginal y rectal, 
y vello externo y púbico de la víctima. Asimismo, en casos de supuestos actos 
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de violencia contra la mujer, la investigación penal debe incluir una perspec-
tiva de género y realizarse por funcionarios capacitados en casos similares 
y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género.

192. Además, los estándares internacionales señalan que, en relación con la es-
cena del crimen, los investigadores deben, como mínimo, fotografiar di-
cha escena, cualquier otra evidencia física y el cuerpo como se encontró y 
después de moverlo; todas las muestras de sangre, cabello, fibras, hilos u 
otras pistas deben ser recogidas y conservadas; examinar el área en busca 
de huellas de zapatos o cualquier otra que tenga naturaleza de evidencia, y 
hacer un informe detallando cualquier observación de la escena, las acciones 
de los investigadores y la disposición de toda la evidencia coleccionada. Una 
de las acciones en el sitio del hallazgo de mayor riesgo es la manipulación del 
cadáver, el cual no debe ser manipulado sin la presencia de profesionales, 
quienes deben examinarlo y movilizarlo adecuadamente según la condición 
del cuerpo. El Protocolo de Minnesota establece, entre otras obligaciones, 
que al investigar una escena del crimen se debe cerrar la zona contigua al ca-
dáver, y prohibir, salvo para el investigador y su equipo, el ingreso a la misma. 
Mientras ello no suceda debe evitarse cualquier contaminación de la misma 
y mantenerla bajo custodia permanente. Además es fundamental como lo 
establece el Protocolo de Minnesota que “los funcionarios encargados del 
cumplimiento de la ley y otros investigadores no médicos […] coordin[en] 
sus actividades […] en el lugar con el personal médico”.

251. Por ello, la Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente la in-
vestigación y, en su caso, abrir el proceso penal correspondiente y, de ser 
pertinente, otros que correspondieren, para identificar, procesar y, en su 
caso, sancionar a los responsables de los vejámenes y privación de la vida 
de la niña María Isabel Veliz Franco, conforme a los lineamientos de esta 
Sentencia, a fin de evitar la repetición de hechos iguales o análogos a los 
del presente caso. Dicha investigación deberá incluir una perspectiva de 
género, emprender líneas de investigación específicas respecto a violen-
cia sexual, y posibilitar a los familiares de la víctima información sobre los 
avances en la investigación, de conformidad con la legislación interna, y en 
su caso, la participación adecuada en el proceso penal. Asimismo, la investi-
gación debe realizarse por funcionarios capacitados en casos similares y en 
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atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género. Por 
último, deberá asegurarse que las personas encargadas de la investigación 
y del proceso penal, así como, de ser el caso, otras personas involucradas, 
como testigos, peritos, o familiares de la víctima, cuenten con las debidas 
garantías de seguridad.

Corte IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de 
Justicia) vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. Serie C No. 287
384. La Corte considera razonable que las víctimas no tengan una recolección 

exacta y meticulosa de este tipo de hechos, que pudieran resultar traumá-
ticos para las víctimas. Cierto grado de desorientación e imprecisiones son 
razonables y no desacreditan el dicho de las víctimas (supra párr. 378). Lo 
relevante es que las declaraciones sean consistentes en los hechos principa-
les que relatan y contienen. En este sentido, este Tribunal considera que se 
desprende de manera consistente de las declaraciones de los señores Quijano 
y Rubiano Galvis los hechos descritos, por lo cual ello constituye un indicio 
adicional de lo ocurrido a estas presuntas víctimas.

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 
de noviembre de 2015. Serie C No. 30733
153. Igualmente, la debida diligencia en una investigación médico-legal de una 

muerte exige el mantenimiento de la cadena de custodia de todo elemento de 
prueba forense. La Corte ha señalado que ello consiste en llevar un registro 
escrito preciso, complementado, según corresponda, por fotografías y demás 
elementos gráficos, para documentar la historia del elemento de prueba a 
medida que pasa por las manos de diversos investigadores encargados del 
caso. La cadena de custodia puede extenderse más allá del juicio y la condena 

33	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado guatemalteco en relación con la vio-
lencia sexual y posterior muerte de Claudina Isabel Velásquez Paiz, así como la falta 
de investigación y sanción a los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede 
consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_307_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_307_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_307_esp.pdf


Capítulo 2.  Debida diligencia

53

del autor, dado que las pruebas antiguas, debidamente preservadas, podrían 
servir para el sobreseimiento de una persona condenada erróneamente. La 
excepción la constituyen los restos de víctimas positivamente identifica-
das que pueden ser devueltos a sus familias para su debida sepultura, con la 
reserva de que no pueden ser cremados y que pueden ser exhumados para 
nuevas autopsias. 

Corte IDH. Caso Miembros de la aldea Chichupac y comunidades 
vecinas del municipio de Rabinal vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 
de noviembre de 2016. Serie C No. 32834 
256. Finalmente, en cuanto a la falta de investigación de las violaciones sexuales 

cometidas por agentes de seguridad del Estado en el presente caso, la Corte 
considera que toda vez que existan indicios de violencia sexual en el marco de 
un conflicto armado interno, esta no debe ser tratada como un delito colate-
ral, sino que su investigación debe formar parte de cada etapa de la estrategia 
global de investigación de posibles torturas, crímenes de lesa humanidad, 
crímenes de guerra o actos de genocidio que pudieran haberse cometido. La 
investigación de violencia sexual deberá llevarse a cabo respetando las ca-
racterísticas culturales de las víctimas. Por otra parte, se deberán investigar 
posibles vínculos entre los responsables directos de la violencia sexual y sus 
superiores jerárquicos, así como la existencia de componentes que demostra-
rían una intención discriminatoria y/o la intención cometer un genocidio.

34	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco en relación con las 
masacres, ejecuciones extrajudiciales, torturas, desapariciones forzadas y violaciones 
sexuales en contra de los miembros de la aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
municipio de Rabinal, en el marco de los operativos por parte del Ejército y colabora-
dores. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_328_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_328_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_328_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Pacheco León y otros vs. Honduras. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 15 de noviembre de 2017. Serie C No. 34235
89. Habiendo quedado establecido lo anterior, debe destacarse que la diligencia 

debida respecto a una investigación no se agota en la realización mecánica de 
diligencias, sino que es necesario que esa actividad investigativa esté debida-
mente orientada, de acuerdo a las hipótesis relevantes sobre los hechos y su 
autoría. En ese sentido, este Tribunal, a la luz de los artículos 8.1 y 25.1 de la 
Convención Americana, ha indicado que en aras de garantizar la efectividad 
de la investigación, se debe evitar omisiones en la recaudación de prueba y 
en el seguimiento de líneas lógicas de investigación. Cuando los hechos se 
refieren a la muerte violenta de una persona, la investigación iniciada debe 
ser conducida de tal forma que pudiese garantizar el debido análisis de las 
hipótesis de autoría surgidas a raíz de la misma.

Corte IDH. Caso Carvajal Carvajal y otros vs. Colombia. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 13 de marzo de 2018. Serie C No. 35236
107. En la jurisprudencia de este Tribunal se han tenido en cuenta diversos crite-

rios para determinar la complejidad de un asunto. Entre ellos se encuentran, 
entre otros: i) la complejidad de la prueba; ii) la pluralidad de sujetos proce-
sales o la cantidad de víctimas; iii) el tiempo transcurrido desde la violación; 
iv) las características de los recursos contenidos en la legislación interna, y 
v) el contexto en el que ocurrieron los hechos.

35	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado hondureño por el asesinato de Ángel 
Pacheco León en el marco de su campaña como diputado al Congreso Nacional de 
Honduras por el Partido Nacional, así como la falta de investigación y sanción a los 
responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_342_esp.pdf 

36	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado colombiano por la muerte del perio-
dista Nelson Carvajal Carvajal, asesinado en 1998 en un contexto generalizado de im-
punidad por los homicidios de periodistas, así como la falta de investigación y sanción 
a los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_352_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_342_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_352_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Azul Rojas Marín y otra vs. Perú. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 12 de marzo 
de 2020. Serie C No. 40237
153. Es necesario señalar que la ausencia de señales físicas no implica que no se 

han producido maltratos, ya que es frecuente que estos actos de violencia 
contra las personas no dejen marcas ni cicatrices permanentes. Lo mismo es 
cierto para los casos de violencia y violación sexual, en los cuales no necesa-
riamente se verá reflejada la ocurrencia de marcas o cicatrices en un examen 
médico, ya que no todos los casos de violencia y/o violación sexual ocasionan 
lesiones físicas o enfermedades verificables a través de un examen médico.

Corte IDH. Caso Movilla Galarcio y otros vs. Colombia. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 22 de junio de 2022. Serie C No. 45238
207. Ahora bien, este Tribunal nota que, con sustento en “la Convención Inter-

nacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas y en otros instrumentos internacionales relevantes”, el Comité 
contra la Desaparición Forzada de la Organización de las Naciones Unidas 
adoptó los “Principios rectores para la búsqueda de las personas desapare-
cidas”. La Corte entiende relevante que los mismos sean tenidos en cuenta 
en el cumplimiento de la medida de reparación ordenada. Los principios 
aludidos son coincidentes con las pautas ya expresadas (supra párr. 206) y 
refieren otras, entre las que cabe destacar las siguientes:
a)	 La búsqueda de una persona desaparecida debe continuar hasta que se 

determine con certeza su suerte o paradero, lo que implica que dicha 
persona “se encuentre nuevamente bajo la protección de la ley” o, si 
resulta estar fallecida, “haya sido plenamente identificada”.

37	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado peruano por la tortura y la falta de 
garantías y protección judicial a la que fue sometida Azul Rojas Marín. El texto íntegro 
de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_402_esp.pdf 

38	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado colombiano por la desaparición forza-
da de Pedro Julio Movilla Galarcio, quien fuera un destacado líder sindical y activista 
social colombiano, así como la falta de investigación y sanción a los responsables. El 
texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_452_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_402_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_402_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_452_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_452_esp.pdf
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b)	 Los familiares de la víctima, quienes también son víctimas, y personas 
que las representen o asistan tienen derecho de participar en la bús-
queda, lo que implica, entre otros aspectos, el acceso a información, 
sin perjuicio de las medidas necesarias para preservar la integridad y 
efectividad de la investigación penal o de la búsqueda misma.

c)	 La búsqueda debe ejecutarse mediante una “estrategia integral”, de 
modo que tenga en cuenta todas las hipótesis razonables sobre la des-
aparición, sin descartar ninguna, salvo cuando resulte insostenible, 
de acuerdo con criterios objetivos y contrastables. Dicha estrategia 
debe “tomar en cuenta el análisis de contexto”.

d)	 “[T]odas las actividades y diligencias a realizar de manera integrada, 
mediante todos los medios y procedimientos necesarios y adecuados 
para encontrar, liberar o exhumar a la persona desaparecida o establecer 
la identidad de ella. La estrategia integral de búsqueda debe incluir un 
plan de acción y un cronograma y debe ser evaluada periódicamente”.

e)	 La búsqueda “debe estar centralizada en un órgano competente, o 
coordinada por este, que garantice una efectiva coordinación con 
todas las demás entidades cuya cooperación es necesaria para que la 
búsqueda sea efectiva, exhaustiva y expedita”.

f)	 “La búsqueda de la persona desaparecida y la investigación penal de 
los responsables de la desaparición deben reforzarse mutuamente”. 
“Cuando la búsqueda es realizada por autoridades no judiciales inde-
pendientes de las que integran el sistema de justicia, se deben esta-
blecer mecanismos y procedimientos de articulación, coordinación e 
intercambio de información”.
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Falta de debida diligencia

Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez vs. Honduras. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 7 de junio 
de 2003. Serie C No. 99
128. La Corte observa que en casos de ejecuciones extrajudiciales es fundamental 

que las autoridades competentes deban realizar una exhaustiva investigación 
de la escena, examinar el cuerpo de la víctima y llevar a cabo, por expertos 
profesionales, una autopsia para determinar las causas del deceso cuando 
esto sea posible o llevar a cabo una prueba igualmente rigurosa, dentro de 
las circunstancias del caso. En el caso en estudio, la Corte destaca que las 
autoridades por diferentes motivos no tomaron las medidas necesarias para 
preservar la prueba que había en la escena del crimen y realizar una autopsia 
que permitiera hacer una investigación seria y efectiva de lo sucedido, para 
a la postre sancionar a los responsables.

Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C 
No. 16039 
273. La Corte ha establecido que el Estado es responsable, en su condición de 

garante de los derechos consagrados en la Convención, de la observancia 
del derecho a la integridad personal de todo individuo que se halla bajo su 
custodia. Es posible considerar responsable al Estado por las torturas, tra-
tos crueles, inhumanos o degradantes que sufre una persona que ha estado 
bajo la custodia de agentes estatales, si las autoridades no han realizado una 
investigación seria de los hechos seguida del procesamiento de quienes apa-
rezcan como responsables de ellos. Recae en el Estado la obligación de pro-
veer una explicación satisfactoria y convincente de lo sucedido y desvirtuar 

39	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado peruano por la muerte de decenas 
de presos, así como de numerosos heridos en el marco de un operativo en el centro 
penitenciario Miguel Castro Castro, resultante de la utilización excesiva de la fuerza. 
El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_160_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_160_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_160_esp.pdf
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las alegaciones sobre su responsabilidad, mediante elementos probatorios 
adecuados.

Corte IDH. Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 16340
155. La Corte estima que la inefectividad de tales procesos penales queda clara-

mente evidenciada al analizar la falta de debida diligencia en la conducción 
de las acciones oficiales de investigación. Esta falta de debida diligencia se 
manifiesta en la irrazonabilidad del plazo transcurrido en las investigaciones, 
la falta de adopción de las medidas necesarias de protección ante las amena-
zas que se presentaron durante las investigaciones, las demoras, obstáculos y 
obstrucciones en la realización de actuaciones procesales y graves omisiones 
en el seguimiento de líneas lógicas de investigación.

Corte IDH. Caso de la Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 
de noviembre de 2009. Serie C No. 211
140. En este sentido, el Tribunal estima que la falta de investigación de hechos 

graves contra la integridad personal como torturas y violencia sexual en 
conflictos armados y/o dentro de patrones sistemáticos, constituyen un in-
cumplimiento de las obligaciones del Estado frente a graves violaciones a 
derechos humanos, las cuales contravienen normas inderogables (jus cogens) 
y generan obligaciones para los Estados como la de investigar y sancionar 
dichas prácticas, de conformidad con la Convención Americana y en este 
caso a la luz de la CIPST y de la Convención de Belém do Pará.

144. Además, la Corte considera que las autoridades estatales están obligadas a 
colaborar en la recaudación de la prueba para alcanzar los objetivos de una 
investigación y abstenerse de realizar actos que impliquen obstrucciones 
para la marcha del proceso investigativo. En el presente caso, el Ministro 

40	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado colombiano por la falta de investigación 
de la ejecución extrajudicial, por parte de grupos paramilitares, de doce personas, y las 
lesiones a otras tres, así como la falta de investigación y sanción de los responsables. 
El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_163_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_163_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_163_esp.pdf
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de Defensa se rehusó a aportar cierta documentación requerida por los tri-
bunales, bajo el argumento de que esa documentación fue incinerada o no 
existía (supra párr. 87). Este Tribunal estima que tal negativa ha impedido 
que en la investigación que se desarrolla, entre otras, se identifique a aquellas 
personas que formaron parte de la planeación y ejecución de la masacre, así 
como de los datos personales de aquellos que ya se encuentran en calidad de 
sindicados dentro del proceso.

Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra vs. México. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 31 de agosto 
de 2010. Serie C No. 21641
181. Asimismo, el Tribunal observa que en el presente caso ha concurrido la falta 

de voluntad, sensibilidad y capacidad de varios de los servidores públicos que 
intervinieron inicialmente en la denuncia realizada por la señora Rosendo 
Cantú. Asimismo, la falta de utilización de un protocolo de acción por par-
te del personal de salud estatal y del Ministerio Público que inicialmente 
atendieron a la señora Rosendo Cantú, fue especialmente grave y tuvo con-
secuencias negativas en la atención debida a la víctima y en la investigación 
legal de la violación. Sobre este aspecto, la Corte destaca lo señalado por la 
perita Arroyo Vargas, durante la audiencia pública del caso, respecto de que 
en “caso[s] de violencia sexual, los estándares mínimos [de recopilación de 
pruebas] tiene[n] que ser la inmediatez y la celeridad”.

41	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado mexicano por la violación sexual y tor-
tura de la señora Rosendo Cantú, así como la falta de debida diligencia en la investigación 
y sanción de los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el 
siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_216_esp.pdf. 
Asimismo, la Sentencia de 15 de mayo de 2011 (Interpretación de la Sentencia de Excep-
ción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C No. 225, puede consultarse en 
el siguiente enlace: https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_225_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_216_esp.pdf
https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_225_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña vs. Bolivia. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C 
No. 217
172. El Tribunal estima que, además, en el presente caso la falta de diligencia tam-

bién tiene como consecuencia que conforme el tiempo vaya transcurriendo, 
se afecte indebidamente la posibilidad de obtener y presentar pruebas perti-
nentes que permitan esclarecer los hechos y determinar las responsabilida-
des que correspondan, con lo cual el Estado contribuye a la impunidad. Ésta 
ha sido definida por este Tribunal como la falta en su conjunto de investiga-
ción, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables 
de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana.

Corte IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de 
Justicia) vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. Serie C No. 287
265. Al respecto, la Corte recuerda que uno de los elementos característicos de 

una desaparición forzada es precisamente “la negativa de reconocer la de-
tención y de revelar la suerte o el paradero de la persona interesada”, por lo 
cual resulta cuestionable descartar la posible desaparición de una persona 
con base en la ausencia de información. No es lógico ni razonable investigar 
una desaparición forzada o negar su ocurrencia en base a que los posibles 
responsables o autoridades involucradas no brindaron información sobre el 
paradero de la persona desaparecida. La Corte recuerda que en la investiga-
ción de una presunta desaparición forzada las autoridades estatales deben 
tomar en cuenta los elementos característicos de este tipo de delito. 

301. En esta línea, es posible considerar que una falta al deber de debida diligencia 
del Estado en una investigación penal puede provocar la falta de medios de 
convicción suficientes para esclarecer los hechos materia de investigación, 
identificar a los posibles autores y partícipes, y determinar las eventuales 
responsabilidades penales a nivel interno.

493. Al respecto, la Corte recuerda que las omisiones en estas primeras diligen-
cias condicionan o limitan las posteriores investigaciones, lo cual es espe-
cialmente grave cuando son desarrolladas por miembros de la fuerza pública 
presuntamente responsable. 
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499. Al respecto, este Tribunal destaca lo declarado por el perito Michael Reed 
en el sentido que ante actos que dan cuenta de la obstaculización de la ad-
ministración de justicia, tales como la alteración y supresión de la prueba 
aumenta la diligencia con la cual debe actuar el Estado en la investigación.

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 
de noviembre de 2015. Serie C No. 307
176. La Corte reitera que la ineficacia judicial frente a casos individuales de vio-

lencia contra las mujeres propicia un ambiente de impunidad que facilita 
y promueve la repetición de los hechos de violencia en general y envía un 
mensaje según el cual la violencia contra las mujeres puede ser tolerada y 
aceptada, lo que favorece su perpetuación y la aceptación social del fenóme-
no, el sentimiento y la sensación de inseguridad de las mujeres, así como una 
persistente desconfianza de estas en el sistema de administración de justicia. 
Dicha ineficacia o indiferencia constituye en sí misma una discriminación 
de la mujer en el acceso a la justicia. Por ello, cuando existan indicios o sos-
pechas concretas de violencia de género, la falta de investigación por parte 
de las autoridades de los posibles móviles discriminatorios que tuvo un acto 
de violencia contra la mujer, puede constituir en sí misma una forma de 
discriminación basada en el género.

197. Para la Corte tres aspectos son fundamentales en cuanto a las consecuen-
cias derivadas de la falta de un enfoque de género en la investigación penal. 
Primero, la invisibilización de las circunstancias previas a la muerte, siendo 
que los indicios indican la existencia de un acto de violencia ocurrido previo a 
la muerte. Segundo, la invisibilización de la forma en que ocurrió la muerte, 
a pesar que de los indicios se desprende la presunta comisión de un acto de 
violencia ocurrido con posterioridad a la muerte. Tercero, la invisibilización 
de la posible violencia sexual. Estos tres aspectos se presentan como una 
posible reiteración de la violencia ejercida en contra de la víctima ocurrida 
durante el tiempo de su desaparición, y adicionales al hecho de darle muerte.
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Corte IDH. Caso Favela Nova Brasilia vs. Brasil. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 16 
de febrero de 2017. Serie C No. 333
191. Finalmente, en lo que respecta a la intervención de órganos de supervisión 

de la investigación o del poder judicial, es necesario hacer notar que en algu-
nas ocasiones las fallas de la investigación pueden ser remediadas, pero en 
otros casos eso no es posible en virtud del estado avanzado de la misma y de 
la magnitud de las falencias ocasionadas por el órgano investigador.

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) vs. Guatemala. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 22 de agosto 2018. Serie C No. 35642
81. La debida diligencia en la investigación exige que se lleven a cabo todas aque-

llas actuaciones y averiguaciones necesarias para procurar el resultado que se 
persigue. Sin perjuicio de ello, no corresponde a la Corte determinar puntual-
mente cuáles son las actuaciones y averiguaciones requeridas. Este Tribunal 
ha dicho que no le compete “sustituir a la jurisdicción interna estableciendo 
las modalidades específicas de investigación y juzgamiento […], sino consta-
tar si en los pasos efectivamente dados a nivel interno se violaron o no obliga-
ciones internacionales”. Por ello, “las diligencias […] deben ser valoradas en 
su conjunto”, a fin de determinar si en el caso concreto falencias u omisiones 
que se acreditaren perjudicaron el esclarecimiento de las circunstancias de 
los hechos o incidieron en el resultado final de las investigaciones seguidas. 
Para tal evaluación debe tenerse en cuenta criterios objetivos o de razona-
bilidad, a partir de las circunstancias particulares del caso y los argumentos 
de las partes y la Comisión, apreciando elementos tales como la prueba pro-
ducida, las pautas recogidas por la propia jurisprudencia de este Tribunal, 
o la propia consideración de las autoridades internas sobre medidas que, en 
el caso concreto, señalaron como necesarias. No debe asumirse que fallas 
en aspectos puntuales de investigación tuvieron un impacto negativo sobre 

42	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco por la muerte de 11 
personas y las lesiones de otras 29, ocurridas en la llamada “masacre de Xamán”, así 
como la violación de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial. El 
texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_356_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_356_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_356_esp.pdf
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el conjunto del proceso si, pese a ellas, la investigación tuvo un resultado 
efectivo en la determinación de los hechos.

Corte IDH. Caso Valenzuela Ávila vs. Guatemala. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 38643
139. Además, a este Tribunal llama la atención que no se utilizaron los protocolos 

de investigación vigentes en este momento, cuya implementación era nece-
saria para recoger todas las evidencias e indicios que permitieran esclarecer 
la escena del crimen. Lo anterior, toda vez que dichos elementos tienen el 
carácter de irrepetibles, por lo cual debieron procesarse con el mayor cuidado 
posible, más aún cuando esta serie de elementos pudieron coadyuvar a de-
terminar si se trataba de una ejecución extrajudicial. En ese sentido, resulta 
evidente que la protección, preservación y acordonamiento de la escena del 
crimen fue deficiente, que de las actuaciones realizadas no se desprenden 
mayores detalles sobre la reconstrucción de los hechos, ni documentos que 
hagan constar la forma en que se pudo haber efectuado el hecho criminal, 
ni hay material fotográfico sobre la escena del crimen.

Corte IDH. Caso Vicky Hernández vs. Honduras. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 26 de marzo de 2021. Serie C No. 42244
108. En el presente caso, la Corte constata que la única línea de investigación 

adoptada por Honduras fue la tendiente a individualizar a la persona rela-
cionada con el supuesto hecho de amenaza que sufrió Vicky Hernández, y 
cuya única prueba se desprende de una declaración tomada a la madre de 

43	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado guatemalteco por una serie de viola-
ciones al debido proceso en el marco del proceso penal contra Tirso Román Valenzuela 
Ávila por el delito de asesinato, que culminó en su condena a la pena de muerte, así como 
sobre la tortura que sufrió durante su detención y su posterior ejecución extrajudicial. 
El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_386_esp.pdf 

44	  El caso se relaciona con la responsabilidad del Estado hondureño por la muerte de 
una mujer trans y defensora de derechos humanos ocurrida durante el toque de queda 
provocado por el golpe de estado, así como por la falta de investigación y sanción de los 
responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_422_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_386_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_386_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_422_esp.pdf
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la víctima dos años después de ocurridos los hechos (supra párr. 41). Asi-
mismo, las autoridades no tuvieron en cuenta en el marco de la investiga-
ción, los elementos que indicaban que el hecho podría estar vinculado con 
la identidad de género de la víctima, con la circunstancia de que ella era una 
mujer trans trabajadora sexual. Tampoco se tuvo en cuenta su actividad en 
defensa de las mujeres trans ni la posible participación de agentes estatales. 
Asimismo, las autoridades no tuvieron en consideración los indicios que 
apuntaban a una posible agresión o violencia sexual que podría haber su-
frido Vicky Hernández (supra párr. 45), ni el contexto de discriminación y 
violencia contra personas LGBTI o el contexto de violencia policial en contra 
de personas LGBTI particularmente mujeres trans trabajadoras sexuales.

Violaciones sistemáticas a los derechos humanos

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre 1999. Serie C No. 6345
191. A la luz del artículo 19 de la Convención Americana la Corte debe constatar 

la especial gravedad que reviste el que pueda atribuirse a un Estado Parte 
en dicha Convención el cargo de haber aplicado o tolerado en su territorio 
una práctica sistemática de violencia contra niños en situación de riesgo. 
Cuando los Estados violan, en esos términos, los derechos de los niños en 
situación de riesgo, como los “niños de la calle”, los hacen víctimas de una 
doble agresión. En primer lugar, los Estados no evitan que sean lanzados 
a la miseria, privándolos así de unas mínimas condiciones de vida digna e 
impidiéndoles el “pleno y armonioso desarrollo de su personalidad”, a pesar 

45	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco por la detención y ase-
sinato de Julio Caal Sandoval, Jovito Juárez Cifuentes, Anstraum Villagrán, Henry Gio-
vanni Contreras y Federico Figueroa Túnchez por parte de agentes policiales, así como 
a la falta de investigación y sanción de los responsables de los hechos. El texto íntegro 
de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_63_esp.pdf. Asimismo, el texto íntegro de la Sentencia de 
Reparaciones y Costas, de 26 de mayo de 2001, Serie C No. 77, puede consultarse en el 
siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_77_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_63_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_63_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_77_esp.pdf
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de que todo niño tiene derecho a alentar un proyecto de vida que debe ser 
cuidado y fomentado por los poderes públicos para que se desarrolle en su 
beneficio y en el de la sociedad a la que pertenece. En segundo lugar, atentan 
contra su integridad física, psíquica y moral, y hasta contra su propia vida.

Corte IDH. Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163
156. El eje central del análisis de la efectividad de los procesos en este caso es el 

cumplimiento de la obligación de investigar con debida diligencia. Según esta 
obligación, el órgano que investiga una violación de derechos humanos debe 
utilizar todos los medios disponibles para llevar a cabo, dentro de un plazo 
razonable, todas aquellas actuaciones y averiguaciones que sean necesarias 
con el fin de intentar obtener el resultado que se persigue. Esta obligación 
de debida diligencia, adquiere particular intensidad e importancia ante la 
gravedad de los delitos cometidos y la naturaleza de los derechos lesiona-
dos. En este sentido, tienen que adoptarse todas las medidas necesarias para 
visibilizar los patrones sistemáticos que permitieron la comisión de graves 
violaciones de los derechos humanos.

158. Una debida diligencia en los procesos por los hechos del presente caso exigía 
que éstos fueran conducidos tomando en cuenta la complejidad de los he-
chos, el contexto en que ocurrieron y los patrones que explican su comisión, 
evitando omisiones en la recabación de prueba y en el seguimiento de líneas 
lógicas de investigación. En consecuencia, las autoridades judiciales debían 
tomar en cuenta los factores indicados en el párrafo anterior, que denotan 
una compleja estructura de personas involucradas en el planeamiento y 
ejecución del crimen, en la cual convergen tanto la participación directa 
de muchas personas como el apoyo o colaboración de otras, incluyendo 
a agentes estatales, estructura de personas que existe antes del crimen y 
permanece después de su ejecución, dado que comparten objetivos comunes.
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Corte IDH. Caso de la Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 
de noviembre de 2009. Serie C No. 211
152. En razón de todo lo expuesto, la Corte constata que la Masacre de las Dos 

Erres se enmarcó en un contexto sistemático de violaciones masivas a los 
derechos humanos en Guatemala, en el cual ocurrieron múltiples masacres. 
Dada la magnitud de la masacre, así como el contexto generalizado de violencia 
ejercida por el Estado, resulta evidente que éste debe investigar seriamente a 
todos los presuntos responsables, incluyendo la participación intelectual de 
altos oficiales y funcionarios estatales, así como la ubicación e identidad de las 
personas fallecidas. El actuar de la judicatura del Estado y la falta de voluntad y 
desinterés de las autoridades han impedido el acceso a la justicia de las víctimas, 
y convertido el aparato judicial en un sistema indiferente ante la impunidad.

Corte IDH. Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El 
Salvador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de octubre de 
2012. Serie C No. 252
244. Ahora bien, la obligación de investigar, como elemento fundamental y con-

dicionante para la protección de ciertos derechos afectados, adquiere una 
particular y determinante intensidad e importancia ante la gravedad de los 
delitos cometidos y la naturaleza de los derechos lesionados, como en casos 
de graves violaciones a los derechos humanos ocurridas como parte de un 
patrón sistemático o práctica aplicada o tolerada por el Estado o en contex-
tos de ataques masivos y sistemáticos o generalizados hacia algún sector de 
la población, pues la necesidad imperiosa de prevenir la repetición de tales 
hechos depende, en buena medida, de que se evite su impunidad y se satisfaga 
las expectativas de las víctimas y la sociedad en su conjunto de acceder al 
conocimiento de la verdad de lo sucedido. La eliminación de la impunidad, 
por todos los medios legales disponibles, es un elemento fundamental para 
la erradicación de las ejecuciones extrajudiciales, la tortura y otras graves 
violaciones a los derechos humanos.
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Corte IDH. Caso Miembros de la aldea Chichupac y comunidades 
vecinas del municipio de Rabinal vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 
de noviembre de 2016. Serie C No. 328
244. El Tribunal estima que la falta de investigación de las desapariciones for-

zadas, ejecuciones extrajudiciales, trabajos forzosos, torturas y violencia 
sexual en conflictos armados y/o dentro de patrones sistemáticos, como los 
ocurridos y denunciados en el presente caso, constituyen un incumplimiento 
de las obligaciones del Estado frente a graves violaciones a derechos huma-
nos, las cuales contravienen normas inderogables y generan obligaciones 
para los Estados como la de investigar y sancionar dichas prácticas, de con-
formidad con la Convención Americana y, en este caso, a la luz de la CIDFP, 
la CIPST y la Convención de Belém do Pará.

Interpretación de las pruebas y evidencias

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre 1999. Serie C No. 63
233. Visto en su conjunto el proceder de aquellos jueces, se hace evidente que 

fragmentaron el acervo probatorio y luego pretendieron enervar, caso por 
caso, los alcances de todos y cada uno de los elementos probatorios de la res-
ponsabilidad de los imputados. Esto contraviene los principios de valoración 
de la prueba, de acuerdo con los cuales las evidencias deben ser apreciadas 
en su integralidad, es decir, teniendo en cuenta sus relaciones mutuas, y 
la forma como se prestan soporte unas a otras o dejan de hacerlo. De esa 
manera el Estado dejó de cumplir con la obligación de investigar efectiva y 
adecuadamente los hechos de que se trata, en violación del artículo 1.1 de la 
Convención Americana, en conexión con el artículo 8 de la misma.
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Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 26 
de noviembre de 2010. Serie C No. 220
167. Por otra parte, este Tribunal considera que las declaraciones obtenidas me-

diante coacción no suelen ser veraces, ya que la persona intenta aseverar lo 
necesario para lograr que los tratos crueles o la tortura cesen. Por lo anterior, 
para el Tribunal, aceptar o dar valor probatorio a declaraciones o confesio-
nes obtenidas mediante coacción, que afecten a la persona o a un tercero, 
constituye a su vez una infracción a un juicio justo. Asimismo, el carácter 
absoluto de la regla de exclusión se ve reflejado en la prohibición de otor-
garle valor probatorio no sólo a la prueba obtenida directamente mediante 
coacción, sino también a la evidencia que se desprende de dicha acción. En 
consecuencia, la Corte considera que excluir la prueba que haya sido encon-
trada o derivada de la información obtenida mediante coacción, garantiza 
de manera adecuada la regla de exclusión.

Inmediatez en la investigación

Corte IDH. Caso Neira Alegría y otros vs. Perú. Fondo. Sentencia de 19 
de enero de 1995. Serie C No. 2046
71. La Corte considera también probado que no se usó de la diligencia necesaria 

para la identificación de los cadáveres, pues sólo unos pocos de los que fue-
ron rescatados en los días inmediatamente siguientes a la terminación del 
conflicto fueron identificados. De los demás, que fueron recuperados en un 
lapso de nueve meses, ciertamente muy largo, aunque según declaración de 
los expertos (supra párrs. 56 y 57) con ciertas técnicas hubiera podido hacerse 

46	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado peruano por la muerte de Víctor Nei-
ra Alegría, Edgar Zenteno Escobar y William Zenteno Escobar durante el operativo 
militar en el centro penitenciario El Frontón. El texto íntegro de la sentencia puede 
consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_20_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_20_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_20_esp.pdf
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la identificación, tampoco se hizo. Este comportamiento del Gobierno cons-
tituye una grave negligencia.

Corte IDH. Caso 19 Comerciantes vs. Colombia. Fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 10947
191. La Corte considera que una demora prolongada puede llegar a constituir 

por sí misma, en ciertos casos, una violación de las garantías judiciales. Co-
rresponde al Estado exponer y probar la razón por la que se ha requerido 
más tiempo que el que sería razonable en principio para dictar sentencia 
definitiva en un caso particular, de conformidad con los criterios indicados.

Corte IDH. Caso Bueno Alves vs. Argentina. Fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 16448
111. Es importante enfatizar que en los casos en los que existen alegatos de su-

puestas torturas o malos tratos, el tiempo transcurrido para la realización de 
las correspondientes pericias médicas es esencial para determinar fehacien-
temente la existencia del daño, sobre todo cuando no se cuenta con testigos 
más allá de los perpetradores y las propias víctimas, y en consecuencia los 
elementos de evidencia pueden ser escasos. De ello se desprende que para 
que una investigación sobre hechos de tortura sea efectiva, la misma deberá 
ser efectuada con prontitud.

47	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado colombiano por la desaparición for-
zada de 19 comerciantes por parte de un grupo paramilitar, así como a la falta de una 
investigación y de sanción a los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede 
consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_109_esp.pdf 

48	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado argentino por los actos de tortura en 
perjuicio de Juan Francisco Bueno Alves por parte de agentes policiales, así como la 
falta de investigación y sanción de los responsables de los hechos. El texto íntegro de la 
sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/
casos/articulos/seriec_164_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_109_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_109_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_164_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_164_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C 
No. 19249
155. La Corte ha establecido que es preciso tomar en cuenta tres elementos para 

determinar la razonabilidad del plazo: a) la complejidad del asunto, b) la ac-
tividad procesal del interesado, y c) la conducta de las autoridades judiciales. 
El Tribunal considera pertinente precisar, además, que en dicho análisis de 
razonabilidad se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración 
del procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en el mis-
mo, considerando, entre otros elementos, la materia objeto de controversia. 
Si el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del 
individuo, resultará necesario que el procedimiento corra con más diligencia 
a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve.

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C 
No. 202
124. El derecho de acceso a la justicia requiere que se haga efectiva la determi-

nación de los hechos que se investigan y, en su caso, de las correspondientes 
responsabilidades penales en tiempo razonable, por lo que, en atención a 
la necesidad de garantizar los derechos de las personas perjudicadas, una 
demora prolongada puede llegar a constituir, por sí misma, una violación de 
las garantías judiciales. Además, por tratarse de una desaparición forzada, 
el derecho de acceso a la justicia incluye que se procure determinar la suerte 
o paradero de la víctima (supra párr. 118).

49	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado colombiano por la ejecución extraju-
dicial de Jesús Valle Jaramillo, así como a la falta de investigación y sanción de los res-
ponsables del hecho. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_192_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_192_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de mayo 
de 2010. Serie C No. 212
196. Además, para que la investigación sea conducida de manera seria, imparcial 

y como un deber jurídico propio, el derecho de acceso a la justicia requiere 
que se haga efectiva la determinación de los hechos que se investigan en 
tiempo razonable, por lo que en atención a la necesidad de garantizar los de-
rechos de las personas perjudicadas, una demora prolongada podría llegar a 
constituir, por sí misma, una violación de las garantías judiciales. Tanto más 
si es que en los casos de desaparición forzada el paso del tiempo guarda una 
relación directamente proporcional con la limitación —y en algunos casos, 
la imposibilidad— para obtener las pruebas y/o testimonios, dificultando y 
aún tornando nugatoria o ineficaz, la práctica de diligencias probatorias a fin 
de esclarecer los hechos materia de investigación, identificar a los posibles 
autores y partícipes, y determinar las eventuales responsabilidades penales.

197. Este Tribunal considera que en el presente caso el tiempo transcurrido sobre-
pasa excesivamente un plazo que pueda considerarse razonable para que el 
Estado iniciara las correspondientes diligencias investigativas, máxime que 
a ese tiempo habrá que sumar el que tome la realización de la investigación 
que apenas se encuentra en su fase inicial, y el trámite del proceso penal 
con sus distintas etapas, hasta la sentencia firme. Esta falta de investigación 
durante tan largo período configura una flagrante denegación de justicia y 
una violación al derecho de acceso a la justicia de las presuntas víctimas.

Corte IDH. Caso Gelman vs. Uruguay. Fondo y reparaciones. Sentencia 
de 24 de febrero de 2011. Serie C No. 22150
194. La Justicia, para ser tal, debe ser oportuna y lograr el efecto útil que se desea o 

se espera con su accionar y, particularmente tratándose de un caso de graves 
violaciones de derechos humanos, debe primar un principio de efectividad 

50	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado uruguayo por la desaparición forzada 
de María Claudia García Iruretagoyena de Gelman, así como de la supresión y sustitu-
ción de identidad de María Macarena Gelman García. El texto íntegro de la sentencia 
puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/ar-
ticulos/seriec_221_esp1.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_221_esp1.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_221_esp1.pdf
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en la investigación de los hechos y determinación y en su caso sanción de 
los responsables.

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala. 
Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. 
Serie C No. 25351
259. El Tribunal recuerda que, en cuanto a la diligencia en las investigaciones en 

casos de desaparición forzada, la Corte ha resaltado que es imprescindible 
la actuación pronta e inmediata de las autoridades ministeriales y judiciales 
ordenando medidas oportunas y necesarias dirigidas a la determinación del 
paradero de la víctima o el lugar donde pueda encontrarse privada de liber-
tad. Los bienes jurídicos sobre los que recae la investigación obligan a redo-
blar esfuerzos en las medidas que deban practicarse para cumplir su objeti-
vo, pues el paso del tiempo guarda una relación directamente proporcional 
con la limitación —y en algunos casos, la imposibilidad— para obtener las 
pruebas y/o testimonios, dificultando y aún tornando nugatoria o ineficaz, 
la práctica de diligencias probatorias a fin de esclarecer los hechos materia 
de investigación, identificar a los posibles autores y partícipes, y determinar 
las eventuales responsabilidades penales. La investigación debe ser realizada 
por todos los medios legales disponibles y orientada a la determinación de la 
verdad y la persecución, captura, enjuiciamiento y, eventual, castigo de to-
dos los responsables intelectuales y materiales de los hechos, especialmente 
cuando están involucrados agentes estatales.

51	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco por la desaparición 
forzada de 26 personas, la ejecución extrajudicial de una persona y los actos de tor-
tura en perjuicio de una niña, por parte de agentes militares, así como por la falta de 
investigación y sanción de los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede 
consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_253_esp1.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_253_esp1.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_253_esp1.pdf
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Corte IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros vs. Venezuela. 
Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 27 de agosto de 2014. Serie C No. 28152
246. Por otro lado, conforme a la jurisprudencia de la Corte en relación con el pla-

zo razonable, se han considerado los siguientes elementos para determinar la 
razonabilidad del mismo: a) complejidad del asunto; b) actividad procesal del 
interesado; c) conducta de las autoridades judiciales, y d) afectación genera-
da en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. Respecto 
del primer elemento, la Corte constata la existencia de ciertos elementos de 
complejidad, los que no justifican un retardo en el desarrollo del proceso pe-
nal, cuya duración ascendió a siete años. Respecto del segundo elemento, el 
Tribunal constata que las víctimas han asumido una posición activa durante 
las investigaciones y el proceso penal (supra párrs. 84, 89 y 95).

257. La Corte ha señalado que las actuaciones más próximas al suceso, debida-
mente realizadas por las autoridades encargadas de la investigación, suelen 
arrojar indicios más adecuados que favorecen a la identificación de elemen-
tos probatorios para el caso. Por tanto, este Tribunal considera que las omi-
siones cometidas durante las primeras diligencias han generado la obstacu-
lización de la investigación, en contravención del deber de investigar con 
debida diligencia.

Corte IDH. Caso Bedoya Lima y otra vs. Colombia. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 26 de agosto de 2021. Serie C No. 43153
142. El Tribunal ha establecido que la evaluación del plazo razonable se debe 

analizar en cada caso concreto, en relación con la duración total del proceso, 

52	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado venezolano por la muerte de Igmar 
Alexander Landaeta Mejías y la detención y ejecución extrajudicial de su hermano 
Eduardo José Landaeta Mejías, de 18 y 17 años de edad, respectivamente. El texto ín-
tegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_281_esp.pdf 

53	  El caso trata de la responsabilidad del Estado colombiano por el secuestro, agresiones, 
tortura y violación sexual de la periodista Jineth Bedoya Lima, así como la falta de 
diligencia en la investigación y la violación de los derechos a la protección judicial y la 
igualdad ante la ley. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_431_esp.pdf 

https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_281_esp.pdf
https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_281_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_431_esp.pdf
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lo cual podría también incluir la ejecución de la sentencia definitiva. Así, ha 
considerado cuatro elementos para analizar si se cumplió con la garantía del 
plazo razonable, a saber: a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal 
del interesado; c) la conducta de las autoridades judiciales, y d) la afectación 
generada en la situación jurídica de la presunta víctima. La Corte recuerda 
que corresponde al Estado justificar, con fundamento en los criterios seña-
lados, la razón por la cual ha requerido del tiempo transcurrido para tratar 
los casos y, en la eventualidad de que este no lo demuestre, la Corte tiene 
amplias atribuciones para hacer su propia estimación al respecto. El Tribunal 
reitera, además, que se debe apreciar la duración total del proceso, desde el 
primer acto procesal hasta que se dicte la sentencia definitiva, incluyendo 
los recursos de instancia que pudieran eventualmente presentarse.

Personas y grupos en situación de vulnerabilidad

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 16 
de noviembre de 2009. Serie C No. 205
368. Los representantes no han presentado una clara argumentación y prueba 

suficiente que demuestre que el establecimiento de líneas de investigación 
concretas para cada uno de los ochos casos del campo algodonero pudo haber 
afectado la eficacia de las mismas. No obstante, el Tribunal considera que 
a pesar de que la individualización de las investigaciones puede, en teoría, 
incluso favorecer el avance de las mismas, el Estado debe ser consciente que 
éstas se enmarcan dentro de un contexto de violencia contra la mujer. Por 
ende, debe adoptar las providencias que sean necesarias para verificar si el 
homicidio concreto que investiga se relaciona o no con dicho contexto. La 
investigación con debida diligencia exige tomar en cuenta lo ocurrido en 
otros homicidios y establecer algún tipo de relación entre ellos. Ello debe ser 
impulsado de oficio, sin que sean las víctimas y sus familiares quienes tengan 
la carga de asumir tal iniciativa. Y dispone:
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12. El Estado deberá, conforme a los párrafos 452 a 455 de esta Sentencia, conducir 
eficazmente el proceso penal en curso y, de ser el caso, los que se llegasen a 
abrir, para identificar, procesar y, en su caso, sancionar a los responsables ma-
teriales e intelectuales de la desaparición, maltratos y privación de la vida de 
las jóvenes González, Herrera y Ramos, conforme a las siguientes directrices:
i)	 se deberá remover todos los obstáculos de jure o de facto que impidan 

la debida investigación de los hechos y el desarrollo de los respectivos 
procesos judiciales, y usar todos los medios disponibles para hacer que 
las investigaciones y procesos judiciales sean expeditos a fin de evitar 
la repetición de hechos iguales o análogos a los del presente caso;

ii)	 la investigación deberá incluir una perspectiva de género; emprender 
líneas de investigación específicas respecto a violencia sexual, para lo 
cual se deben involucrar las líneas de investigación sobre los patrones 
respectivos en la zona; realizarse conforme a protocolos y manuales que 
cumplan con los lineamientos de esta Sentencia; proveer regularmente 
de información a los familiares de las víctimas sobre los avances en la 
investigación y darles pleno acceso a los expedientes, y realizarse por 
funcionarios altamente capacitados en casos similares y en atención a 
víctimas de discriminación y violencia por razón de género;

iii)	deberá asegurarse que los distintos órganos que participen en el pro-
cedimiento de investigación y los procesos judiciales cuenten con los 
recursos humanos y materiales necesarios para desempeñar las tareas 
de manera adecuada, independiente e imparcial, y que las personas 
que participen en la investigación cuenten con las debidas garantías 
de seguridad, y

iv)	 los resultados de los procesos deberán ser públicamente divulgados para 
que la sociedad mexicana conozca los hechos objeto del presente caso.

Corte IDH. Caso Vélez Loor vs. Panamá. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. 
Serie C No. 218
236. La Corte observa que los escritos referidos fueron presentados por el señor 

Vélez Loor ante el Estado de Panamá una vez que ya no se encontraba bajo la 
custodia del mismo. Al respecto, es indispensable notar que la víctima suele 
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abstenerse, por temor, de denunciar los hechos de tortura o mal trato, sobre 
todo si se encuentra detenida en el mismo recinto donde estos ocurrieron. 
Dada la situación de vulnerabilidad e indefensión que provocan las institucio-
nes como las cárceles, cuyo interior está completamente fuera del escrutinio 
público, es importante resaltar la necesidad de que se realicen inspecciones 
periódicas de los centros de detención, de garantizar la independencia del 
personal médico y de salud encargado de examinar y prestar asistencia a 
los detenidos, y que éstos cuenten con mecanismos accesibles, adecuados y 
eficaces para hacer valer sus reclamos y presentar quejas durante su priva-
ción de libertad.

Corte IDH. Caso familia Barrios vs. Venezuela. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. Serie C No. 23754
259. La Corte considera que los órganos estatales encargados de la investigación 

de la denuncia de tortura y de privación ilegal y arbitraria de libertad de los 
niños, cometida por funcionarios policiales, cuyo objetivo es la determina-
ción de los hechos, la identificación de los responsables y su posible sanción, 
deben llevar a cabo su tarea de manera diligente y exhaustiva. Las caracte-
rísticas personales de las víctimas, quienes eran niños al momento de los 
hechos, y los bienes jurídicos sobre los cuales recae la investigación, obliga 
a realizar esfuerzos en la práctica de medidas necesarias para lograr dicho 
objetivo. El actuar omiso o negligente de los órganos estatales no resulta 
compatible con las obligaciones emanadas de la Convención.

Corte IDH. Caso Veliz Franco y otros vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 de mayo 
de 2014. Serie C No. 277
134. De lo anterior se colige que, conforme el marco normativo expuesto, en re-

lación con la violencia contra la mujer, el deber de garantía adquiere especial 

54	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado venezolano por la persecución (ase-
sinatos, detenciones, maltratos, etc.) en perjuicio de la familia Barrios por parte de la 
Policía, así como la falta de investigación y sanción a los responsables. El texto íntegro 
de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://corteidh.or.cr/docs/
casos/articulos/seriec_237_esp.pdf 

https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_237_esp.pdf
https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_237_esp.pdf
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intensidad en relación con niñas. Esto es así debido a que la vulnerabilidad 
consustancial a la niñez puede verse enmarcada y potenciada debido a la con-
dición de ser mujer. En ese sentido, debe advertirse que las niñas son, como 
se ha aseverado, “particularmente vulnerables a la violencia”. La especial 
intensidad mencionada se traduce en el deber estatal de actuar con la mayor 
y más estricta diligencia para proteger y asegurar el ejercicio y goce de los 
derechos de las niñas frente al hecho o mera posibilidad de su vulneración 
por actos que, en forma actual o potencial implicaren violencia por razones 
de género o pudieren derivar en tal violencia. 

186. La Corte también ha señalado que el deber de investigar efectivamente tiene 
alcances adicionales cuando se trata de una mujer que sufre una muerte, mal-
trato o afectación a su libertad personal en el marco de un contexto general 
de violencia contra las mujeres. 

208. La Corte reitera que la ineficacia judicial frente a casos individuales de vio-
lencia contra las mujeres propicia un ambiente de impunidad que facilita 
y promueve la repetición de los hechos de violencia en general y envía un 
mensaje según el cual la violencia contra las mujeres puede ser tolerada y 
aceptada, lo que favorece su perpetuación y la aceptación social del fenóme-
no, el sentimiento y la sensación de inseguridad de las mujeres, así como una 
persistente desconfianza de estas en el sistema de administración de justicia. 
Dicha ineficacia o indiferencia constituye en sí misma una discriminación 
[de la mujer] en el acceso a la justicia. Por ello, cuando existan indicios o 
sospechas concretas de violencia de género, la falta de investigación por 
parte de las autoridades de los posibles móviles discriminatorios que tuvo un 
acto de violencia contra la mujer, puede constituir en sí misma una forma de 
discriminación basada en el género.

Corte IDH. Caso López Soto y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2018. Serie C No. 36255
136. En suma, al evaluar el cumplimiento de la obligación estatal de debida dili-

gencia para prevenir, la Corte tendrá en cuenta que los hechos se refieren a 

55	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado venezolano en relación con la privación 
de la libertad y sometimiento a violencia psicológica, física y sexual de Linda Loaiza 
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un supuesto de violencia contra la mujer, circunstancia que exige una debida 
diligencia reforzada que trasciende el contexto particular en que se inscribe 
el caso, lo que conlleva a la adopción de una gama de medidas de diversa índo-
le que procuren, además de prevenir hechos de violencia concretos, erradicar 
a futuro toda práctica de violencia basada en el género. Para ello, la Corte ya 
ha resaltado la importancia de reconocer, visibilizar y rechazar los estereo-
tipos de género negativos, que son una de las causas y consecuencias de la 
violencia de género en contra de la mujer, a fin de modificar las condiciones 
socio-culturales que permiten y perpetúan la subordinación de la mujer.

142. Así, la Corte ha establecido que el deber de debida diligencia estricta ante 
la desaparición de mujeres exige la realización exhaustiva de actividades de 
búsqueda. En particular, es imprescindible la actuación pronta e inmediata de 
las autoridades policiales, fiscales y judiciales ordenando medidas oportunas 
y necesarias dirigidas a la determinación del paradero de la víctima. Deben 
existir procedimientos adecuados para las denuncias y que éstas conlleven 
una investigación efectiva desde las primeras horas. Las autoridades deben 
presumir que la persona desaparecida sigue con vida hasta que se ponga fin 
a la incertidumbre sobre la suerte que ha corrido.

145. La Corte considera que, en efecto, la noticia de un secuestro o de una desa-
parición de una mujer debe activar el deber de debida diligencia reforzado del 
Estado, toda vez que esas circunstancias generan un escenario propicio para 
la comisión de actos de violencia contra la mujer, e implican una particular 
vulnerabilidad a sufrir actos de violencia sexual, lo que de por sí conlleva 
un riesgo a la vida y a la integridad de la mujer, independientemente de un 
contexto determinado. Así lo reconoce la propia Convención de Belém do 
Pará en su artículo 2, al enlistar el secuestro como una de las conductas com-
prendidas dentro del concepto de violencia contra la mujer.

López Soto, así como por la falta de investigación y sanción de los responsables. El texto 
íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.
or.cr/docs/casos/articulos/seriec_362_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_362_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_362_esp.pdf
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Corte IDH. Caso mujeres víctimas de tortura sexual en Atenco vs. 
México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 371
275. Asimismo, la Corte considera que, en casos donde existen indicios de tortu-

ra, los exámenes médicos practicados a la presunta víctima deben ser reali-
zados con consentimiento previo e informado, sin la presencia de agentes de 
seguridad u otros agentes estatales. Igualmente, al tomar conocimiento de 
actos de violencia contra la mujer, es necesario que se realice inmediatamen-
te un examen médico y psicológico completo y detallado por personal idóneo 
y capacitado, en lo posible del sexo que la víctima indique, ofreciéndole que 
sea acompañada por alguien de su confianza si así lo desea. Dicho examen 
deberá ser realizado de conformidad con protocolos dirigidos específica-
mente a documentar evidencias en casos de violencia de género. Por otro 
lado, los médicos y demás miembros del personal de salud están en la obli-
gación de no participar, ni activa ni pasivamente, en actos que constituyan 
participación o complicidad en torturas u otros tratos crueles, inhumanos 
o degradantes; tienen la obligación de plasmar en sus informes la existencia 
de prueba de malos tratos, de ser el caso, y deben adoptar medidas a fin de 
notificar posibles abusos a las autoridades correspondientes o, si ello im-
plica riesgos previsibles para los profesionales de la salud o sus pacientes, a 
autoridades ajenas a la jurisdicción inmediata. Del mismo modo, el Estado 
debe garantizar la independencia del personal médico y de salud encargado 
de examinar y prestar asistencia a los detenidos.

Corte IDH. Caso Azul Rojas Marín y otra vs. Perú. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 12 de marzo 
de 2020. Serie C No. 402
148. Este Tribunal ha señalado que la mención de algunos de los alegados maltratos 

solamente en algunas de las declaraciones no significa que sean falsos o que los 
hechos relatados carezcan de veracidad. Al respecto, este Tribunal toma en 
cuenta que los hechos descritos por la señora Rojas Marín se refieren a un mo-
mento traumático sufrido por ella, cuyo impacto puede derivar en determina-
das imprecisiones al recordarlos. Asimismo, al analizar dichas declaraciones 
se debe tomar en cuenta que las agresiones sexuales corresponden a un tipo 
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de delito que la víctima no suele denunciar, por el estigma que dicha denuncia 
conlleva usualmente. En este sentido, es razonable que la señora Rojas Marín 
no haya mencionado la violación sexual en la denuncia realizada en medios 
de comunicación, ni en la primera denuncia verbal realizada en la policía.

163. Por último, respecto a la finalidad, la Corte ha considerado que en términos 
generales, la violación sexual, al igual que la tortura, persigue, entre otros, 
los fines de intimidar, degradar, humillar, castigar o controlar a la persona 
que la sufre. Las representantes alegaron que los malos tratos fueron reali-
zados con fines discriminatorios. Al respecto, el perito Juan Méndez indicó 
que “para determinar si un caso de tortura ha sido motivado por un prejuicio 
contra personas LGBTI” se puede usar como indicadores: “[l]a modalidad y 
características de la violencia inspirada en la discriminación. Por ejemplo, 
en casos de personas LGBTI, la violación anal o el uso de otras formas de vio-
lencia sexual”; “insultos, comentarios o gestos discriminatorios realizados 
por los perpetradores durante la comisión de la conducta o en su contexto 
inmediato, con referencia a la orientación sexual o identidad de genera de 
la víctima” o “la ausencia de otras motivaciones”. En el presente caso, una 
de las agresiones sufridas por la presunta víctima fue una violación anal. 
Sobre este punto, la perita María Mercedes Gómez indicó que en la viola-
ción mediante “un elemento que simbólicamente representa la autoridad, 
[como lo es] la vara de dotación, […] manda [el] mensaje simbólico […] de 
reinstaurar una masculinidad que se ve amenazada por la percepción de la 
víctima como no cumpliendo los órdenes establecidos de la masculinidad”.

164. Además, la violencia ejercida por los agentes estatales contra la señora Ro-
jas Marín incluyó insultos estereotipados y amenazas de violación. En este 
sentido, se advierte que le dijeron en varias oportunidades “cabro”, “concha 
de tu madre”, “te gusta la pinga”, “maricón de mierda”, y “te hubieran me-
tido al calabozo para que te cachen todos”. Este Tribunal considera que la 
violación anal y los comentarios relativos a la orientación sexual, evidencian 
también un fin discriminatorio, por lo que constituyó un acto de violencia 
por prejuicio.

179. La Corte ha desarrollado estándares específicos sobre cómo se debe inves-
tigar la violencia sexual en casos donde las víctimas han sido mujeres. Estos 
estándares se basaron principalmente en lo establecido en el Protocolo de 
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Estambul y la Guía de la Organización Mundial de la Salud para el cuidado 
médico-legal de víctimas de violencia sexual, los cuales se refieren a medidas 
que se deben tomar en caso de violencia sexual, independientemente de si 
las víctimas son hombres o mujeres. Por tanto, los mismos estándares son 
aplicables en el presente caso.

Corte IDH. Caso Guzmán Albarracín y otras vs. Ecuador. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 24 de junio de 2020. Serie C No. 40556
150. La Corte entiende que debe integrarse la perspectiva de género en el análisis 

de hechos que podrían configurar malos tratos, pues ello permite analizar de 
un modo más preciso su carácter, gravedad e implicancias, así como, según 
el caso, su arraigo en pautas discriminatorias. En ese sentido, actos de vio-
lencia sexual pueden presentar una especificidad propia respecto a mujeres 
y niñas. A fin de determinar el sufrimiento de malos tratos, “el género es un 
factor fundamental”, al igual que la edad de la víctima. Así lo ha expresado 
el Comité contra la Tortura, que explicó que “[l]a condición femenina se 
combina con otras características o condiciones distintivas de la persona, 
como[, entre otras,] la edad […], para determinar las formas en que las mu-
jeres y las niñas sufren o corren el riesgo de sufrir torturas o malos tratos, y 
sus consecuencias”. En relación con ello, el Comité de los Derechos del Niño 
ha señalado que cabe incluir en los conceptos de “[t]ortura y tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes” actos severos de violencia contra niñas o 
niños cometidos por “personas que tienen autoridad sobre el niño […] Estos 
actos brutales suelen causar daños físicos y psicológicos y estrés social per-
manentes”. Los Estados tienen la obligación de adoptar acciones para evitar 
malos tratos en las escuelas e instituciones que atienden a niñas o niños.

186. En el presente caso, tratándose de una niña víctima de violencia sexual, las 
autoridades judiciales tendrían que haber obrado con mayor diligencia en 
el marco de las investigaciones y de los procedimientos judiciales sobre los 

56	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado ecuatoriano en relación con la violen-
cia sexual y falta de atención médica que resultó en la muerte de la adolescente Paola 
del Rosario Guzmán Albarracín, así como la falta de investigación y sanción de los 
responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_405_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_405_esp.pdf
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hechos del presente caso. Lo anterior se debe a que de la celeridad de esas 
actuaciones judiciales dependía el objetivo primordial del proceso judicial, el 
cual era investigar y sancionar al responsable de la violencia sexual sufrida 
por ella, que era un funcionario público, como así también contribuir a que los 
familiares conocieran la verdad sobre lo ocurrido a Paola y que se pusiera fin 
a las humillaciones y a los estigmas y prejuicios denigrantes relacionados con 
ella que seguían afectándolos (infra párr. 189). Ese objetivo no pudo lograrse y 
el transcurso del tiempo derivó en la prescripción de la acción penal y la con-
secuente impunidad de los hechos. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte 
considera que se encuentra suficientemente probado que la prolongación de 
las investigaciones y del proceso en este caso incidió de manera relevante y 
cierta en la situación jurídica de los familiares de Paola Guzmán, por cuanto 
al retrasarse la resolución judicial del caso, se afectó el desarrollo diario de 
sus vidas, así como la posibilidad de conocer la verdad de lo ocurrido.

Corte IDH. Caso Vicky Hernández vs. Honduras. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 26 de marzo de 2021. Serie C No. 422
107. Adicionalmente, este Tribunal ha indicado que cuando se investigan actos 

violentos, como los homicidios, las autoridades estatales tienen el deber de 
tomar todas las medidas que sean razonables para develar si existen posi-
bles motivos discriminatorios. Esta obligación implica que, cuando existan 
indicios o sospechas concretas de violencia por motivos discriminatorios, el 
Estado debe hacer lo que sea razonable de acuerdo con las circunstancias, en 
aras de recolectar y asegurar las pruebas, explorar todos los medios prácti-
cos para descubrir la verdad y emitir decisiones completamente razonadas, 
imparciales y objetivas, sin omitir hechos sospechosos que puedan ser indi-
cativos de violencia motivada por discriminación. La falta de investigación 
por parte de las autoridades de los posibles móviles discriminatorios, puede 
constituir en sí misma una forma de discriminación, contraria a la prohibi-
ción establecida en el artículo 1.1 de la Convención.

176. La Corte advierte que es preciso contar con normas específicas que contem-
plen los criterios establecidos en la presente Sentencia y en otros instrumen-
tos internacionales en la materia a la hora de llevar a cabo investigaciones por 
hechos de violencia contra personas por prejuicio basados en la orientación 
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sexual, identidad o expresión de género real o percibida de la víctima. En 
consecuencia, la Corte considera conveniente ordenar al Estado adoptar, en 
el plazo de dos años contados a partir de la notificación de la presente Sen-
tencia, un protocolo de investigación y administración de justicia durante 
los procesos penales para casos de personas LGBTI víctimas de violencia. El 
protocolo debe tener carácter vinculante de acuerdo con la normativa in-
terna. Este protocolo deberá estar dirigido a todos los funcionarios públicos 
que intervengan en la investigación y tramitación de procesos penales en 
casos de personas LGBTI víctimas de violencia, así como al personal de salud 
público y privado que participe en dichas investigaciones. Dicho protocolo 
deberá incluir la obligación de que los agentes estatales se abstengan de hacer 
uso de presunciones y estereotipos discriminatorios al momento de recibir, 
procesar e investigar las denuncias. En la elaboración del protocolo, el Estado 
deberá tener en cuenta los criterios desarrollados en esta Sentencia y en la 
jurisprudencia de la Corte. El mismo deberá ser conforme con los estándares 
desarrollados en los párrafos 106 a 109 de la presente Sentencia.

Corte IDH. Caso Bedoya Lima y otra vs. Colombia. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 26 de agosto de 2021. Serie C No. 431
126. El Tribunal considera además que, en los casos de investigación de actos de 

violencia dirigidos contra mujeres periodistas, el deber de debida diligencia 
debe ser sometido a un estricto escrutinio por dos razones. Primero, porque 
los Estados tienen la obligación positiva de garantizar la libertad de expre-
sión y de proteger a personas que, por su profesión, se encuentran en una 
situación especial de riesgo al ejercer este derecho. Segundo, porque a este 
deber se le debe añadir el estándar de debida diligencia reforzada respecto 
de la prevención y protección de mujeres contra la violencia de género. Lo 
anterior debe tenerse en cuenta desde el inicio de una investigación de he-
chos violentos dirigidos contra ellas en el marco de su labor periodística y 
conlleva la obligación de identificar e investigar con la debida diligencia los 
riesgos especiales y diferenciados que enfrentan las mujeres periodistas por 
su profesión y su género, así como los factores que aumentan la posibilidad de 
que sean víctimas de violencia. A lo anterior se añade la obligada presunción, 
desde el inicio de las investigaciones, de que los hechos de violencia podrían 
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tener un vínculo con su labor periodística. En suma, el Tribunal considera 
esencial recalcar que, a la hora de investigar actos de violencia dirigidos 
contra mujeres periodistas, los Estados tienen la obligación de adoptar todas 
las medidas que sean necesarias para abordar dicha investigación desde una 
perspectiva interseccional en la que se tengan en cuenta estos diferentes ejes 
de vulnerabilidad que afectan a la persona en cuestión los cuales, a su vez, 
motivan o potencian la diligencia reforzada.

Corte IDH. Caso Digna Ochoa y familiares vs. México. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 
de noviembre de 2021. Serie C No. 447
178. Adicionalmente, el Tribunal ordena que el Estado debe crear e implementar 

a nivel federal, en un plazo no superior a dos años, un protocolo específico y 
especializado para la investigación de ataques contra las defensoras y defen-
sores de derechos humanos, que tengan en cuenta los riesgos inherentes a su 
labor, que exija un examen exhaustivo de la posibilidad de que el ataque esté 
motivado o vinculado a la promoción de los derechos humanos de la víctima, 
con perspectiva de género y de etnia. Dicho protocolo deberá incluir:
1)	 El concepto de persona defensora de derechos humanos;
2)	 Los estándares sobre el desarrollo de instrumentos de investigación con 

la debida diligencia, incluyendo las mejores prácticas y estándares inter-
nacionales sobre debida diligencia según el tipo de delito (por ejemplo, 
ejecuciones extrajudiciales, asesinatos, tortura, amenazas, inter alia);

3)	 Los riesgos inherentes a la labor de defensa de los derechos humanos 
en México;

4)	 El contexto en el cual desarrollan su trabajo las defensoras y defen-
sores de derechos humanos y los intereses que adversan en el país;

5)	 La existencia de patrones de amenazas y toda tipología utilizada para 
amedrentar, amenazar, intimidar o agredir a las defensoras y defen-
sores de derechos humanos en el ejercicio de sus actividades;

6)	 Criterios y técnicas de investigación para determinar si el hecho de-
lictivo tiene relación con la actividad que realiza la persona defensora 
de derechos humanos;



85

7)	 Técnicas para investigar la existencia y funcionamiento de estruc-
turas criminales complejas en la zona de trabajo de las defensoras y 
defensores, así como análisis de contexto de otros grupos de poder 
ajenos al poder público;

8)	 Técnicas para investigar autoría material e intelectual;
9)	 La perspectiva de género y de etnia en la investigación de los delitos 

involucrados, eliminando estereotipos y estigmatizaciones.

Corte IDH. Caso Sales Pimenta vs. Brasil. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de junio de 2022. Serie 
C No. 45457
87. Por el papel fundamental que desempeñan a la luz del ejercicio cotidiano 

de sus actividades en la promoción y protección de derechos humanos, la 
Corte ha reconocido el deber reforzado de debida diligencia en cuanto a la 
investigación sobre la muerte de defensores y defensoras de derechos huma-
nos. Dicho deber consiste en llevar a cabo acciones tales como documentar 
la actividad de la persona defensora, el rol que jugaba en la comunidad y 
su entorno, la agenda que desarrollaba, y la zona en que desempeñaba sus 
labores, empleando herramientas metodológicas de asociación de casos para 
identificar patrones de sistematicidad. 

57	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado brasileño por la ejecución extrajudicial 
de Gabriel Sales Pimenta, así como la falta de investigación y sanción a los responsables. 
El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_454_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_454_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_454_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. Sentencia 
de 29 de julio de 1988. Serie C No. 04
130. La práctica de los tribunales internacionales e internos demuestra que la 

prueba directa, ya sea testimonial o documental, no es la única que puede 
legítimamente considerarse para fundar la sentencia. La prueba circunstan-
cial, los indicios y las presunciones, pueden utilizarse, siempre que de ellos 
puedan inferirse conclusiones consistentes sobre los hechos.

131. La prueba indiciaria o presuntiva resulta de especial importancia cuando se 
trata de denuncias sobre la desaparición, ya que esta forma de represión se 
caracteriza por procurar la supresión de todo elemento que permita com-
probar el secuestro, el paradero y la suerte de las víctimas.

146. A un gran número de recortes de prensa aportados por la Comisión no pue-
de dárseles el carácter de prueba documental propiamente dicha. Muchos 
de ellos, sin embargo, constituyen la manifestación de hechos públicos y 
notorios que, como tales, no requieren en sí mismos de prueba; otros tienen 
valor, como ha sido reconocido por la jurisprudencia internacional (Military 
and Paramilitary Activities in and against Nicaragua, supra 127, párrs. 62-64) en 
cuanto reproducen textualmente declaraciones públicas, especialmente de 
altos funcionarios de las Fuerzas Armadas, del Gobierno o de la propia Corte 
Suprema de Justicia de Honduras, como algunas emanadas del Presidente 
de esta última; finalmente, otros tienen importancia en su conjunto en la 
medida en que corroboran los testimonios recibidos en el proceso respecto de 
las desapariciones y la atribución de esos hechos a las autoridades militares 
o policiales de este país.
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Corte IDH. Caso Loayza Tamayo vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 
de septiembre de 1997. Serie C No. 3358
57. La infracción del derecho a la integridad física y psíquica de las personas es 

una clase de violación que tiene diversas connotaciones de grado y que abarca 
desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad según 
los factores endógenos y exógenos que deberán ser demostrados en cada 
situación concreta. La Corte Europea de Derechos Humanos ha manifesta-
do que, aún en la ausencia de lesiones, los sufrimientos en el plano físico y 
moral, acompañados de turbaciones psíquicas durante los interrogatorios, 
pueden ser considerados como tratos inhumanos. El carácter degradante se 
expresa en un sentimiento de miedo, ansia e inferioridad con el fin de humi-
llar, degradar y de romper la resistencia física y moral de la víctima (cf. Case 
of Ireland v. the United Kingdom, Judgment of 18 January 1978, Series A no. 25. 
párr. 167). Dicha situación es agravada por la vulnerabilidad de una persona 
ilegalmente detenida (cf. Case Ribitsch v. Austria, Judgment of 4 December 1995, 
Series A no. 336, párr. 36). Todo uso de la fuerza que no sea estrictamente 
necesario por el propio comportamiento de la persona detenida constituye 
un atentado a la dignidad humana (cf. Ibid., párr. 38) en violación del ar-
tículo 5 de la Convención Americana. Las necesidades de la investigación 
y las dificultades innegables del combate al terrorismo no deben acarrear 
restricciones a la protección de la integridad física de la persona.

Corte IDH. Caso Blake vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero 
de 1998. Serie C No. 3659
49. La Corte estima posible que la desaparición de un determinado individuo sea 

demostrada mediante pruebas testimoniales indirectas y circunstanciales, 

58	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado peruano por los tratos crueles, inhu-
manos y degradantes ocasionados a María Elena Loayza Tamayo, así como la falta de 
garantías y protección judicial para cuestionar su detención y el proceso en jurisdicción 
penal militar. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_33_esp.pdf 

59	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco por la ineficacia en la 
investigación y sanción de los responsables de la detención y muerte de Nicholas Blake. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_33_esp.pdf
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sumadas a inferencias lógicas pertinentes, así como su vinculación a una 
práctica general de desapariciones. En un caso como el presente, la Corte ha 
entendido siempre que las pruebas documentales y testimoniales directas no 
son las únicas que pueden fundamentar la sentencia. Las pruebas circunstan-
ciales, los indicios y presunciones pueden igualmente utilizarse, siempre que 
de ellos puedan inferirse conclusiones consistentes sobre los hechos. Como 
esta Corte ha advertido anteriormente.

51. En concordancia con este criterio, la Corte atribuye un alto valor probatorio 
a las declaraciones de los testigos antes mencionados, dentro del contexto 
y de las circunstancias de un caso de desaparición forzada, con todas las 
dificultades que de ésta se derivan, donde los medios de prueba son esen-
cialmente testimonios indirectos y circunstanciales en razón de la propia 
naturaleza de este delito.

Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez vs. Honduras. Excepción 
preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de junio 
de 2003. Serie C No. 99
108. La Corte reconoce un alto valor probatorio a las pruebas testimoniales, 

circunstanciales o inferencias lógicas pertinentes en casos de ejecuciones 
extrajudiciales, con todas las dificultades probatorias que de éstas se derivan 
cuando se enmarcan dentro de una práctica impulsada o tolerada por el Esta-
do de graves violaciones a los derechos humanos. Esta Corte considera que, si 
se demuestra para el caso concreto que éste obedecía al patrón de ejecuciones 
extrajudiciales, es razonable presumir y concluir que existe responsabilidad 
internacional del Estado.

Corte IDH. Caso Ximenes Lopes vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio 
de 2006. Serie C No. 14960
145. La realización de una investigación efectiva es un elemento fundamental y 

condicionante para la protección de ciertos derechos que se ven afectados o 

El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_36_esp.pdf 

60	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado brasileño por la muerte y maltratos 
a los que fue sometido Ximenes Lopes en una institución mental, así como por la falta 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_36_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_36_esp.pdf
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anulados por esas situaciones, como lo son en el presente caso los derechos 
a la libertad personal, integridad personal y vida. Esta apreciación es válida 
cualquiera sea el agente al cual pueda eventualmente atribuirse la violación, 
aun los particulares, pues, si sus hechos no son investigados con seriedad, 
resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder público, lo que compro-
metería la responsabilidad internacional del Estado.

Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C 
No. 160
306. En relación con lo anterior, es preciso enfatizar que dicha desnudez forzada 

tuvo características especialmente graves para las seis mujeres internas que 
se ha acreditado que fueron sometidas a ese trato. Asimismo, durante todo 
el tiempo que permanecieron en este lugar a las internas no se les permitió 
asearse y, en algunos casos, para utilizar los servicios sanitarios debían ha-
cerlo acompañadas de un guardia armado quien no les permitía cerrar la 
puerta y las apuntaba con el arma mientras hacían sus necesidades fisioló-
gicas (supra párr. 197.49). El Tribunal estima que esas mujeres, además de 
recibir un trato violatorio de su dignidad personal, también fueron víctimas 
de violencia sexual, ya que estuvieron desnudas y cubiertas con tan solo 
una sábana, estando rodeadas de hombres armados, quienes aparentemente 
eran miembros de las fuerzas de seguridad del Estado. Lo que califica este 
tratamiento de violencia sexual es que las mujeres fueron constantemente 
observadas por hombres. La Corte, siguiendo la línea de la jurisprudencia 
internacional y tomando en cuenta lo dispuesto en la Convención para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, considera que 
la violencia sexual se configura con acciones de naturaleza sexual que se 
cometen en una persona sin su consentimiento, que además de comprender 
la invasión física del cuerpo humano, pueden incluir actos que no involucren 
penetración o incluso contacto físico alguno.

de investigación y sanción de los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede 
consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_149_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_149_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_149_esp.pdf
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307. La Corte hace notar el contexto en el que fueron realizados dichos actos, ya 
que las mujeres que los sufrieron se hallaban sujetas al completo control del 
poder de agentes del Estado, absolutamente indefensas, y habían sido heridas 
precisamente por agentes estatales de seguridad.

308. El haber forzado a las internas a permanecer desnudas en el hospital, vi-
giladas por hombres armados, en el estado precario de salud en que se en-
contraban, constituyó violencia sexual en los términos antes descritos, que 
les produjo constante temor ante la posibilidad de que dicha violencia se 
extremara aún más por parte de los agentes de seguridad, todo lo cual les 
ocasionó grave sufrimiento psicológico y moral, que se añade al sufrimien-
to físico que ya estaban padeciendo a causa de sus heridas. Dichos actos de 
violencia sexual atentaron directamente contra la dignidad de esas mujeres. 
El Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal 
consagrado en el artículo 5.2 de la Convención Americana, en perjuicio de las 
seis internas que sufrieron esos tratos crueles, cuyos nombres se encuentran 
incluidos en el Anexo 2 de víctimas de la presente Sentencia que para estos 
efectos forma parte de la misma.

311. La Corte reconoce que la violación sexual de una detenida por un agente 
del Estado es un acto especialmente grave y reprobable, tomando en cuenta 
la vulnerabilidad de la víctima y el abuso de poder que despliega el agente. 
Asimismo, la violación sexual es una experiencia sumamente traumática que 
puede tener severas consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que 
deja a la víctima “humillada física y emocionalmente”, situación difícilmente 
superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo que acontece en otras 
experiencias traumáticas.

330. La incomunicación severa tuvo efectos particulares en las internas madres. 
Diversos órganos internacionales han enfatizado la obligación de los Estados 
de tomar en consideración la atención especial que deben recibir las mujeres 
por razones de maternidad, lo cual implica, entre otras medidas, asegurar 
que se lleven a cabo visitas apropiadas entre madre e hijo. La imposibilidad 
de comunicarse con sus hijos ocasionó un sufrimiento psicológico adicional 
a las internas madres.
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Corte IDH. Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163
76. Por otra parte, en cuanto a la posición del Estado de rechazar las conside-

raciones de contexto (supra párrs. 11, 31 y 70), la Corte estima necesario 
señalar que para resolver los distintos casos sometidos a su conocimiento ha 
requerido tomar en cuenta el contexto, pues el entorno político e histórico 
es determinante para el establecimiento de las consecuencias jurídicas en el 
caso, comprendiendo tanto la naturaleza de las violaciones a la Convención 
como las correspondientes reparaciones. Por esta razón, el análisis de los he-
chos ocurridos el 18 de enero de 1989, a los cuales el Estado se allanó, no puede 
aislarse del medio en el que dichos hechos ocurrieron ni se puede determinar 
las consecuencias jurídicas en el vacío propio de la descontextualización.

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C 
No. 202
154. En conclusión, una debida diligencia en los procesos por los hechos del pre-

sente caso exigía que éstos fueran conducidos tomando en cuenta la comple-
jidad de los hechos, el contexto en que ocurrieron y los patrones que explican 
su comisión, evitando omisiones al recabar prueba y al seguir líneas lógicas 
de investigación. En este sentido, resulta esencial la adopción de todas las 
medidas necesarias para visibilizar los patrones sistemáticos que permitie-
ron tanto la comisión de graves violaciones de los derechos humanos, como 
los mecanismos y estructuras a través de los cuales se aseguró su impunidad.

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 16 
de noviembre de 2009. Serie C No. 205
92. El Estado cuestionó el peritaje de la señora Lira Kornfeld por falta de meto-

dología, parcialidad y desconocimiento del caso. Fundamentó lo anterior en 
el hecho de que la perita basó sus dichos en informes psicológicos realizados 
por otras personas y en testimonios presentados en nueve casos análogos, 
así como por el hecho de que la perita hizo ciertas acusaciones en contra del 
Estado en materia de administración de justicia. El Tribunal no considera que 



92

Investigación forense de graves violaciones a derechos humanos

referirse a testimonios de otras víctimas o informes de otros profesionales 
implique una falta de metodología de la experta, más aún si dichas declara-
ciones e informes tienen que ver con la problemática tratada en el presente 
caso. De otro lado, el Tribunal recuerda que, a diferencia de los testigos, los 
peritos pueden proporcionar opiniones técnicas o personales en cuanto se 
relacionen con su especial saber o experiencia. Además, los peritos se pue-
den referir tanto a puntos específicos de la litis como a cualquier otro punto 
relevante del litigio, siempre y cuando se circunscriban al objeto para el cual 
fueron convocados.

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos. 
Excepciones preliminares, Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 20961
116. Al respecto, este Tribunal estima necesario reiterar que, conforme a su 

jurisprudencia, el principio de irretroactividad y la cláusula facultativa de 
reconocimiento de la competencia contenciosa de esta Corte no implica que 
un acto ocurrido antes de la misma deba ser excluido de toda consideración 
cuando pueda ser relevante para la determinación de lo sucedido. En este 
sentido, la Corte observa que para resolver los distintos casos sometidos a 
su conocimiento ha requerido tomar en cuenta el contexto, pues el entorno 
político e histórico es determinante para el establecimiento de las consecuen-
cias jurídicas en el caso, comprendiendo tanto la naturaleza de las violaciones 
a la Convención como las correspondientes reparaciones. Por esta razón, 
el análisis de la supuesta desaparición forzada del señor Radilla Pacheco no 
puede aislarse del medio en el que dichos hechos supuestamente ocurrieron, 
ni se pueden determinar las consecuencias jurídicas respectivas en el vacío 
propio de la descontextualización, en tanto existen alegatos conforme a los 
cuales la presunta desaparición forzada del señor Radilla Pacheco no se pro-
dujo como un caso aislado en México.

61	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado mexicano por la desaparición forzada 
de Rosendo Radilla Pacheco por parte de las Fuerzas Armadas Mexicanas, así como por 
la falta de investigación y sanción de los responsables. El texto íntegro de la sentencia 
puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/ar-
ticulos/seriec_209_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_209_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_209_esp.pdf
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206. Como lo ha señalado en otras oportunidades, la Corte considera que las auto-
ridades encargadas de las investigaciones tenían el deber de asegurar que en el 
curso de las mismas se valorarán los patrones sistemáticos que permitieron la 
comisión de graves violaciones de los derechos humanos en el presente caso. 
En aras de garantizar su efectividad, la investigación debió ser conducida 
tomando en cuenta la complejidad de este tipo de hechos y la estructura en 
la cual se ubican las personas probablemente involucradas en los mismos, 
de acuerdo al contexto en que ocurrieron, evitando así omisiones en la re-
caudación de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación.

Corte IDH. Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 26 de mayo 
de 2010. Serie C No. 213
118. En casos complejos, la obligación de investigar conlleva el deber de dirigir 

los esfuerzos del aparato estatal para la complejidad de un asunto que per-
mitieron esas violaciones, sus causas, sus beneficiarios y sus consecuencias, 
y no sólo descubrir, enjuiciar y en su caso sancionar a los perpetradores in-
mediatos. Es decir, la protección de derechos humanos debe ser uno de los 
fines centrales que determine el actuar estatal en cualquier tipo de investiga-
ción. De tal forma, la determinación sobre los perpetradores de la ejecución 
extrajudicial del Senador Cepeda sólo puede resultar efectiva si se realiza 
a partir de una visión comprehensiva de los hechos, que tenga en cuenta 
los antecedentes y el contexto en que ocurrieron y que busque develar las 
estructuras de participación.

Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros vs. México. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de agosto 
de 2010. Serie C No. 215
122. Con el fin de analizar la severidad del sufrimiento padecido, la Corte debe 

tomar en cuenta las circunstancias específicas de cada caso. Para ello, se 
deben considerar las características del trato, tales como la duración, el 
método utilizado o el modo en que fueron infligidos los padecimientos, los 
efectos físicos y mentales que éstos pueden causar, así como las condiciones 
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de la persona que padece dichos sufrimientos, entre ellos, la edad, el sexo, 
el estado de salud, entre otras circunstancias personales.

125. En el presente caso, la señora Fernández Ortega estuvo sometida a un acto 
de violencia sexual y control físico del militar que la penetró sexualmente 
de manera intencional; su vulnerabilidad y la coerción que el agente estatal 
ejerció sobre ella se reforzó con la participación de otros dos militares tam-
bién armados, que agravaron el marco de violencia sexual ejercido contra 
la víctima, habiendo, incluso, otro grupo de militares que esperaron fuera 
de la casa. Resulta evidente para la Corte que el sufrimiento padecido por la 
señora Fernández Ortega, al ser obligada a mantener un acto sexual contra 
su voluntad, hecho además que fue observado por otras dos personas, es de 
la mayor intensidad. El sufrimiento psicológico y moral se agravó dadas las 
circunstancias en las cuales se produjo la violación sexual, en tanto no podía 
descartarse que la violencia sufrida se extremara aún más por parte de los 
agentes estatales que presenciaban el acto de violación, ante la posibilidad de 
que fuera también violada sexualmente por ellos o por quienes se encontraban 
afuera de la casa. De igual modo, la presencia de sus hijos en los momentos 
iniciales del hecho, así como la incertidumbre de si se encontraban en peligro 
o si habrían podido escapar, intensificaron el sufrimiento de la víctima.

Corte IDH. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña vs. Bolivia. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C 
No. 217
171. Asimismo, el Ministerio Público no ha tenido en cuenta el contexto de los 

hechos, la complejidad de los mismos ni la especial posición dentro de la 
estructura estatal, en esa época, de las personas que pudieran ser respon-
sables. En consecuencia, del expediente penal tampoco se observa que la 
autoridad ministerial hubiera seguido líneas de investigación claras y lógicas 
que hubieran tomado en cuenta esos elementos. En este sentido, como ya se 
señaló en esta Sentencia (supra párr. 166), en hechos como los que se alegan 
en este caso, dado el contexto y la complejidad de los mismos, es razonable 
considerar que existan diferentes grados de responsabilidad a diferentes ni-
veles. Nada de esto se encuentra reflejado en la investigación. En tal sentido, 
la Corte considera que el Estado no ha sido diligente con esta obligación.
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Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 26 
de noviembre de 2010. Serie C No. 220
63. La Corte ha considerado que en casos de alta complejidad fáctica en los que 

se alega la existencia de patrones o prácticas de violaciones de derechos 
humanos de carácter masivo, sistemático o estructural, es difícil pretender 
una delimitación estricta de los hechos. De tal manera, el litigio presentado 
ante el Tribunal no puede estudiarse de manera fragmentada o pretendien-
do excluir aquellos elementos contextuales que puedan ilustrar al juez in-
ternacional acerca de las circunstancias históricas, materiales, temporales 
y espaciales en que ocurrieron los hechos alegados. Tampoco es necesario 
realizar una distinción o categorización de cada uno de los hechos alegados, 
pues la litis planteada sólo puede ser dirimida a partir de una valoración con-
junta de todas las circunstancias propuestas, a la luz del acervo probatorio.

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro vs. Guatemala. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 4 
de septiembre de 2012. Serie C No. 250
55. De manera preliminar, el Tribunal estima necesario aclarar que, conforme 

a su jurisprudencia, el principio de irretroactividad y la cláusula facultativa 
de reconocimiento de la competencia contenciosa de esta Corte no implican 
que un acto ocurrido antes de la misma deba ser excluido de toda conside-
ración cuando pueda ser relevante para la determinación de los hechos y 
las violaciones de derechos humanos que están dentro de su competencia 
temporal. En este sentido, la Corte observa que para resolver los distintos 
casos sometidos a su conocimiento ha requerido tomar en cuenta el contexto 
y otros hechos que se encuentran fuera de su competencia, pues el entorno 
político e histórico es determinante para el establecimiento de las conse-
cuencias jurídicas del caso, comprendiendo tanto la naturaleza de las vio-
laciones a la Convención como las correspondientes reparaciones. Por esta 
razón, el análisis de los hechos y las violaciones de derechos humanos sobre 
los cuales tiene competencia la Corte, en los términos de los resuelto en los 
Capítulos IV y V, no puede aislarse de la consideración de los antecedentes y 
el contexto en el que dichos hechos supuestamente ocurrieron, ni se pueden 
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determinar las consecuencias jurídicas respectivas en el vacío propio de la 
descontextualización, en tanto que se alega que los hechos del presente caso 
no son hechos aislados sucedidos en Guatemala. En el presente Capítulo la 
Corte hará referencia al contexto general, así como a los hechos concretos 
de las cinco masacres sometidas a su conocimiento. Esto no significa que el 
Tribunal deba derivar de ellos consecuencias jurídicas particulares. Aunado 
a lo anterior, la Corte estima conveniente señalar que éste no es el primer 
caso contra Guatemala en el cual se alegan violaciones de derechos humanos 
sucedidas durante el conflicto armado interno. Este Tribunal ya ha tenido 
numerosas oportunidades para pronunciarse sobre el contexto general de 
dicho conflicto. Por lo tanto, por lo que se refiere a ese acápite, la Corte so-
lamente hará referencia a los hechos más relevantes para el presente caso.

Corte IDH. Caso Escaleras Mejía y otros vs. Honduras. Sentencia de 26 
de septiembre de 2018. Serie C No. 36162
47. En cuanto a las líneas de investigación, la Corte recuerda que, al tratarse de la 

muerte de un defensor de derechos humanos, el Estado debe tomar en cuenta 
su actividad para identificar los intereses que pudieron verse afectados en el 
ejercicio de su labor. Al respecto, en casos de atentados contra defensores y 
defensoras de derechos humanos, los Estados tienen la obligación de asegu-
rar una justicia imparcial, oportuna y oficiosa, que implique una búsqueda 
exhaustiva de toda la información para diseñar y ejecutar una investigación 
que conduzca al debido análisis de las hipótesis de autoría, por acción o por 
omisión, en diferentes niveles, explorando todas las líneas investigativas 
pertinentes para identificar a los autores. En consecuencia, ante indicios o 
alegaciones de que determinado hecho en contra de un defensor o defensora 
de derechos humanos pudo tener como móvil justamente su labor de defensa 
y promoción de derechos humanos, las autoridades investigadoras deben to-
mar en cuenta el contexto de los hechos y sus actividades para identificar los 
intereses que podrían haberse visto afectados en el ejercicio de las mismas, 

62	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado hondureño por la ejecución extra-
judicial de Carlos Escaleras Mejía, así como la falta de investigación y sanción a los 
responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_361_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_361_esp.pdf
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a efectos de establecer y agotar las líneas de investigación que tengan en 
cuenta su labor, determinar la hipótesis del delito e identificar a los autores.

Corte IDH. Caso Sales Pimenta vs. Brasil. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de junio de 2022. Serie 
C No. 454
86. Particularmente, en casos de atentados contra defensores y defensoras de 

derechos humanos, la Corte ha señalado que los Estados tienen el deber de 
investigar seria y eficazmente las violaciones cometidas en su contra, com-
batir la impunidad y asegurar una justicia imparcial, oportuna y oficiosa, 
que implique una búsqueda exhaustiva de toda la información para diseñar 
y ejecutar una investigación que conduzca al debido análisis de las hipóte-
sis de autoría, por acción o por omisión, en diferentes niveles, explorando 
todas las líneas investigativas pertinentes para identificar a los autores. En 
consecuencia, ante indicios o alegaciones de que determinado hecho en con-
tra de una persona defensora de derechos humanos pudo tener como móvil 
justamente su labor de defensa y promoción de derechos humanos, las au-
toridades investigadoras deben tomar en cuenta el contexto de los hechos 
y sus actividades para identificar los intereses que podrían haberse visto 
afectados en el ejercicio de las mismas, a efectos de establecer y agotar las 
líneas de investigación que tengan en cuenta su labor, determinar la hipótesis 
del delito e identificar a los autores.
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Recursos humanos, 
institucionales  
y técnico-metodológicos

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre 1999. Serie C No. 63
231. En relación con el esclarecimiento de los homicidios es pertinente destacar, 

por ejemplo, que las autopsias quedaron incompletas y fueron practicadas 
de manera muy poco técnicas; no se registraron ni conservaron las huellas 
digitales de los cadáveres, ni éstos fueron retratados de cuerpo entero; no 
se decretó el reconocimiento personal por testigos de uno de los acusados 
de los homicidios; no se llamó a declarar a presuntos testigos presenciales 
de los hechos, mencionados por otros testigos; no se decretó un peritaje 
dental para determinar si uno de los acusados tenía una seña particular que 
fue descrita por varios testigos; no se realizó la reconstrucción de los hechos 
en relación con el homicidio de Anstraum Aman Villagrán Morales; no se 
practicó allanamiento a las residencias de los sindicados; no se investigó si 
habían sido adulterados los registros sobre entradas y salidas de los presun-
tos homicidas al servicio y los registros de entrada y salida de sus armas de 
dotación de las armerías; no se indagó por el vehículo en que se movilizaron 
los secuestradores de los cuatro jóvenes cuyos cuerpos aparecieron sin vida 
en los Bosques de San Nicolás, a pesar de que una testigo proporcionó el 
número de su placa; las amenazas que sufrieron algunos testigos y que obvia-
mente entorpecían las investigaciones, no fueron objeto de pesquisa alguna.

232. En lo referente a la apreciación de las pruebas, se observa que los tribunales 
internos desestimaron por irrelevantes o tacharon absoluta o parcialmente 
ciertos testimonios importantes, aplicando criterios que merecen reparos. 
Así, por ejemplo, las madres de tres de las víctimas fueron descalificadas 
como declarantes por su vínculo familiar con éstas. La testigo que declaró 
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haber sido sometida a un secuestro y a malos tratos similares a los que pade-
cieron cuatro de los jóvenes de que trata este caso, fue desechada por haber 
sido víctima de los propios hechos que describía. Varios testimonios fueron 
declarados “irrelevantes” sin ninguna explicación, a pesar de que proporcio-
naban elementos reveladores sobre la forma como ocurrieron los hechos y 
contribuían a la identificación de los responsables de los mismos. El informe 
resultante de la investigación policial ordenada por los propios jueces, para 
dar soporte a los procesos judiciales, fue descartado por no ser “prueba su-
ficiente”. También fueron desestimadas las declaraciones testimoniales de 
los autores de dichos informes, porque ni “directa ni indirectamente señalan 
como [responsables] a los inculpados” -vale aclarar que tanto las conclusio-
nes de esos informes como las declaraciones de los investigadores policiales 
que los elaboraron, ante las autoridades judiciales internas y ante esta Corte, 
fueron contundentes en afirmar que los autores de los homicidios habían sido 
los dos agentes de la policía identificados por los testigos-. La declaración de 
otro testigo fue dejada de lado porque se trataba de una persona que trabajaba 
por el bienestar de los “niños de la calle”, lo cual revelaría un supuesto interés 
directo en la causa. Las imprecisiones en que incurrieron ciertos testigos 
-cuyas declaraciones fueron tomadas muchos meses después de ocurridos los 
hechos- sobre las circunstancias de tiempo en que sucedieron estos últimos, 
fueron utilizadas como fundamento para una desestimación total de dichas 
declaraciones, a pesar de que éstas proporcionaban, de manera consistente 
y coincidente, información relevante sobre otros aspectos de los aconteci-
mientos objeto de investigación. Frente a la prueba balística, de acuerdo con 
la cual el proyectil que fue encontrado junto al cadáver de Anstraum Aman 
Villagrán Morales había sido disparado por el arma de dotación de uno de 
los policías acusados, los jueces nacionales razonaron diciendo que eso no 
constituía evidencia de que el arma hubiera sido accionada por el imputado. 
Puestos frente a dos oficios policiales divergentes sobre si ese mismo sin-
dicado estaba o no de servicio cuando fue cometido el homicidio del joven 
Villagrán Morales, los mencionados jueces se atuvieron, sin más fórmulas, al 
que resultaba favorable a los intereses de la defensa de los policías imputados, 
sin indagar por las explicaciones de la contradicción. 
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Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez vs. Honduras. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 7 de junio 
de 2003. Serie C No. 99
166. La Corte ha constatado que una vez hallado el cadáver, la policía se abstu-

vo de proteger apropiadamente la escena del crimen, limpió las uñas de la 
víctima y desechó el contenido de los raspados, y adujo que no registró ni 
conservó las huellas dactilares porque había llovido, pese a que en el informe 
meteorológico se indicó que no se registraron precipitaciones. Además, la 
policía no tomó muestras de sangre de la víctima, por lo que no se realizaron 
los análisis de laboratorio correspondientes; y no se sometieron a examen 
sus ropas ni se fotografiaron las heridas de la víctima en forma completa 
(supra párr. 134.86).

Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros vs. Guatemala. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C No. 11763
135. Asimismo, a la luz del presente caso, el Estado debe adoptar medidas concre-

tas dirigidas a fortalecer su capacidad investigativa. En este sentido, habrá 
que dotar a las entidades encargadas de la prevención e investigación de las 
ejecuciones extrajudiciales de suficientes recursos humanos, económicos, 
logísticos y científicos para que puedan realizar el procesamiento adecuado 
de toda prueba, científica y de otra índole, con la finalidad de esclarecer los 
hechos delictivos. Dicho procesamiento debe contemplar las normas inter-
nacionales pertinentes en la materia, tales como las previstas en el Manual 
de las Naciones Unidas sobre la prevención e investigación eficaces de las 
ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias.

Corte IDH. Caso de las Hermanas Serrano Cruz vs. El Salvador. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120
187. Asimismo, se debe garantizar la independencia e imparcialidad de los miem-

bros de la comisión nacional de búsqueda, así como también se deben asignar 

63	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco por la ejecución extra-
judicial de Jorge Carpio Nicolle y otras personas, así como por la falta de investigación 
y sanción de los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el 
siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_117_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_117_esp.pdf
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los recursos humanos, económicos, logísticos, científicos y de otra índole 
necesarios para que pueda investigar y determinar el paradero de los jóvenes 
que desaparecieron cuando eran niños durante el conflicto armado.

Corte IDH. Caso Gutiérrez Soler vs. Colombia. Sentencia de 12 
de septiembre de 2005. Serie C No. 132
110. En tal sentido, la Corte estima que la difusión e implementación de los pará-

metros establecidos en el Protocolo de Estambul puede contribuir eficazmen-
te a la protección del derecho a la integridad personal en Colombia. Por ello, 
considera que el Estado debe adoptar un programa de formación que tenga 
en cuenta dichas normas internacionales, el cual debe estar dirigido a los mé-
dicos que cumplen sus funciones en los centros de detención oficiales y a los 
funcionarios del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, 
así como a los fiscales y jueces encargados de la investigación y el juzgamiento 
de hechos como los que han afectado al señor Wilson Gutiérrez Soler, con el 
fin de que dichos funcionarios cuenten con los elementos técnicos y científi-
cos necesarios para evaluar posibles situaciones de tortura o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes. Asimismo, el Tribunal considera necesario que 
dicho programa de formación incluya el caso del señor Wilson Gutiérrez 
Soler como una medida dirigida a prevenir la repetición de los hechos.

Corte IDH. Caso García Prieto y otro vs. El Salvador. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 20 
de noviembre de 2007. Serie C No. 168
153. Este Tribunal considera que, cuando existen este tipo de actos en su conjun-

to, la investigación de los mismos hace necesario que el Estado, por inter-
medio de sus instituciones, haga uso de los medios técnicos adecuados para 
lograr la protección eficaz de la integridad personal mediante una investi-
gación exhaustiva, diligente y efectiva. Lo anterior implica la utilización 
de medios técnicos de investigación como estudios y análisis de factores de 
riesgo de las personas que sufren dichos actos, el empleo de identificadores 
de llamadas, el desarrollo de diligencias de entrevistas, y la conducción de 
indagaciones mediante líneas lógicas de investigación, entre otros.
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Corte IDH. Caso Heliodoro Portugal vs. Panamá. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 12 de agosto 
de 2008. Serie C No. 18664
180. La Corte ha interpretado que tal adecuación implica la adopción de medi-

das en dos vertientes, a saber: i) la supresión de las normas y prácticas de 
cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la 
Convención o que desconozcan los derechos allí reconocidos u obstaculicen 
su ejercicio, y ii) la expedición de normas y el desarrollo de prácticas condu-
centes a la efectiva observancia de dichas garantías. Precisamente, respecto 
a la adopción de dichas medidas, es importante destacar que la defensa u 
observancia de los derechos humanos a la luz de los compromisos interna-
cionales en cuanto a la labor de los operadores de justicia, debe realizarse a 
través de lo que se denomina “control de convencionalidad”, según el cual 
cada juzgador debe velar por el efecto útil de los instrumentos internaciona-
les, de manera que no quede mermado o anulado por la aplicación de normas 
o prácticas internas contrarias al objeto y fin del instrumento internacional 
o del estándar internacional de protección de los derechos humanos.

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C 
No. 202
135. En este sentido, este Tribunal ha establecido que para que una investigación 

de desaparición forzada sea llevada adelante eficazmente y con la debida di-
ligencia, las autoridades encargadas de la investigación deben utilizar todos 
los medios necesarios para realizar con prontitud aquellas actuaciones y ave-
riguaciones esenciales y oportunas para esclarecer la suerte de las víctimas e 
identificar a los responsables de su desaparición forzada. Para ello, el Estado 
debe dotar a las correspondientes autoridades de los recursos logísticos y 
científicos necesarios para recabar y procesar las pruebas y, en particular, 

64	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado panameño por la desaparición for-
zada y ejecución extrajudicial del señor Heliodoro Portugal, la falta de investigación y 
sanción de los responsables, así como la falta de reparación adecuada en favor de sus 
familiares. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_186_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_186_esp.pdf
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de las facultades para acceder a la documentación e información pertinente 
para investigar los hechos denunciados y obtener indicios o evidencias de 
la ubicación de las víctimas. Asimismo, es fundamental que las autoridades 
a cargo de la investigación puedan tener acceso ilimitado a los lugares de 
detención, respecto a la documentación, así como a las personas. La Corte 
reitera que el paso del tiempo guarda una relación directamente proporcio-
nal con la limitación –y en algunos casos, la imposibilidad- para obtener las 
pruebas y/o testimonios, dificultando y aún tornando nugatoria o ineficaz, 
la práctica de diligencias probatorias a fin de esclarecer los hechos materia 
de investigación, identificar a los posibles autores y partícipes, y determinar 
las eventuales responsabilidades penales. Cabe precisar que estos recursos 
y elementos coadyuvan a la efectiva investigación, pero la ausencia de los 
mismos no exime a las autoridades nacionales de realizar todos los esfuerzos 
necesarios en cumplimiento de esta obligación.

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 16 
de noviembre de 2009. Serie C No. 205
502. La Corte ha ordenado en otros casos normalizar, conforme a los estándares 

internacionales, los parámetros para investigar, realizar el análisis forense 
y juzgar. El Tribunal estima que en el presente caso el Estado debe, en un 
plazo razonable, continuar con la estandarización de todos sus protocolos, 
manuales, criterios ministeriales de investigación, servicios periciales y de 
impartición de justicia, utilizados para investigar todos los delitos que se 
relacionen con desapariciones, violencia sexual y homicidios de mujeres, 
conforme al Protocolo de Estambul, el Manual sobre la Prevención e Inves-
tigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de 
Naciones Unidas y los estándares internacionales de búsqueda de personas 
desaparecidas, con base en una perspectiva de género. Al respecto, se deberá 
rendir un informe anual durante tres años.
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Corte IDH. Caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos. 
Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209
222. No obstante, el Tribunal destaca que para que una investigación de desa-

parición forzada, en los términos referidos por la Coordinación General de 
Investigación, sea llevada adelante eficazmente y con la debida diligencia, 
se deben utilizar todos los medios necesarios para realizar con prontitud 
aquellas actuaciones y averiguaciones esenciales y oportunas para esclarecer 
la suerte de las víctimas e identificar a los responsables de su desaparición 
forzada, particularmente, la referida al presente caso. Para ello, el Estado 
debe dotar a las correspondientes autoridades de los recursos logísticos y 
científicos necesarios para recabar y procesar las pruebas y, en particular, 
de las facultades para acceder a la documentación e información pertinente 
para investigar los hechos denunciados y obtener indicios o evidencias de la 
ubicación de las víctimas. Al respecto, la Corte considera que, sin perjuicio 
de que deban obtenerse y valorarse otras pruebas, las autoridades encargadas 
de la investigación deben prestar particular atención a la prueba circunstan-
cial, los indicios y las presunciones, que resultan de especial importancia 
cuando se trata de casos sobre desapariciones forzadas, “ya que esta forma 
de represión se caracteriza por procurar la supresión de todo elemento que 
permita comprobar el secuestro, el paradero y la suerte de las víctimas”. Lo 
anterior es esencial en un caso como el presente, en el que el señor Rosendo 
Radilla Pacheco se encuentra desaparecido desde hace aproximadamente 
35 años, y en el que la denuncia formal de los hechos no fue interpuesta 
inmediatamente a causa del contexto particular propiciado por el propio 
Estado en su momento.

Corte IDH. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña vs. Bolivia. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C 
No. 217
168. Por otra parte, la Corte también considera pertinente señalar que los Estados 

deben dotar a las autoridades correspondientes de los recursos logísticos y 
científicos necesarios para recabar y procesar las pruebas y, en particular, 
de las facultades para acceder a la documentación e información pertinente 
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para investigar los hechos denunciados y obtener indicios o evidencias de la 
ubicación de las víctimas. Al respecto, el Tribunal considera que, sin perjuicio 
de que deban obtenerse y valorarse otras pruebas, las autoridades encargadas 
de la investigación deben prestar particular atención a la prueba circunstan-
cial, los indicios y las presunciones, que resultan de especial importancia 
cuando se trata de casos sobre desapariciones forzadas, “ya que esta forma 
de represión se caracteriza por procurar la supresión de todo elemento que 
permita comprobar el secuestro, el paradero y la suerte de las víctimas”.

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala. 
Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. 
Serie C No. 253
251. En virtud de todas las consideraciones anteriores, el Tribunal concluye que, 

en el presente caso, las autoridades militares no han aportado de forma debi-
da y oportuna información pertinente para esclarecer los hechos. La Corte 
destaca que las autoridades estatales están obligadas a colaborar en la re-
caudación de la prueba para alcanzar los objetivos de una investigación y 
abstenerse de realizar actos que impliquen obstrucciones para la marcha del 
proceso investigativo. Del mismo modo, resulta esencial que los órganos a 
cargo de las investigaciones estén dotados, formal y sustancialmente, de las 
facultades y garantías adecuadas y necesarias para acceder a la documen-
tación e información pertinente para investigar los hechos denunciados y 
obtener indicios o evidencias de la ubicación de las víctimas. Asimismo, es 
fundamental que las autoridades a cargo de la investigación puedan tener 
pleno acceso a la documentación en manos del Estado.

Corte IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de 
Justicia) vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. Serie C No. 287
487. El Tribunal destaca que para que una investigación de desaparición forzada 

sea llevada adelante eficazmente y con la debida diligencia, se deben utilizar 
todos los medios necesarios para realizar con prontitud aquellas actuacio-
nes y averiguaciones esenciales y oportunas para esclarecer la suerte de las 
víctimas e identificar a los responsables de su desaparición forzada. Para 
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ello, el Estado debe dotar a las correspondientes autoridades de los recursos 
logísticos y científicos necesarios para recabar y procesar las pruebas y, en 
particular, de las facultades para acceder a la documentación e información 
pertinente para investigar los hechos denunciados y obtener indicios o evi-
dencias de la ubicación de las víctimas. 

502. Por otra parte, la Corte destaca que en la investigación de delitos complejos 
el diseño y desarrollo de una estrategia de investigación es esencial a efectos 
de enfocar esfuerzos y recursos de la manera más efectiva posible.

Corte IDH. Caso Escaleras Mejía y otros vs. Honduras. Sentencia de 26 
de septiembre de 2018. Serie C No. 361
98. En el Acuerdo de solución amistosa el Estado reconoció la situación de riesgo 

que viven las personas defensoras de derechos humanos en Honduras, por 
lo cual se comprometió a “aprobar e implementar un protocolo de debida 
diligencia para la investigación de crímenes cometidos en contra de defen-
sores y defensoras de derechos humanos”. Este protocolo deberá incorporar 
como mínimo: i) los riesgos inherentes a la labor de defensa de los derechos 
humanos; ii) el contexto en el cual desarrollan su trabajo las personas de-
fensoras de derechos humanos; iii) la perspectiva de género e intercultural 
en la investigación de los delitos involucrados; y iv) las mejores prácticas y 
estándares internacionales sobre debida diligencia según el tipo de delito 
(por ejemplo, ejecuciones extrajudiciales, homicidios, tortura y amenazas).

99. Para la elaboración del protocolo, el Estado se comprometió a contar con 
“un grupo integrado por miembros de la Fiscalía Especial de delitos contra la 
vida, Fiscalía Especial de Derechos Humanos del Módulo Estratégico de Per-
secución Penal (MPP) de la Unidad de Convenios y Asuntos Internacionales 
del Ministerio Público, y especialistas en protocolos de investigación”. Ade-
más, se comprometió a permitir la incorporación de personal del Alto Comi-
sionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH) 
en Honduras como apoyo técnico. El Estado se obligó a gestionar la dotación 
presupuestaria necesaria para asegurar el trabajo del grupo mencionado.

100. El citado Acuerdo contempló el compromiso del Estado de informar a las 
víctimas y sus representantes cada cuatro meses acerca de los avances 
en la elaboración del protocolo descrito. Su borrador se socializará con 
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organizaciones especializadas que se determinarán de manera conjunta, 
las que podrán presentar recomendaciones u observaciones que el Estado 
deberá tomar en cuenta. En caso de no incorporarlas, el Estado deberá razo-
nar justificadamente los motivos. Este protocolo se aprobará e implementará 
en un plazo máximo de 18 meses desde la firma del acuerdo, es decir, desde 
el 4 de mayo de 2018.

101. Por último, el Estado se comprometió a que, luego de 18 meses desde la entra-
da en vigencia del protocolo, “presentará un informe final sobre las acciones 
adoptadas para la implementación efectiva y el estado de cumplimiento del 
protocolo, incluyendo estadísticas sobre los casos investigados y las etapas 
en las que se encuentran”.

102. La Corte homologa la presente medida en los términos acordados por las 
partes, y valora la voluntad del Estado de elaborar un protocolo de inves-
tigación para estos casos, habida cuenta de las deficiencias investigativas 
en este caso que fueron reconocidas por el Estado, así como la situación de 
riesgo en la que se encuentran los defensores ambientales en Honduras y la 
impunidad general en la que se encuentran los crímenes cometidos contra 
éstos, según fue reconocido en el marco fáctico descrito.

Corte IDH. Caso Azul Rojas Marín y otra vs. Perú. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 12 de marzo 
de 2020. Serie C No. 402
179. La Corte ha desarrollado estándares específicos sobre cómo se debe inves-

tigar la violencia sexual en casos donde las víctimas han sido mujeres. Estos 
estándares se basaron principalmente en lo establecido en el Protocolo de 
Estambul y la Guía de la Organización Mundial de la Salud para el cuidado 
médico-legal de víctimas de violencia sexual, los cuales se refieren a medidas 
que se deben tomar en caso de violencia sexual, independientemente de si 
las víctimas son hombres o mujeres. Por tanto, los mismos estándares son 
aplicables en el presente caso.
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Corte IDH. Caso Maidanik y otros vs. Uruguay. Fondo y reparaciones. 
Sentencia de 15 de noviembre 2021. Serie C No. 44465
220. En consecuencia, como una medida de reparación del derecho a conocer la ver-

dad que tienen las víctimas, el Estado debe efectuar una búsqueda rigurosa por 
la vía judicial y administrativa pertinente, en la cual realice todos los esfuerzos 
para determinar, a la mayor brevedad, el paradero de Óscar Tassino Asteazu 
y Luis Eduardo González González, la cual deberá realizarse de manera siste-
mática y contando con los recursos humanos, técnicos y científicos adecuados 
e idóneos. Para las referidas diligencias se debe establecer una estrategia de 
comunicación con los familiares y acordar un marco de acción coordinada, 
para procurar su participación, conocimiento y presencia. Si las víctimas o 
alguna de ellas se encontrare fallecida, los restos mortales deberán ser en-
tregados a sus familiares, previa comprobación fehaciente de identidad, a la 
mayor brevedad posible y sin costo alguno para ellos. Además, el Estado deberá 
cubrir los gastos fúnebres, en su caso, de común acuerdo con los familiares.

Corte IDH. Caso Sales Pimenta vs. Brasil. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de junio de 2022. Serie 
C No. 454
146. El grupo de trabajo estará conformado por cinco expertos y expertas con la 

capacidad técnica, la idoneidad moral y los conocimientos específicos para 
realizar esta labor. Uno de sus miembros será integrante del Consejo Nacio-
nal de Justicia, quien ejercerá la coordinación del grupo y facilitará su funcio-
namiento logístico. Para la selección de los/las cuatro integrantes restantes, 
el Estado y los representantes, respectivamente, en el plazo de seis meses, 
contados a partir de la notificación de esta Sentencia, propondrán a la Corte 
una lista de cuatro expertos/as independientes, de los cuales la Corte, selec-
cionará dos integrantes de cada una de las listas. El grupo de trabajo deberá 

65	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado uruguayo por las desapariciones for-
zadas de Luis Eduardo González González, Óscar Tassino Asteazu y sus familiares, du-
rante la dictadura entre 1973 y 1985, así como de la ejecución extrajudicial realizada por 
militares a los familiares de Diana Maidanik, Silvia Reyes y Laura Raggio, acontecidas 
en la misma época. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_444_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_444_esp.pdf
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ser financiado por el Estado. A fin de cumplir con sus objetivos, consultará a 
órganos públicos, instituciones académicas y organizaciones de la sociedad 
civil que puedan ofrecerle elementos de juicio para elaborar su informe. El 
Estado deberá garantizar plenamente el acceso a la información necesaria 
para que el grupo de trabajo pueda ejercer su tarea. Las funciones del grupo 
de trabajo serán de carácter consultivo, orientador y complementario de las 
actividades que tienen los organismos estatales, sin perjuicio de las funciones 
propias de los órganos del Estado.

170. De ese modo, como lo ha hecho en otros casos, la Corte considera necesario 
que el Estado cree e implemente, a nivel nacional, en un plazo no superior a 
tres años, un protocolo de investigación, unificado e integral, dirigido espe-
cíficamente a los delitos cometidos contra personas defensoras de derechos 
humanos, que tenga en cuenta los riesgos inherentes a su labor. Tal inicia-
tiva contribuirá, en última instancia, al acceso a la justicia, considerando el 
contexto de impunidad en que se encuentran los homicidios contra personas 
defensoras de derechos humanos en Brasil (supra párr. 51). Para tal efecto, 
este protocolo deberá (i) observar los principios de debida diligencia para 
identificar a todos los responsables, y los lineamientos “que complementan 
y refuerzan la debida diligencia para investigar violaciones de derechos hu-
manos contra personas defensoras de los derechos humanos”, establecidos 
por el Relator Especial sobre la situación de los defensores de los derechos hu-
manos, Michel Forst; (ii) establecer criterios claros y uniformes de investiga-
ción; (iii) contener parámetros para todas las etapas de las investigaciones; 
(iv) reglamentar de manera integrada las atribuciones y responsabilidades 
específicas del Ministerio Público, la Policía, el Poder Judicial, los institutos 
de pericia y demás órganos involucrados en las investigaciones de graves 
violaciones de derechos humanos, y además deberá considerar:
1)	 El concepto de persona defensora de derechos humanos;
2)	 Los estándares sobre el desarrollo de instrumentos de investigación con 

la debida diligencia, incluyendo las mejores prácticas y estándares inter-
nacionales sobre debida diligencia según el tipo de delito (por ejemplo, 
ejecuciones extrajudiciales, homicidios, tortura, amenazas, inter alia);

3)	 Los riesgos inherentes a la labor de defensa de los derechos humanos 
en Brasil, con las especificidades regionales que existen;
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4)	 El contexto en el cual desarrollan su trabajo las defensoras y defen-
sores de derechos humanos y los intereses que enfrentan en el país y 
en cada región;

5)	 La existencia de patrones de amenazas y toda tipología utilizada para 
amedrentar, amenazar, intimidar o agredir a las defensoras y defen-
sores de derechos humanos en el ejercicio de sus actividades;

6)	 Criterios y técnicas de investigación para determinar si el hecho de-
lictivo tiene relación con la actividad que realiza la persona defensora 
de derechos humanos;

7)	 Técnicas para investigar la existencia y funcionamiento de estruc-
turas criminales complejas en la zona de trabajo de las defensoras y 
defensores, así como análisis de contexto de otros grupos de poder 
ajenos al poder público;

8)	 Técnicas para investigar autoría material e intelectual;
9)	 La perspectiva de género y de etnia en la investigación de los delitos 

involucrados, eliminando estereotipos y estigmatizaciones;
171. Este protocolo deberá estar dirigido al personal de la administración de jus-

ticia, que, de alguna manera, intervenga en la investigación y tramitación 
de casos de delitos contra personas defensoras de derechos humanos. Ade-
más, deberá incorporarse al trabajo de los referidos funcionarios a través 
de resoluciones y normas internas que obliguen su aplicación por todos los 
funcionarios estatales.

172. Asimismo, el Estado deberá realizar, un plan de capacitación del personal 
que interviene en la investigación y tramitación de casos de delitos contra 
personas defensoras de derechos humanos sobre dicho protocolo, en el Es-
tado de Pará, así como crear un sistema de indicadores que permitan medir 
la efectividad del protocolo y comprobar, de manera diferenciada y por gé-
nero, la disminución sustantiva de la impunidad respecto de los delitos de 
homicidio que afectan a las personas defensoras de derechos humanos. Para 
cumplir con esta obligación, el Estado cuenta con un plazo de dos años a par-
tir de la adopción del referido protocolo. Una vez adoptado, el Estado deberá 
remitir anualmente un informe detallado sobre el plan de capacitación y el 
sistema de indicadores durante cinco años a partir de la emisión y remisión 
a la Corte del primer informe.
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Corte IDH. Caso Blake vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero 
de 1998. Serie C No. 36
114. Esta cuestión que plantea la Comisión, sólo puede ser examinada en rela-

ción con los familiares del señor Nicholas Blake, ya que la violación de la 
integridad psíquica y moral de dichos familiares, es una consecuencia di-
recta de su desaparición forzada. Las circunstancias de dicha desaparición 
generan sufrimiento y angustia, además de un sentimiento de inseguridad, 
frustración e impotencia ante la abstención de las autoridades públicas de 
investigar los hechos.

115. Además, la incineración de los restos mortales del señor Nicholas Blake, para 
destruir todo rastro que pudiera revelar su paradero, atenta contra los valores 
culturales, prevalecientes en la sociedad guatemalteca, transmitidos de gene-
ración a generación, en cuanto al respeto debido a los muertos. La incineración 
de los restos mortales de la víctima, efectuada por los patrulleros civiles por 
orden de un integrante del Ejército guatemalteco, (supra párr. 57. e), f) y g)) 
intensificó el sufrimiento de los familiares del señor Nicholas Blake.

116. Por lo tanto, la Corte estima que tal sufrimiento, en detrimento de la inte-
gridad psíquica y moral de los familiares del señor Nicholas Blake, consti-
tuye una violación, por parte del Estado, del artículo 5 de la Convención en 
relación con el artículo 1.1 de la misma.
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Corte IDH. Caso Loayza Tamayo vs. Perú. Reparaciones y costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 42
92. La Corte estima que el término “familiares de la víctima” debe entenderse 

como un concepto amplio que abarca a todas aquellas personas vinculadas 
por un parentesco cercano y por lo tanto los hijos de la víctima, Gisselle 
Elena y Paul Abelardo Zambrano Loayza; sus padres, Julio Loayza Sudario y 
Adelina Tamayo Trujillo de Loayza, y sus hermanos, Delia Haydee, Carolina 
Maida, Julio William, Olga Adelina, Rubén Edilberto y Giovanna Elizabeth, 
todos ellos Loayza Tamayo, son tenidos como sus familiares y podrían tener 
derecho a recibir una indemnización en la medida en que cumplan los requi-
sitos fijados por la jurisprudencia de este Tribunal (Caso Aloeboetoe y otros, 
Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Sentencia de 10 de septiembre de 1993. Serie C No 15, párr. 71 y Caso Garrido 
y Baigorria, Reparaciones, supra 84, párr. 52).

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. 
Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre 1999. Serie C No. 63
176. La Corte Europea ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre la condición 

de víctima de tratamientos inhumanos y degradantes de una madre como 
resultado de la detención y desaparición de su hijo a manos de las autorida-
des. Para determinar si se había violado o no el artículo 3 de la Convención 
Europea, correspondiente al artículo 5 de la Convención Americana, la Corte 
Europea ha valorado las circunstancias del caso, la gravedad del maltrato y 
el hecho de no contar con información oficial para esclarecer el mismo. En 
virtud de esas consideraciones y de que se trataba de la madre de la víctima 
de una violación de derechos humanos, la Corte Europea concluyó que tam-
bién ella había sido víctima y que el Estado era responsable de la violación 
del artículo 3 mencionado.
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Corte IDH. Condición jurídica y derechos humanos del niño. Opinión 
Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002. Serie A No. 1766
101. Este Tribunal considera oportuno formular algunas precisiones con respecto 

a esta cuestión. Como anteriormente se dijo, el grupo definido como niños 
involucra a todas las personas menores de 18 años (supra 42). Evidentemente, 
hay gran variedad en el grado de desarrollo físico e intelectual, en la expe-
riencia y en la información que poseen quienes se hallan comprendidos en 
aquel concepto. La capacidad de decisión de un niño de 3 años no es igual a 
la de un adolescente de 16 años. Por ello debe matizarse razonablemente el 
alcance de la participación del niño en los procedimientos, con el fin de lograr 
la protección efectiva de su interés superior, objetivo último de la normativa 
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos en este dominio.

102. En definitiva, el aplicador del derecho, sea en el ámbito administrativo, 
sea en el judicial, deberá tomar en consideración las condiciones específicas 
del menor y su interés superior para acordar la participación de éste, según 
corresponda, en la determinación de sus derechos. En esta ponderación se 
procurará el mayor acceso del menor, en la medida de lo posible, al examen 
de su propio caso.

Corte IDH. Caso del Caracazo vs. Venezuela. Reparaciones y costas. 
Sentencia de 29 de agosto de 2002. Serie C No. 95
118. Es, pues, menester, que el Estado emprenda una investigación efectiva de los 

hechos de este caso, identifique a los responsables de los mismos, tanto ma-
teriales como intelectuales, así como eventuales encubridores, y los sancione 
administrativa y penalmente según corresponda. Los procesos internos de 
que se trata deben versar sobre las violaciones del derecho a la vida, del dere-
cho a la integridad personal y del derecho a las garantías judiciales, el debido 

66	  La opinión consultiva, solicitada por la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos, trata sobre la interpretación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, 
con el propósito de determinar si las medidas especiales establecidas en el artículo 19 
de la misma Convención constituyen “límites al arbitrio o a la discrecionalidad de los 
Estados” en relación con niños, así como sobre la formulación de criterios generales 
válidos sobre la materia dentro del marco de la Convención Americana. El texto ín-
tegro de la opinión consultiva puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.
corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_17_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_17_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_17_esp.pdf
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proceso y el acceso a un recurso efectivo, a las que se refiere la sentencia de 
fondo. También deberán referirse a la utilización de fosas comunes mediante 
inhumaciones irregulares y al encubrimiento de la utilización de la misma. 
Los familiares de las víctimas y las víctimas sobrevivientes deberán tener 
pleno acceso y capacidad de actuar, en todas las etapas e instancias de dichas 
investigaciones, de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención 
Americana. Los resultados de éstas deberán ser públicamente divulgados, 
para que la sociedad venezolana conozca la verdad.

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang vs. Guatemala. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 10167
232. En el caso sub judice, se ha demostrado, pues, una violación de la integridad 

personal de los familiares inmediatos de la víctima como consecuencia di-
recta de las amenazas y hostigamientos sufridos por éstos desde el inicio de 
la investigación de la ejecución extrajudicial de Myrna Mack Chang. Esta 
situación se ha visto agravada por el patrón de obstrucciones de las investi-
gaciones anteriormente reseñadas, el asesinato de un policía investigador, 
las amenazas y hostigamientos sufridos por algunos de los operadores de 
justicia, policías y testigos, ante lo cual se vieron forzados a exiliarse. Dichas 
circunstancias, exacerbadas aún más por el largo tiempo transcurrido sin 
que se hayan esclarecido los hechos, han provocado en los familiares de la 
víctima constante angustia, sentimientos de frustración e impotencia y un 
temor profundo de verse expuestos al mismo patrón de violencia impulsado 
por el Estado. En razón de ello, los familiares de Myrna Mack Chang deben 
ser considerados como víctimas porque el Estado les ha vulnerado su inte-
gridad psíquica y moral.

67	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco por el asesinato de Myrna 
Mack Chang por parte de agentes militares, así como la falta de investigación y sanción de 
todos los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_101_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_101_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez vs. Guatemala. Reparaciones. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 11668
49.12 Con la muerte de las mujeres y los ancianos, transmisores orales de la 

cultura maya achí, sus conocimientos no pudieron ser transmitidos a las 
nuevas generaciones, lo que ha producido en la actualidad un vacío cultural. 
Los huérfanos no recibieron la formación tradicional heredada de sus an-
cestros. A su vez, la militarización y represión a la que fueron sometidos los 
sobrevivientes de la masacre, especialmente los jóvenes, ocasionó la pérdida 
de la fe en las tradiciones y conocimientos de sus antepasados.

49.13 Las víctimas no pudieron realizar libremente ceremonias y ritos según 
su cultura maya, ya que las autoridades militares controlaban todas sus 
actividades.

49.14 Las víctimas no pudieron celebrar el ritual de despedida de sus familiares 
ejecutados en la masacre conforme a sus costumbres. La ausencia de estos 
ritos funerarios causó graves sufrimientos a los familiares y a los miembros 
de la comunidad, y obstaculizó el proceso de duelo. En 1994, cuando fue 
practicada la primera exhumación de los restos, las víctimas pudieron darles 
sepultura a algunos, de acuerdo con sus costumbres religiosas.

49.15 La presencia militar y su continua vigilancia, represión y amenazas 
provocaron en los sobrevivientes de la masacre sentimientos de terror, 
paralización e impotencia. Las víctimas se vieron forzadas a convivir con 
la presencia de los victimarios en las PAC y en los espacios comunes del 
Municipio de Rabinal. A su vez, fueron estigmatizadas y les fue atribuida 
la culpabilidad de los hechos, por lo que vivieron en un permanente estado 
de silencio. Estas afectaciones perduran hasta la actualidad, tanto a nivel 
individual como comunitario.

49.16 En la aldea de Plan de Sánchez la estructura comunitaria tradicional fue 
sustituida por una estructura militarista y vertical; las autoridades tradi-
cionales mayas fueron reemplazadas por los comisionados militares y los 
jefes de las PAC. Los líderes que sobrevivieron a la masacre no pudieron 

68	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco por la masacre de 268 
personas en Plan de Sánchez, así como por la falta de investigación y sanción de los 
responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_116_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_116_esp.pdf
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continuar desempeñando su rol dentro de su comunidad por la represión 
a la que fueron sujetos por parte del ejército. La voluntad de la comunidad, 
basada en el consenso entre sus miembros, así como en las normas y valores 
mayas de respeto y servicio fue eliminada y, en su lugar, fueron introducidas 
prácticas de autoritarismo y uso arbitrario del poder. La imposición de la es-
tructura militar ha afectado la vida comunitaria en Plan de Sánchez, ya que 
generó la desarticulación del grupo y la pérdida de referentes a su interior.

49.17 Las víctimas sobrevivientes de la masacre han visto afectada su salud física 
y psicológica como consecuencia de los hechos.

49.18 La falta de diligencia en la investigación y en la tramitación del proceso 
penal (supra párr. 49.6, 49.8 y 49.9), y las obstrucciones de que éste ha sido 
objeto hace evidente que tanto el Ministerio Público como los tribunales 
de justicia no han demostrado voluntad para esclarecer todos los hechos 
relacionados con la Masacre Plan de Sánchez ocurrida el 18 de julio de 1982, 
juzgar y sancionar a todos los autores materiales e intelectuales. Tampoco 
han sido investigados los actos de violencia y represión a los que fueron so-
metidas las víctimas sobrevivientes de la masacre, quienes siguen siendo 
objeto de prácticas discriminatorias para acceder a la justicia. La impunidad 
que impera en este caso mantiene la presencia de los hechos en la memoria 
colectiva e impide la reconstrucción del tejido social. Toda esta situación ha 
ocasionado daños inmateriales a las víctimas del presente caso.

Corte IDH. Caso Heliodoro Portugal vs. Panamá. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 12 de agosto 
de 2008. Serie C No. 186
163. La Corte ha reiterado en múltiples ocasiones que los familiares de las víc-

timas de ciertas violaciones de derechos humanos pueden ser, a su vez, 
víctimas. En este sentido, en otros casos el Tribunal ha considerado violado 
el derecho a la integridad psíquica y moral de familiares de víctimas con 
motivo del sufrimiento adicional que estos han padecido como producto 
de las circunstancias particulares de las violaciones perpetradas contra 
sus seres queridos y a causa de las posteriores actuaciones u omisiones de 
las autoridades estatales frente a los hechos. Entre los extremos a consi-
derar se encuentran los siguientes: 1) la existencia de un estrecho vínculo 
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familiar; 2) las circunstancias particulares de la relación con la víctima; 
3) la forma en que el familiar se involucró en la búsqueda de justicia; 4) la 
respuesta ofrecida por el Estado a las gestiones realizadas; 5) el contexto de 
un “régimen que impedía el libre acceso a la justicia”, y 6) la permanente 
incertidumbre en la que se vieron envueltos los familiares de la víctima 
como consecuencia del desconocimiento de su paradero.

Corte IDH. Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192
96. Además, la Corte observa que la muerte de un defensor de la calidad de Jesús 

María Valle Jaramillo podría tener un efecto amedrentador55 sobre otras 
defensoras y defensores, ya que el temor causado frente a tal hecho podría 
disminuir directamente las posibilidades de que tales personas ejerzan su 
derecho a defender los derechos humanos a través de la denuncia. Asimis-
mo, el Tribunal reitera que las amenazas y los atentados a la integridad 
y a la vida de los defensores de derechos humanos y la impunidad de los 
responsables por estos hechos, son particularmente graves porque tienen 
un efecto no sólo individual, sino también colectivo, en la medida en que la 
sociedad se ve impedida de conocer la verdad sobre la situación de respeto 
o de violación de los derechos de las personas bajo la jurisdicción de un 
determinado Estado.

233. Al mismo tiempo, teniendo en cuenta la jurisprudencia de este Tribunal, el 
Estado debe asegurar que los familiares de las víctimas tengan pleno acceso y 
capacidad de actuar en todas las etapas e instancias de dichas investigaciones 
y procesos, de manera que puedan hacer planteamientos, recibir informacio-
nes, aportar pruebas, formular alegaciones y, en síntesis, hacer valer sus in-
tereses. La ley interna debe organizar el proceso respectivo de conformidad 
con la Convención Americana y esta Sentencia. Dicha participación deberá 
tener como finalidad el acceso a la justicia, el conocimiento de la verdad de 
lo ocurrido y el otorgamiento de una justa reparación. Adicionalmente, el 
resultado del proceso deberá ser públicamente divulgado para que la socie-
dad colombiana pueda conocer la determinación judicial de los hechos y sus 
responsables en el presente caso.
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Corte IDH. Caso Anzualdo Castro vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, 
reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie 
C No. 202
80. Es paradigmático que los actos realizados para perpetrar esta desaparición 

fueran dirigidos contra un estudiante universitario, lo cual tenía como obje-
tivo no sólo la desaparición misma, sino también provocar “un estado gene-
ralizado de angustia, inseguridad y temor”, no sólo en sus círculos sociales 
sino también en los ámbitos de generación de pensamiento en una sociedad. 
Según la CVR, la desaparición forzada afectó mayormente a estudiantes 
universitarios porque autoridades estatales consideraban a algunas univer-
sidades como foco subversivo. Así, tras el golpe de Estado de 1992, se puso 
en práctica una “estrategia integral”, extendiendo las operaciones contra-
subversivas de las Fuerzas Armadas a determinadas universidades públicas. 
En 1993, año en que se produjeron los hechos en el presente caso, fueron 
desaparecidos numerosos estudiantes de varias universidades.

Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros vs. México. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de agosto 
de 2010. Serie C No. 215
143. La Corte ha declarado en otras oportunidades que los familiares de las vícti-

mas de violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas. El 
Tribunal ha considerado violado el derecho a la integridad psíquica y moral 
de familiares de víctimas con motivo del sufrimiento adicional que estos han 
padecido como producto de las circunstancias particulares de las violaciones 
perpetradas contra sus seres queridos y a causa de las posteriores actuaciones 
u omisiones de las autoridades estatales frente a los hechos.

Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra vs. México. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 31 de agosto 
de 2010. Serie C No. 216
176. La Corte también ha señalado que del artículo 8 de la Convención se despren-

de que las víctimas de violaciones de derechos humanos, o sus familiares, de-
ben contar con amplias posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos 
procesos, tanto en procura del esclarecimiento de los hechos y del castigo 
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de los responsables, como en busca de una debida reparación. Asimismo, el 
Tribunal ha señalado que la obligación de investigar y el correspondiente 
derecho de la presunta víctima o de los familiares no sólo se desprende de 
las normas convencionales de derecho internacional imperativas para los 
Estados Parte, sino que además se deriva de la legislación interna que hace 
referencia al deber de investigar de oficio ciertas conductas ilícitas y a las 
normas que permiten que las víctimas o sus familiares denuncien o presenten 
querellas, pruebas o peticiones o cualquier otra diligencia, con la finalidad 
de participar procesalmente en la investigación penal con la pretensión de 
establecer la verdad de los hechos.

Corte IDH. Caso Veliz Franco y otros vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 de mayo 
de 2014. Serie C No. 277
221. Por otro lado, la Corte ha constatado que la señora Rosa Elvira Franco ha 

tenido acceso a la investigación y ha participado activamente en ésta a través 
de declaraciones, envío de escritos, presentación de información y consultas 
a los funcionarios encargados del caso, entre otros. Sin embargo, el Estado ha 
argumentado que dicha intervención de la señora Franco ha obstaculizado la 
investigación al aportar diversa información, contradictoria o inconsistente, 
que a su juicio no ha resultado útil. Al respecto, este Tribunal considera que 
dicho alegato del Estado es inadmisible para justificar una demora indebida 
en los procedimientos, ya que en la jurisdicción interna corresponde a los 
órganos competentes dirigir la investigación y encauzarla de acuerdo a las 
estrategias o líneas de investigación determinadas por ellos para el esclare-
cimiento de los hechos y, en todo caso, la investigación debe ser impulsada 
de oficio, sin que sean las víctimas o sus familiares quienes tengan la carga 
de asumir tal iniciativa, que corresponde al Estado. 

Corte IDH. Caso mujeres víctimas de tortura sexual en Atenco vs. 
México. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 371
320. La Corte ha afirmado en reiteradas oportunidades que los familiares de 

las víctimas de violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, 
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víctimas. Al respecto, la Corte ha señalado que se puede declarar la violación 
del derecho a la integridad psíquica y moral de familiares de víctimas de cier-
tas violaciones de derechos humanos aplicando una presunción iuris tantum 
respecto de madres y padres, hijas e hijos, esposos y esposas, y compañeros 
y compañeras permanentes, así como hermanos y hermanas, siempre que 
ello responda a las circunstancias particulares en el caso. En referencia a los 
familiares directos, corresponde al Estado desvirtuar dicha presunción. En 
este punto, la Corte ha entendido violado el derecho a la integridad psíqui-
ca y moral de algunos familiares con motivo del sufrimiento adicional que 
estos han padecido como producto de las circunstancias particulares de las 
violaciones perpetradas contra sus seres queridos y a causa de las posteriores 
actuaciones de las autoridades estatales frente a los hechos.

321. Estas afectaciones hacen presumir un daño a la integridad psíquica y moral 
de los familiares en casos de desapariciones forzadas, así como en caso de 
otras graves violaciones de derechos humanos, tales como, ejecuciones ex-
trajudiciales, violencia sexual y tortura. En este sentido, teniendo en cuenta 
el reconocimiento de responsabilidad realizado por el Estado, la Corte con-
sidera presumible la violación del derecho a la integridad personal de los 
familiares directos de las once mujeres víctimas de violencia sexual y tortura 
en este caso. La presunta violación de este derecho en perjuicio de familiares 
no directos se examinará infra.

Corte IDH. Caso Guzmán Albarracín y otras vs. Ecuador. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 24 de junio de 2020. Serie C No. 405
210. Asimismo, debe resaltarse la gravedad que tuvo el actuar del médico foren-

se, al presentar el cuerpo abierto de Paola a su madre durante la autopsia 
(supra párr. 55). Una conducta de tal naturaleza no pudo sino resultar alta-
mente impactante y producir intensos sufrimientos a la señora Albarracín. 
Al respecto, en la audiencia pública, ella declaró que el médico, “sin im-
portar el dolor que [ella] sentía [la] hizo entrar en donde vi[o] a [su] hija 
en una mesa desnudita y abierto todo su cuerpo, con sus órganos ahí y [le] 
enseñ[ó] una carnosidad pequeña y [le] di[jo]: -‘señora, este es el útero de 
su hija, no hay embarazo’”.
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211. Como consecuencia de lo anterior, la Corte constata: i) padecimientos 
en la salud psíquica de la señora Petita Albarracín como consecuencia de 
la revictimización tras la autopsia médica de su hija; ii) profunda afecta-
ción emocional por la muerte de una hija, en el caso de la señora Petita 
Albarracín, y hermana, en el caso de Denisse Guzmán, y iii) afectaciones 
por la “desfiguración social de la imagen de Paola, en tanto su recuerdo 
se convirtió en un receptáculo de gran variedad de estigmas y prejuicios 
denigrantes y desfigurativos”.

Corte IDH. Caso Familia Julien Grisonas vs. Argentina. Sentencia de 23 
de septiembre de 2021. Serie C No. 43769
167. La Corte ha señalado que toda persona, incluyendo los familiares de las 

víctimas de violaciones a derechos humanos, tiene el derecho a conocer la 
verdad. En definitiva, el derecho de acceso a la justicia debe asegurar, en 
tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que 
se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido e investigar, 
juzgar y, en su caso, sancionar a los eventuales responsables.

69	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado argentino por la desaparición forzada 
de dos personas —un matrimonio—, perpetradas en el marco del plan sistemático de 
represión implementado en el periodo 1976-1983 y en el contexto de la “Operación 
Cóndor”. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_437_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_437_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Loayza Tamayo vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 
de septiembre de 1997. Serie C No. 33
115. Sin embargo, de los elementos de prueba y, particularmente, de los dictá-

menes médicos sobre el estado de salud de la víctima (supra 75 y 76) y de su 
declaración, la Corte observa que en la actualidad existen circunstancias que 
dificultarán la reincorporación efectiva a sus antiguas labores.

116. Por esta razón, la Corte considera que el Estado está en la obligación de tomar 
todas las medidas necesarias para asegurar que la víctima reciba sus salarios, 
garantías sociales y laborales a partir de la fecha de emisión de esta sentencia 
y hasta que se encuentre en condiciones de reincorporarse efectivamente al 
servicio docente. A este respecto, la Corte estima prudente que sean utilizados 
los mecanismos internos aplicables a situaciones de incapacidad laboral, o 
cualquier otro medio idóneo que asegure el cumplimiento de esta obligación.

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Reparaciones  
y costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 70
81. Esta Corte considera que el cuidado de los restos mortales de una persona 

es una forma de observancia del derecho a la dignidad humana. Asimismo, 
este Tribunal ha señalado que los restos mortales de una persona merecen 
ser tratados con respeto ante sus deudos, por la significación que tienen para 
éstos. El respeto a dichos restos, observado en todas las culturas, asume una 
significación muy especial en la cultura maya, etnia mam, a la cual pertenecía 
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el señor Efraín Bámaca Velásquez. Ya la Corte ha reconocido la importancia 
de tener en cuenta determinados aspectos de las costumbres de los pueblos 
indígenas en América para los efectos de la aplicación de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos (Caso Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. 
Nicaragua). Como se ha reiterado en la audiencia pública sobre reparaciones 
en este caso, para la cultura maya, etnia mam las honras fúnebres asegu-
ran la posibilidad de un reencuentro entre las generaciones de los vivos, la 
persona fallecida y los antepasados muertos. Así, el ciclo entre la vida y la 
muerte se cierra con esas ceremonias fúnebres, permitiendo “rendir respeto 
a Efraín, para tenerlo cerca y para devolverlo o llevarlo a convivir con los 
antepasados”, así como para que las nuevas generaciones puedan compartir 
y aprender de lo que fue su vida, como es tradición en su cultura indígena.

82. En razón de todo ello la Corte considera que el Estado debe realizar las exhu-
maciones, en presencia de los familiares, para localizar los restos mortales 
de Efraín Bámaca Velásquez y entregar a ellos dichos restos. Asimismo, este 
Tribunal considera que Guatemala debe brindar las condiciones necesarias 
no sólo para determinar el paradero de los restos mortales de la víctima, sino 
además de trasladar dichos restos al lugar de elección de sus familiares, sin 
costo alguno para ellos. 

Corte IDH. Caso Ximenes Lopes vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio 
de 2006. Serie C No. 149
130. La Corte considera que todo tratamiento de salud dirigido a personas con 

discapacidad mental debe tener como finalidad principal el bienestar del pa-
ciente y el respeto a su dignidad como ser humano, que se traduce en el deber 
de adoptar como principios orientadores del tratamiento psiquiátrico, el res-
peto a la intimidad y a la autonomía de las personas. El Tribunal reconoce que 
este último principio no es absoluto, ya que la necesidad misma del paciente 
puede requerir algunas veces la adopción de medidas sin contar con su con-
sentimiento. No obstante, la discapacidad mental no debe ser entendida como 
una incapacidad para determinarse, y debe aplicarse la presunción de que las 
personas que padecen de ese tipo de discapacidades son capaces de expresar 
su voluntad, la que debe ser respetada por el personal médico y las autorida-
des. Cuando sea comprobada la imposibilidad del enfermo para consentir, 
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corresponderá a sus familiares, representantes legales o a la autoridad compe-
tente, emitir el consentimiento en relación con el tratamiento a ser empleado.

Corte IDH. Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163
170. La Corte considera que el patrón de violencia y amenazas contra funcio-

narios judiciales, familiares de víctimas y testigos que se produjo en el pre-
sente caso tuvo un efecto amedrentador e intimidante para que desistieran 
de colaborar en la búsqueda de la verdad y, consecuentemente, obstruir el 
avance del proceso. Ello se ve agravado porque no se adoptaron medidas de 
seguridad para algunos de los funcionarios, familiares de víctimas y testigos 
amenazados, ni se acreditó investigación o sanción alguna en relación con 
dichos actos de hostigamiento y violencia, lo cual profundiza el contexto de 
intimidación e indefensión frente a la actuación de los grupos paramilitares 
y agentes estatales. Esta situación afectó el adecuado ejercicio de la función 
judicial y el funcionamiento de la administración de justicia, de acuerdo con 
la obligación de garantía establecida en el artículo 1.1 de la Convención. Ade-
más, el hecho de que no hayan sido sancionados todos los responsables de los 
hechos genera que ese amedrentamiento sea permanente y que, en alguna 
medida, explique la grave negligencia en el impulso de la investigación.

171. Este Tribunal considera que, para cumplir con la obligación de investigar en 
el marco de las garantías del debido proceso, el Estado debe facilitar todos 
los medios necesarios para proteger a los operadores de justicia, investiga-
dores, testigos y familiares de las víctimas de hostigamientos y amenazas 
que tengan como finalidad entorpecer el proceso, evitar el esclarecimiento 
de los hechos y encubrir a los responsables de los mismos.

Corte IDH. Caso Tiu Tojín vs. Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 19070
100. Este Tribunal considera que para garantizar el acceso a la justicia de las víc-

timas -en tanto miembros del pueblo indígena Maya- y que la investigación 

70	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco por la desaparición 
forzada de María Tiu Tojín y su hija, así como la falta de investigación y sanción de los 
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de los hechos se realice con la debida diligencia, sin obstáculos y sin dis-
criminación, el Estado debe asegurar que aquellas puedan comprender y 
hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles 
intérpretes u otros medios eficaces para tal fin. Asimismo, el Estado deberá 
garantizar, en la medida de lo posible, que las víctimas del presente caso no 
tengan que hacer esfuerzos desmedidos o exagerados para acceder a los cen-
tros de administración de justicia encargados de la investigación del presente 
caso. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte considera necesario ordenar al 
Estado el pago de una suma por concepto de gastos futuros, como una forma 
de garantizar que las víctimas puedan actuar en el proceso penal abierto ante 
la justicia ordinaria (infra párr. 128).

Corte IDH. Caso de la Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 
de noviembre de 2009. Serie C No. 211
145. Aunado a lo anterior, la Corte considera que las amenazas e intimidaciones 

sufridas por algunos de los testigos que han rendido sus declaraciones en el 
proceso interno no pueden verse aisladamente, sino que se deben conside-
rar en el marco de obstaculizaciones de la investigación del caso. Por ende, 
tales hechos se convierten en otro medio para perpetuar la impunidad en el 
presente caso e impedir que se conozca la verdad de lo ocurrido.

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de mayo 
de 2010. Serie C No. 212
221. Al respecto, la Corte recuerda que en otros casos ha llegado a considerar 

que la privación continua de la verdad acerca del paradero de un desapa-
recido constituye una forma de trato cruel e inhumano para los familiares 
cercanos. Además, el Tribunal ha señalado que, ante hechos de desaparición 
forzada de personas, el Estado tiene la obligación de garantizar el derecho a 
la integridad personal de los familiares también por la vía de investigaciones 

responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_190_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_190_esp.pdf
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efectivas. Más aún, la ausencia de recursos efectivos ha sido considerada por 
la Corte como fuente de sufrimiento y angustia adicionales para las víctimas 
y sus familiares.

Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros vs. México. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de agosto 
de 2010. Serie C No. 215
196. Por otra parte, el Tribunal observa con especial preocupación que las au-

toridades a cargo de la investigación centraron sus esfuerzos en citar a de-
clarar reiteradamente a la señora Fernández Ortega y no en la obtención y 
aseguramiento de otras pruebas. La Corte destaca que en casos de violencia 
sexual, la investigación debe intentar evitar en lo posible la revictimización 
o reexperimentación de la profunda experiencia traumática cada vez que la 
víctima recuerda o declara sobre lo ocurrido.

Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra vs. México. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 31 de agosto 
de 2010. Serie C No. 216
180. Por otra parte, el Tribunal observa con especial preocupación que las autori-

dades a cargo de la investigación centraron sus esfuerzos en citar a declarar 
diversas veces a la señora Rosendo Cantú, y no en la obtención y asegura-
miento de otras pruebas. La Corte destaca que, en casos de violencia sexual, 
la investigación debe intentar evitar en lo posible la revictimización o reex-
perimentación de la profunda experiencia traumática cada vez que la víctima 
recuerda o declara sobre lo ocurrido.

201. La Corte anteriormente ha señalado que, de conformidad con el artículo 19 
de la Convención Americana, el Estado debe asumir una posición especial 
de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas o 
cuidados especiales orientados en el principio del interés superior del niño. 
En tal sentido, el Estado debe prestar especial atención a las necesidades 
y a los derechos de los niños, en consideración a su condición particular 
de vulnerabilidad. De conformidad con sus obligaciones convencionales, 
efectivamente, el Estado debió haber adoptado medidas especiales a favor 
de la señora Rosendo Cantú, no sólo durante la denuncia penal, sino durante 
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el tiempo en que, siendo una niña, estuvo vinculada a las investigaciones 
ministeriales seguidas con motivo del delito que había denunciado, máxime 
por tratarse de una persona indígena, pues los niños indígenas cuyas comu-
nidades son afectadas por la pobreza se encuentran en una especial situación 
de vulnerabilidad. La obligación de proteger el interés superior de los niños y 
niñas durante cualquier procedimiento en el cual estén involucrados puede 
implicar, inter alia, lo siguiente: i) suministrar la información e implementar 
los procedimientos adecuados adaptándolos a sus necesidades particulares, 
garantizando que cuenten con asistencia letrada y de otra índole en todo 
momento, de acuerdo con sus necesidades; ii) asegurar especialmente en 
casos en los cuales niños o niñas hayan sido víctimas de delitos como abusos 
sexuales u otras formas de maltrato, su derecho a ser escuchados se ejerza 
garantizando su plena protección, vigilando que el personal esté capacitado 
para atenderlos y que las salas de entrevistas representen un entorno seguro 
y no intimidatorio, hostil, insensible o inadecuado, y iii) procurar que los 
niños y niñas no sean interrogados en más ocasiones que las necesarias para 
evitar, en la medida de lo posible, la revictimización o un impacto traumático 
en el niño.

Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha Do Araguaia”) vs. 
Brasil. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie C No. 21971
242. La Corte encuentra que la incertidumbre y la ausencia de información por 

parte del Estado acerca de lo ocurrido, que en gran medida perdura hasta 
la fecha, ha constituido para los familiares una fuente de sufrimiento y an-
gustia, además de un sentimiento de inseguridad, frustración e impotencia 
ante la abstención de las autoridades públicas de investigar los hechos. Igual-
mente, el Tribunal ha señalado que ante hechos de desaparición forzada de 
personas, el Estado tiene la obligación de garantizar el derecho a la integridad 
personal de los familiares también por la vía de investigaciones efectivas. 

71	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado brasileño por las desapariciones forza-
das de los miembros de la Guerrilla de Araguaia, así como por la falta de investigación de 
tales hechos. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_219_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_219_esp.pdf
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Estas afectaciones, integralmente comprendidas en la complejidad de la des-
aparición forzada, subsistirán mientras persistan los factores de impunidad 
verificados.

Corte IDH. Caso J. vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275
328. Según lo declarado por Nancy Elizabeth De la Cruz Chamilco, este tipo de 

exámenes médicos duraba en promedio cinco minutos. En el examen reali-
zado a la señora J. se encontraron lesiones “visibles pero no relevantes” en su 
“tórax posterior y miembros inferiores”. La Corte advierte que en el examen 
no consta que se le haya preguntado a la señora J. sobre la manera en la cual se 
habrían producido las lesiones. Al respecto, este Tribunal considera que uno de 
los propósitos de los exámenes médicos realizados cuando una persona ingresa 
a un establecimiento de reclusión o internamiento es garantizar la integridad 
personal de la persona privada de libertad y verificar quejas sobre posibles 
malos tratos o torturas. Por tanto, es necesario que los reportes médicos in-
cluyan no sólo las lesiones encontradas sino la información detallada sobre la 
explicación dada por los pacientes sobre cómo ocurrieron dichas lesiones, así 
como la opinión del doctor sobre si las lesiones son consecuentes con dicha 
explicación. Adicionalmente, los exámenes médicos deben ser realizados en 
condiciones donde las personas privadas de libertad se sientan lo más cómodas 
posible para que, si así lo quisieran, pudiesen relatar maltratos recibidos. En 
este sentido, es necesario que el examen médico lo realice personal idóneo y 
capacitado, en lo posible del sexo que la víctima prefiera. En el presente caso, el 
examen médico fue realizado por dos médicos legistas de sexo masculino (supra 
párr. 93). El Estado no ha presentado prueba sobre si le habría ofrecido a la 
señora J. la posibilidad de que estuviese presente una mujer o sobre si existían 
factores que impidieran al Estado la presencia de una mujer durante el mismo. 
No obstante, la Corte nota lo declarado por la señora De la Cruz Chamilco, 
quien, al cuestionársele sobre la duración del examen realizado a la señora J., 
señaló que “las detenidas mujeres a veces se ponen renuentes a los exámenes 
pues deben quitarse la vestimenta y cuando son varones los examinadores, [el 
examen] suele excederse de los 5 minutos promedio”. Esta respuesta de quien 
era la Directora General de la Dirección General Médico Legal de Lima del 



Capítulo 6.  Garantía de respeto a los derechos de las personas involucradas en la investigación forense

129

Instituto de Medicina Legal en el Perú en la época de los hechos es un indicio 
de que la “renuencia” de las mujeres a ser atendidas por un médico de sexo 
masculino, no necesariamente era atendida con el ofrecimiento de un médico 
de sexo femenino o de la presencia de una mujer durante el examen, sino que 
solo representaría un inconveniente que podía dilatar un poco la duración del 
examen. La Corte considera que esto no favorece la creación de un ambiente 
que genere la confianza a las detenidas para denunciar posibles hechos de tor-
tura o de violencia sexual, tales como los descritos por la presunta víctima. Por 
tanto, la Corte concluye que del examen médico no se desprende las posibles 
causas de las lesiones encontradas, ni que durante el mismo la señora J. haya 
tenido la posibilidad de relatar su versión de los hechos.

351. La tercera justificación dada por el Estado para no iniciar una investigación, 
es que la presunta víctima no denunció los hechos en otras oportunidades 
distintas a las ya señaladas. Al respecto, la Corte advierte que para que surja 
la obligación de investigar no es necesario que la presunta víctima denuncie 
los hechos más de una vez. Lo que es más, en casos de alegada violencia 
sexual, la investigación debe intentar evitar en lo posible la revictimización 
o reexperimentación de la experiencia traumática cada vez que la víctima 
recuerda o declara sobre lo ocurrido. Por tanto, no resulta razonable exigir 
que las víctimas de violencia sexual deban reiterar en cada una de sus declara-
ciones o cada vez que se dirijan a las autoridades los mencionados maltratos 
de naturaleza sexual. Además, la Corte reitera que en el caso concreto de 
la señora J., ella denunció los referidos maltratos en las dos oportunidades 
que le fueron conferidas para declarar ante las autoridades: la manifestación 
policial y su declaración instructiva.

Corte IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de 
Justicia) vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. Serie C No. 287
526. La Corte recuerda que corresponde a las autoridades estatales que toman 

conocimiento de una situación de riesgo especial, identificar o valorar si la 
persona o personas objeto de amenazas y hostigamientos requiere de medi-
das de protección o remitir el asunto a la autoridad competente para hacer-
lo, así como ofrecer a la persona en riesgo información oportuna sobre las 
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medidas disponibles. La valoración sobre si una persona requiere medidas de 
protección y cuáles son las medidas adecuadas es una obligación que corres-
ponde al Estado. Además, la Corte advierte que la evaluación de que el riesgo 
ha cesado, de forma tal que no sea necesario la continuación de las medidas 
adoptadas, requiere de un examen cuidadoso de las causas que lo provocaron 
y justificaron su adopción, así como de las circunstancias al momento que se 
evalúa su cesación y levantamiento.

Corte IDH. Caso Comunidad Campesina de Santa Bárbara vs. Perú. 
Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 29972
238. En particular, la Corte recuerda que, para garantizar un debido proceso, el 

Estado debe facilitar todos los medios necesarios para proteger a los operado-
res de justicia, investigadores, testigos y familiares de las víctimas de hostiga-
mientos y amenazas que tengan como finalidad entorpecer el proceso, evitar 
el esclarecimiento de los hechos y encubrir a los responsables de los mismos, 
pues de lo contrario eso tendría un efecto amedrentador e intimidante en 
quienes investigan y en quienes podrían ser testigos, afectando seriamente la 
efectividad de la investigación. En efecto, las amenazas e intimidaciones su-
fridas por testigos en el proceso interno no pueden verse aisladamente, sino 
que se deben considerar en el marco de obstaculizaciones de la investigación 
del caso, ya que tales hechos se convierten en otro medio para perpetuar la 
impunidad e impedir que se conozca la verdad de lo ocurrido.

Corte IDH. Caso Favela Nova Brasilia vs. Brasil. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 16  
de febrero de 2017. Serie C No. 333
256. Respecto de J.F.C, C.S.S. y L.R.J., la Corte destaca que las autoridades no 

tomaron medidas para investigar de manera diligente la violencia sexual 

72	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado peruano por las desapariciones for-
zadas de catorce personas, todas miembros de dos grupos familiares, y de Elihoref 
Huamaní Vergara, así como la falta de garantías judiciales y protección judicial. El 
texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_299_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_299_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_299_esp.pdf
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cometida en su contra. Sus declaraciones no solo no han sido tomadas en 
un ambiente cómodo y seguro, que les brindara privacidad y confianza, sino 
que han sentido temor y angustia al rendir sus testimonios, puesto que no 
se han tomado las medidas necesarias para su protección. Además, ninguna 
de las tres ha recibido la atención médica, sanitaria y psicológica necesaria 
después de la violencia sexual que sufrieron; no se les ha realizado un exa-
men médico y psicológico adecuado; han podido intervenir en el proceso 
únicamente en calidad de testigos y no así de víctimas de violencia sexual, y 
no han recibido ninguna reparación por la violencia sexual que sufrieron a 
manos de agentes estatales. Aunque la mayoría de las anteriores fallas tuvie-
ron lugar antes del inicio de la competencia de la Corte respecto de Brasil, el 
Tribunal considera que el Estado no tomó ninguna medida a partir del 10 de 
diciembre de 1998 en el sentido de corregir, mitigar o reparar esas acciones 
contrarias a la investigación de los hechos y conducir, a partir de entonces, 
una investigación diligente, seria e imparcial orientada a la determinación 
de las responsabilidades correspondientes, de acuerdo a los estándares re-
señados en la presente Sentencia (supra párrs. 243 a 254). En particular, es 
notable que la reapertura de la investigación realizada en 2013 no consideró 
el delito de violación sexual en contra de L.R.J., C.S.S. y J.F.C., y únicamente 
valoró los 13 homicidios. En ese sentido, a pesar de describir los testimonios 
de las tres víctimas de violación sexual y detallar su colaboración con las 
investigaciones realizadas en la década de 1990, así como las evidencias de 
los delitos y la identificación de sus autores, la reapertura de la investigación 
no consideró las violaciones sexuales como posibles casos de tortura y no se 
inició un proceso penal al respecto.

Corte IDH. Caso López Soto y otros vs. Venezuela. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2018. Serie C No. 362
241. En casos de violencia sexual, la Corte ha destacado que la investigación debe 

intentar evitar en lo posible la revictimización o re-experimentación de la 
profunda experiencia traumática a la víctima. A tal fin, en casos de violencia 
contra la mujer, resulta necesario que durante las investigaciones y la sus-
tanciación de los procesos de enjuiciamiento, se tomen ciertos resguardos al 
momento de las declaraciones de las víctimas, como así también en ocasión 
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de realizarse experticias médicas o psicológicas, especialmente cuando se 
tratan de víctimas de violencia sexual.

Corte IDH. Caso Azul Rojas Marín y otra vs. Perú. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 12 de marzo 
de 2020. Serie C No. 402
180. Este Tribunal ha especificado que en una investigación penal por violencia 

sexual, es necesario que: i) la declaración de la víctima se realice en un am-
biente cómodo y seguro, que le brinde privacidad y confianza; ii) la declara-
ción de la víctima se registre de forma tal que se evite o limite la necesidad 
de su repetición; iii) se brinde atención médica, sanitaria y psicológica a la 
víctima, tanto de emergencia como de forma continuada si así se requie-
re, mediante un protocolo de atención cuyo objetivo sea reducir las conse-
cuencias de la violación; iv) se realice inmediatamente un examen médico 
y psicológico completo y detallado por personal idóneo y capacitado, en lo 
posible del género que la víctima indique, ofreciéndole que sea acompañada 
por alguien de su confianza si así lo desea; v) se documenten y coordinen los 
actos investigativos y se maneje diligentemente la prueba, tomando mues-
tras suficientes, realizando estudios para determinar la posible autoría del 
hecho, asegurando otras pruebas como la ropa de la víctima, investigando 
de forma inmediata el lugar de los hechos y garantizando la correcta cadena 
de custodia, y vi) se brinde acceso a asistencia jurídica gratuita a la víctima 
durante todas las etapas del proceso.

182. En las entrevistas que se realicen a una persona que afirma haber sido so-
metida a actos de tortura: i) se debe permitir que ésta pueda exponer lo que 
considere relevante con libertad; ii) no debe exigirse a nadie hablar de ninguna 
forma de tortura si se siente incómoda al hacerlo; iii) se debe documentar 
durante la entrevista la historia psicosocial y, de ser el caso, previa al arresto 
de la presunta víctima, el resumen de los hechos narrados por esta relacio-
nados al momento de su detención inicial, las circunstancias, el lugar y las 
condiciones en las que se encontraba durante su permanencia bajo custodia 
estatal, los malos tratos o actos de tortura presuntamente sufridos, así como 
los métodos presuntamente utilizados para ello, y iv) se debe grabar y hacer 
transcribir la declaración detallada. Por otro lado, la entrevista que se realiza a 
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una presunta víctima de actos de violencia o violación sexual deberá realizarse 
en un ambiente cómodo y seguro, que le brinde privacidad y confianza, y de-
berá registrarse de forma tal que se evite o limite la necesidad de su repetición.

187. En casos donde existen indicios de tortura, los exámenes médicos practi-
cados a la presunta víctima deben ser realizados con consentimiento pre-
vio e informado, sin la presencia de agentes de seguridad u otros agentes 
estatales. Igualmente, al tomar conocimiento de actos de violación sexual, 
es necesario que se realice de inmediato un examen médico y psicológico 
completo y detallado por personal idóneo y capacitado, en lo posible del sexo 
que la víctima indique, ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su 
confianza si así lo desea. Dicho examen deberá ser realizado de conformidad 
con protocolos dirigidos específicamente a documentar evidencias en casos 
de violencia sexual.

Corte IDH. Caso Sales Pimenta vs. Brasil. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de junio de 2022. Serie 
C No. 454
111. Por último, en lo relativo a la afectación generada en la situación jurídica de 

las personas involucradas en el proceso, este Tribunal ha establecido que, 
si el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del 
individuo, resultará necesario que el procedimiento avance con mayor dili-
gencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. En el presente caso 
el Tribunal observa que, tratándose de un defensor de derechos humanos, 
máxime de un abogado de trabajadores rurales en un contexto de violencia e 
impunidad, las autoridades judiciales tendrían que haber obrado con mayor 
diligencia y celeridad en el marco de la realización de los actos procesales, 
toda vez que de estas actuaciones judiciales dependía investigar y determinar 
la verdad de lo sucedido, siendo una gran probabilidad que el señor Gabriel 
Sales Pimenta hubiese sido víctima de una muerte violenta vinculada a su 
actividad de defensor de derechos humanos, lo cual podía interpretarse como 
un mensaje de ataque directo hacia el colectivo de defensoras y defensores 
de derechos humanos.
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Capítulo 7

Erradicación de sesgos 
ideológicos y estereotipos 
en la investigación

Corte IDH. Caso familia Barrios vs. Venezuela. Fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. Serie C No. 237
242. Por el contrario, la investigación se centró inicialmente en recopilar infor-

mación sobre antecedentes penales de la víctima, sin que conste cuál es el 
vínculo que se pretendía dar entre los hechos que generaron su muerte y la 
incorporación al expediente de tales antecedentes.

Corte IDH. Caso J. Vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275
352. La cuarta y última de las justificaciones dadas por el Estado es que “ha sido 

usual que las procesadas por terrorismo aleguen indebidamente haber sido 
víctimas de violaciones sexuales u otros actos de contenido sexual, a pesar 
de que dichas aseveraciones no se corroboran con los certificados médicos [l]
egales que se les practicaron, teniendo como única finalidad cuestionar la le-
galidad del proceso penal”. Este Tribunal observa que dicho alegato evidencia 
una concepción que (i) asume automáticamente que las denuncias de violen-
cia sexual son falsas, contrario al deber de iniciar una investigación de oficio 
cada vez que se presente una denuncia o existan indicios de su ocurrencia 
(supra párrs. 341, 342 y 345); (ii) es contraria al contexto de violencia sexual 
existente en la época de los hechos (supra párrs. 315 a 317); (iii) desconoce que 
no todos los casos de violación y/o violación sexual ocasionan lesiones físicas 
verificables a través de un examen médico (supra párr. 329), y (iv) muestra 
un criterio discrecional y discriminatorio con base en la situación procesal 
de las mujeres para no iniciar una investigación por una alegada violación o 
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violencia sexual. Al respecto, la Corte recuerda que la investigación que debe 
iniciar el Estado, una vez que las autoridades estatales tengan conocimiento 
del hecho, debe ser una investigación seria, imparcial y efectiva (supra párr. 
342). Por tanto, el inicio de la investigación no puede estar condicionado por 
quien realiza la denuncia ni por la creencia de las autoridades, antes de iniciar 
la investigación, de que las alegaciones realizadas son falsas.

Corte IDH. Caso Veliz Franco y otros vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 de mayo 
de 2014. Serie C No. 277
209. Según determinadas pautas internacionales en materia de violencia contra 

la mujer y violencia sexual, las pruebas relativas a los antecedentes sexuales 
de la víctima son en principio inadmisibles, por lo que la apertura de líneas de 
investigación sobre el comportamiento social o sexual previo de las víctimas 
en casos de violencia de género no es más que la manifestación de políticas 
o actitudes basadas en estereotipos de género. 

212. Este incumplimiento del deber de no discriminación se vio agravado en el 
presente caso por el hecho de que algunos funcionarios a cargo de la inves-
tigación del caso efectuaron declaraciones que denotan la existencia de pre-
juicios y estereotipos sobre el rol social de las mujeres. Del acervo probatorio 
se desprende que en algunos informes de la investigación se hizo referencia 
explícita a la forma de vestir de María Isabel, a su vida social y nocturna, 
a sus creencias religiosas, así como a la falta de preocupación o vigilancia 
por parte de su familia. Según un escrito de la madre de la víctima de 27 
de abril de 2007 (supra párr. 118), la Auxiliar Fiscal de la Agencia No. 5 de 
Mixco le habría dicho que María Isabel “era una cualquiera, una prostituta”. 
Asimismo, con base en información suministrada en un peritaje psicológico 
practicado a una amiga de María Isabel, el perito, sin fundamento, en su 
informe, concluyó que la víctima habría sufrido de “inestabilidad emocio-
nal al andar con varios novios y amigos” (supra párr. 118). Si bien es cierto, 
como alegó el Estado, que algunas de estas afirmaciones provenían de las 
declaraciones rendidas por testigos o entrevistados (conocidos y amigos 
de la víctima) en el marco de la investigación, el hecho de que se diera rele-
vancia en los interrogatorios y en los informes a ciertos aspectos de la vida 
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privada y del comportamiento previo de María Isabel demuestra la existen-
cia de estereotipos de género. Esta conclusión coincide con el contexto al que 
hacen referencia ciertos estudios y testimonios de mujeres sobrevivientes 
y sus familiares, así como la perita Solís García, sobre la “tendencia de los 
investigadores a desacreditar a las víctimas y culpabilizarlas por su estilo de 
vida, o ropa” y la indagación de aspectos relativos a las relaciones personales 
y sexualidad de las víctimas (supra párr. 90). 

213. En el presente caso, los estereotipos de género tuvieron una influencia nega-
tiva en la investigación del caso, en la medida en que trasladaron la culpa de 
lo acontecido a la víctima y a sus familiares, cerrando otras líneas posibles de 
investigación sobre las circunstancias del caso e identificación de los autores. 
Al respecto, la Corte ya ha tenido ocasión de señalar que la creación y uso de 
estereotipos se convierte en una de las causas y consecuencias de la violencia 
de género en contra de la mujer.

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 
de noviembre de 2015. Serie C No. 307
180. La Corte reitera que el estereotipo de género se refiere a una pre-concep-

ción de atributos, conductas o características poseídas o papeles que son o 
deberían ser ejecutados por hombres y mujeres respectivamente, y que es 
posible asociar la subordinación de la mujer a prácticas basadas en estereo-
tipos de género socialmente dominantes y socialmente persistentes. En este 
sentido, su creación y uso se convierte en una de las causas y consecuencias 
de la violencia de género en contra de la mujer, condiciones que se agravan 
cuando se reflejan, implícita o explícitamente, en políticas y prácticas, par-
ticularmente en el razonamiento y el lenguaje de las autoridades estatales.

183. La Corte reconoce, visibiliza y rechaza el estereotipo de género por el cual 
en los casos de violencia contra la mujer las víctimas son asimiladas al perfil 
de una pandillera y/o una prostituta y/o una “cualquiera”, y no se conside-
ran lo suficientemente importantes como para ser investigados, haciendo 
además a la mujer responsable o merecedora de haber sido atacada. En este 
sentido, rechaza toda práctica estatal mediante la cual se justifica la violen-
cia contra la mujer y se le culpabiliza de esta, toda vez que valoraciones de 
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esta naturaleza muestran un criterio discrecional y discriminatorio con base 
en el origen, condición y/o comportamiento de la víctima por el solo hecho 
de ser mujer. Consecuentemente, la Corte considera que estos estereotipos 
de género son incompatibles con el derecho internacional de los derechos 
humanos y se deben tomar medidas para erradicarlos donde se presenten.

191. En el presente caso, la Corte constató que la escena del crimen no fue traba-
jada como es debido ni con la exhaustividad requerida para lograr resultados 
positivos en la investigación; hubo una falta en la recaudación, documenta-
ción y preservación de evidencia, e irregularidades en el reconocimiento mé-
dico forense, en la práctica de la necropsia y en su documentación respectiva. 
Además, las diligencias de investigación han sido tardías, repetitivas y se han 
prolongado a través del tiempo, y algunas otras no se tiene claridad sobre 
las razones por las cuales se han practicado (supra párrs. 168 y 172). Dichas 
falencias investigativas no son un hecho casual ni colateral a la investigación; 
son una consecuencia directa de una práctica común de las autoridades que 
investigan de realizar una valoración estereotipada de la víctima, aunado 
a la ausencia de controles administrativos sobre la actividad de los agentes 
estatales que intervinieron y actuaron en la investigación con base en estos 
estereotipos y prejuicios. Todo lo cual derivó en que el caso no se investigara 
de manera diligente ni con rigor, manteniéndose en la impunidad hasta el 
día de hoy, lo cual constituyó una forma de discriminación en el acceso a la 
justicia por razones de género.

Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros vs. Guatemala. 
Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 24 de agosto de 2017. Serie C No. 33973
173. La Corte reconoce que los prejuicios personales y los estereotipos de género 

afectan la objetividad de los funcionarios estatales encargados de investigar 

73	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado guatemalteco por la falta de investi-
gación y de protección judicial respecto a la desaparición forzada de Mayra Angelina 
Gutiérrez Hernández, así como la falta de sanción a los responsables. El texto íntegro 
de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/resumen_339_esp.pdf. Asimismo, la Sentencia de 22 de agosto de 
2018 (Interpretación de Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_339_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_339_esp.pdf


138

Investigación forense de graves violaciones a derechos humanos

las denuncias que se les presentan, influyendo en su percepción para deter-
minar si ocurrió́ o no un hecho de violencia, en su evaluación de la credibili-
dad de los testigos y de la propia víctima. Los estereotipos “distorsionan las 
percepciones y dan lugar a decisiones basadas en creencias preconcebidas y 
mitos, en lugar de hechos”, lo que a su vez puede dar lugar a la denegación de 
justicia, incluida la revictimización de las denunciantes. Cuando se utilizan 
estereotipos en las investigaciones de violencia contra la mujer se afecta 
el derecho a una vida libre de violencia, más aún en los casos en que estos 
estereotipos por parte de los operadores jurídicos impiden el desarrollo de 
investigaciones apropiadas, denegándose, además, el derecho al acceso a 
la justicia de las mujeres. A su vez, cuando el Estado no desarrolla acciones 
concretas para erradicarlos, los refuerza e institucionaliza, lo cual genera y 
reproduce violencia contra la mujer.

Corte IDH. Caso Azul Rojas Marín y otra vs. Perú. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 12 de marzo 
de 2020. Serie C No. 402
199. En particular, la Corte ha reconocido que los prejuicios personales y los 

estereotipos de género afectan la objetividad de los funcionarios estatales 
encargados de investigar las denuncias que se les presentan, influyendo en 
su percepción para determinar si ocurrió́ o no un hecho de violencia, en su 
evaluación de la credibilidad de los testigos y de la propia víctima. Los es-
tereotipos “distorsionan las percepciones y dan lugar a decisiones basadas 
en creencias preconcebidas y mitos, en lugar de hechos”, lo que a su vez 
puede dar lugar a la denegación de justicia, incluida la revictimización de 
las denunciantes. La Corte considera que lo mismo puede ocurrir en casos 
de estereotipos por la orientación sexual.

202. Este Tribunal advierte que la apertura de líneas de investigación sobre el 
comportamiento social o sexual previo de las víctimas en casos de violencia 
de género no es más que la manifestación de políticas o actitudes basadas en 
estereotipos de género. No hay razón por lo que lo mismo no sea aplicable a 

y Costas), Serie C No. 357, puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_357_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_357_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_357_esp.pdf
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casos de violencia sexual contra personas LGBTI, o percibidas como tales. 
En este sentido, el Tribunal considera que las preguntas relativas a la vida 
sexual de la presunta víctima son innecesarias, así como revictimizantes.

Corte IDH. Caso Digna Ochoa y familiares vs. México. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 
de noviembre de 2021. Serie C No. 447
124. En lo que se refiere al ámbito de las investigaciones de denuncias que se les 

presentan, la Corte ha reconocido que los prejuicios personales y los este-
reotipos de género afectan la objetividad de los funcionarios estatales en-
cargados de investigar dichas denuncias, influyendo en su percepción para 
determinar si ocurrió́ o no un hecho de violencia, en su evaluación de la cre-
dibilidad de los testigos y de la propia víctima. Los estereotipos “distorsionan 
las percepciones y dan lugar a decisiones basadas en creencias preconcebidas 
y mitos, en lugar de hechos”, lo que a su vez puede dar lugar a la denegación 
de justicia, incluida la revictimización de las denunciantes. Además, cuando 
se utilizan estereotipos en las investigaciones de violencia contra la mujer 
se afecta el derecho a una vida libre de violencia, más aún en los casos en 
que su empleo por parte de los operadores jurídicos impide el desarrollo de 
investigaciones apropiadas, denegándose, además, el derecho de acceso a 
la justicia de las mujeres. A su vez, cuando el Estado no desarrolla acciones 
concretas para erradicarlos, los refuerza e institucionaliza, lo cual genera y 
reproduce la violencia contra la mujer. Por tanto, los Estados tienen la obli-
gación de adoptar un enfoque diferenciado que incluya la discriminación y 
estereotipos de género que han acentuado históricamente la violencia contra 
las mujeres y personas defensoras.

127. El Tribunal observa que los dictámenes de psicología forense realizados a la 
señora Digna Ochoa se basaron en el estudio de objetos personales que es-
tuvieron en su posesión (como pudieron ser las notas de un diario y algunas 
cartas de su autoría, entre otros), así como entrevistas con personas que 
la conocieron. Así, según el dictamen de 28 junio de 2002, la señora Digna 
Ochoa era descrita como una persona “exigente”, “religiosa” y con un “fuer-
te sentimiento de ira”, entre otros. Por otro lado, un dictamen psicodinámico 
de 8 de mayo de 2003 definía a la señora Digna Ochoa como una persona con 
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“relaciones interpersonales inestables”, elucubrando, además, que podía pa-
decer de “histeria conversiva”. El Tribunal nota que, para concluir que la se-
ñora Digna Ochoa padecía una suerte de trastorno psicológico o de persona-
lidad, los dictámenes hicieron referencia a aspectos de su vida personal como 
era su asistencia a terapia psicológica, así como cuestiones relativas a sus 
relaciones sentimentales e incluso algunas relativas a su autonomía sexual 
y reproductiva. Todo ello llevó a la adopción de conclusiones estereotipadas 
basadas en su género, e incluso en algunos momentos paternalistas, como 
lo fue la afirmación de que el hecho de que su relación de pareja atravesaba 
un momento conflictivo la hacía encontrarse “desprotegida”, haciéndola 
“vulnerable a no soportar el estrés”. Particular atención merecen las consi-
deraciones sobre una supuesta interrupción de un embarazo realizada por la 
señora Digna Ochoa, la cual fue definida como un “hecho significativo” en el 
que la defensora de derechos humanos no tenía “sensación de culpa” donde 
respondió “sin mayor trámite, ni culpa evidente”, y pese a que “se decía 
muy apegada a la religión católica”. Por otro lado, algunos de los peritajes 
denostaron el compromiso de la señora Digna Ochoa con la defensa de los 
derechos humanos, generando así la imagen de una persona poseída por una 
exagerada devoción. Así, se apuntó a una “tendencia al sufrimiento [... y un], 
pensamiento y convicción de dar la vida por enfrentar todo lo que para ella 
representaba violación a los derechos humanos”, así como a la valoración 
con un sentido negativo de que la señora Digna Ochoa “pasó la mayor parte 
de su vida erigiéndose como defensora de víctimas y buscando agresores”.

128. La Corte reafirma que prácticas como las señaladas, tendientes a devaluar 
a la víctima en función de estereotipos negativos, en un intento de justificar 
los crímenes cometidos contra esta y/o encubrir a la o las personas responsa-
bles, deben ser rechazadas y calificadas como incompatibles con el derecho 
internacional de los derechos humanos. Además, la Corte ha reconocido que 
los prejuicios personales y los estereotipos de género afectan la objetividad de 
los funcionarios estatales encargados de investigar las denuncias que se les 
presentan, influyendo en su percepción para determinar si ocurrió́ o no un 
hecho de violencia, en su evaluación de la credibilidad de los testigos y de la 
propia víctima. La Corte resalta, además, que la utilización de estereotipos 
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por parte de las autoridades judiciales puede constituir un elemento indica-
tivo de la existencia de falta de imparcialidad. 

129. Sentado lo anterior, el Tribunal advierte que la investigación relativa a las 
circunstancias de la muerte de la señora Digna Ochoa estuvo sesgada, desde 
el principio, por la aplicación de estereotipos de género, donde destaca la 
elaboración de peritajes con base en este tipo de estereotipos que apelaban 
a aspectos íntimos y personales de la defensora, todo ello con el objetivo de 
cuestionar su credibilidad. Así, se proyectó una imagen de la señora Digna 
Ochoa como una mujer poco creíble y exagerada, lo cual les permitía con-
cluir que habría cometido un suicido producto de una inestabilidad emocio-
nal, inestabilidad que además estaba relacionada con su condición de mu-
jer. Además, los referidos dictámenes pusieron el acento en la víctima y sus 
comportamientos, aislando e invisibilizando de esta forma los hechos del 
contexto en que ocurrió la muerte, desvinculándola automáticamente de su 
labor de defensa de derechos humanos y, en consecuencia, afectando negati-
vamente a la investigación y a la valoración de la prueba. En consecuencia, 
la determinación a nivel interno de que la señora Digna Ochoa falleció como 
consecuencia de un supuesto “suicidio disimulado” (sic) no solo no estuvo 
sustentada en la valoración objetiva de prueba recolectada, sino que, a cri-
terio de la Corte, es difícilmente compatible con la sucesión de hechos que 
constan probados y, en específico, con las circunstancias y forma en la que 
habría tenido lugar dicha muerte.
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Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. Sentencia 
de 29 de julio de 1988. Serie C No. 04
181. El deber de investigar hechos de este género subsiste mientras se mantenga 

la incertidumbre sobre la suerte final de la persona desaparecida. Incluso 
en el supuesto de que circunstancias legítimas del orden jurídico interno 
no permitieran aplicar las sanciones correspondientes a quienes sean in-
dividualmente responsables de delitos de esta naturaleza, el derecho de los 
familiares de la víctima de conocer cuál fue el destino de ésta y, en su caso, 
dónde se encuentran sus restos, representa una justa expectativa que el Es-
tado debe satisfacer con los medios a su alcance.

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang vs. Guatemala. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101
274. La Corte ha reiterado que toda persona, incluyendo a los familiares de vícti-

mas de graves violaciones de derechos humanos, tiene el derecho a la verdad. 
En consecuencia, los familiares de las víctimas y la sociedad como un todo 
deben ser informados de todo lo sucedido con relación a dichas violaciones. 
Este derecho a la verdad ha venido siendo desarrollado por el Derecho In-
ternacional de los Derechos Humanos; al ser reconocido y ejercido en una 
situación concreta, ello constituye un medio importante de reparación. Por 
lo tanto, en este caso da lugar a una expectativa que el Estado debe satisfacer 
a los familiares de la víctima y a la sociedad guatemalteca.
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Corte IDH. Caso 19 Comerciantes vs. Colombia. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109
267. La privación continua de la verdad acerca del destino de un desaparecido 

constituye una forma de trato cruel e inhumano para los familiares cer-
canos y, como sostuvo esta Corte en anteriores oportunidades, el derecho 
de los familiares de las víctimas de conocer lo sucedido a éstas y, en su 
caso, dónde se encuentran sus restos mortales, constituye una medida de 
reparación y por tanto una expectativa que el Estado debe satisfacer a los 
familiares de las víctimas.

Corte IDH. Caso de la “Masacre de Mapiripán” vs. Colombia. Sentencia 
de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134
297. La Corte reitera que el Estado está obligado a combatir esta situación de im-

punidad por todos los medios disponibles, ya que ésta propicia la repetición 
crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las 
víctimas y de sus familiares, quienes tienen derecho a conocer la verdad de 
los hechos. Este derecho a la verdad, al ser reconocido y ejercido en una si-
tuación concreta, constituye un medio importante de reparación. Por tanto, 
en el presente caso, el derecho a la verdad da lugar a una expectativa de las 
víctimas, que el Estado debe satisfacer.

Corte IDH. Caso Servellón García y otros vs. Honduras. Sentencia de 21 
de septiembre de 2006. Serie C No. 15274
193. Asimismo, los familiares de víctimas de graves violaciones de derechos hu-

manos tienen el derecho de conocer la verdad. El conocimiento de la verdad 
de lo ocurrido en violaciones de derechos humanos notorias como las del 
presente caso, es un derecho inalienable, un medio importante de repara-
ción para las víctimas y sus familiares y es una forma de esclarecimiento 

74	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado hondureño por la detención arbitra-
ria y posterior ejecución extrajudicial de Marco Antonio Servellón García y otras tres 
personas por parte de agentes públicos, así como por la falta de investigación y sanción 
de los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_152_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_152_esp.pdf
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fundamental para que la sociedad pueda desarrollar mecanismos propios y 
prevención de violaciones como las de este caso en el futuro.

Corte IDH. Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163
195. En casos de graves violaciones a los derechos humanos, las obligaciones 

positivas inherentes al derecho a la verdad exigen la adopción de los diseños 
institucionales que permitan que este derecho se realice en la forma más 
idónea, participativa y completa posible y no enfrente obstáculos legales 
o prácticos que lo hagan ilusorio. La Corte resalta que la satisfacción de la 
dimensión colectiva del derecho a la verdad exige la determinación procesal 
de la más completa verdad histórica posible, lo cual incluye la determinación 
judicial de los patrones de actuación conjunta y de todas las personas que 
de diversas formas participaron en dichas violaciones y sus correspondien-
tes responsabilidades. Dicha investigación debe ser asumida por el Estado 
como un deber jurídico propio y no como una simple gestión de intereses 
particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus 
familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. En cuanto 
a la participación de las víctimas, se debe garantizar que, en todas las etapas 
de los respectivos procesos, las víctimas puedan formular sus pretensiones 
y presentar elementos probatorios y que éstos sean analizados de forma 
completa y seria por las autoridades antes de que se resuelva sobre hechos, 
responsabilidades, penas y reparaciones.

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C 
No. 202
119. El Tribunal considera que el derecho a conocer la verdad tiene como efecto 

necesario que en una sociedad democrática se conozca la verdad sobre los 
hechos de graves violaciones de derechos humanos. Esta es una justa ex-
pectativa que el Estado debe satisfacer, por un lado, mediante la obligación 
de investigar las violaciones de derechos humanos y, por el otro, con la 
divulgación pública de los resultados de los procesos penales e investiga-
tivos. Esto exige del Estado la determinación procesal de los patrones de 
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actuación conjunta y de todas las personas que de diversas formas parti-
ciparon en dichas violaciones y sus correspondientes responsabilidades. 
Además, en cumplimiento de sus obligaciones de garantizar el derecho a 
conocer la verdad, los Estados pueden establecer comisiones de la verdad, 
las que contribuyen a la construcción y preservación de la memoria histó-
rica, el esclarecimiento de hechos y la determinación de responsabilidades 
institucionales, sociales y políticas en determinados períodos históricos de 
una sociedad.

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 16 
de noviembre de 2009. Serie C No. 205
454. La Corte considera que el Estado está obligado a combatir dicha situación 

de impunidad por todos los medios disponibles, ya que ésta propicia la repe-
tición crónica de las violaciones de derechos humanos. La ausencia de una 
investigación completa y efectiva sobre los hechos constituye una fuente de 
sufrimiento y angustia adicional para las víctimas, quienes tienen el dere-
cho a conocer la verdad de lo ocurrido. Dicho derecho a la verdad exige la 
determinación de la más completa verdad histórica posible, lo cual incluye la 
determinación de los patrones de actuación conjunta y de todas las personas 
que de diversas formas participaron en dichas violaciones.

Corte IDH. Caso de la Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 
de noviembre de 2009. Serie C No. 211
149. El Tribunal estima que en una sociedad democrática se debe conocer la ver-

dad sobre los hechos de graves violaciones de derechos humanos. Esta es 
una justa expectativa que el Estado debe satisfacer, por un lado, mediante 
la obligación de investigar las violaciones de derechos humanos y, por el 
otro, con la divulgación pública de los resultados de los procesos penales e 
investigativos. Esto exige del Estado la determinación procesal de los pa-
trones de actuación conjunta y de todas las personas que de diversas formas 
participaron en dichas violaciones y sus correspondientes responsabilidades 
y reparar a las víctimas del caso.



146

Investigación forense de graves violaciones a derechos humanos

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de mayo 
de 2010. Serie C No. 212
222. El Tribunal ha establecido que es de suma importancia para los familiares de 

la víctima desaparecida el esclarecimiento del paradero final de la misma, ya 
que esto permite a los familiares aliviar la angustia y sufrimiento causados 
por la incertidumbre del paradero de su familiar desaparecido.

Corte IDH. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña vs. Bolivia. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C 
No. 217
130. Por otra parte, el Tribunal recuerda que en otros casos ha considerado que la 

privación de la verdad acerca del destino de un desaparecido constituye una 
forma de trato cruel e inhumano para los familiares cercanos. Igualmente, 
la Corte ha señalado que ante hechos de desaparición forzada de personas, 
el Estado tiene la obligación de garantizar el derecho a la integridad personal 
de los familiares también por la vía de investigaciones efectivas. Más aún, la 
ausencia de recursos efectivos ha sido considerada por la Corte como fuente 
de sufrimiento y angustia adicionales para las víctimas y sus familiares.

Corte IDH. Caso familia Barrios vs. Venezuela. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. Serie C No. 237
291. La Corte recuerda que el derecho a la verdad se encuentra subsumido fun-

damentalmente en el derecho de la víctima o de sus familiares a obtener de 
los órganos competentes del Estado el esclarecimiento de los hechos viola-
torios y las responsabilidades correspondientes, a través de la investigación 
y el juzgamiento que previenen los artículos 8 y 25 de la Convención, lo cual 
constituye además una forma de reparación. En consecuencia, en este caso 
el Tribunal no hará un pronunciamiento adicional respecto de la supuesta 
violación del derecho a la verdad formulada por los representantes.
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Corte IDH. Caso Rocha Hernández y otros vs. El Salvador. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014. Serie C 
No. 28575
234. El derecho a conocer la verdad entraña tener un conocimiento pleno y com-

pleto de los actos que se produjeron, las personas que participaron en ellos y 
las circunstancias específicas, en particular de las violaciones perpetradas y 
su motivación. En los casos de desaparición forzada de personas, el derecho a 
la verdad tiene también una faceta especial: el conocimiento de la suerte y el 
paradero de las víctimas. La Corte considera que, aparte de las labores reali-
zadas por diversas entidades para el conocimiento de la suerte y el paradero 
de las víctimas y el enjuiciamiento de personas responsables, corresponde 
al Estado, como medida de reparación que busca satisfacer el derecho de la 
sociedad en su conjunto a conocer la verdad, recurrir a mecanismos idóneos 
para mantener viva la memoria de las víctimas y dar transparencia a los he-
chos que violentaron los derechos humanos por medio del establecimiento 
de espacios de memoria pública, ya sean estos memoriales, monumentos, 
museos, entre otros.

Corte IDH. Caso Comunidad Campesina de Santa Bárbara vs. Perú. 
Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 299
264. Por su parte, este Tribunal ha determinado que toda persona, incluyendo 

los familiares de las víctimas de graves violaciones a derechos humanos, 
tiene el derecho a conocer la verdad. En consecuencia, los familiares de las 
víctimas y la sociedad deben ser informados de todo lo sucedido con relación 
a dichas violaciones. La Corte Interamericana ha considerado el contenido 
del derecho a conocer la verdad en su jurisprudencia, en particular en casos 
de desaparición forzada.

75	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado salvadoreño por las desapariciones forza-
das de José Adrián Rocha Hernández, Santos Ernesto Salinas, Emelinda Lorena Hernández, 
Manuel Antonio Bonilla y Ricardo Abarca Ayala, así como la falta de investigación y san-
ción de los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_285_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_285_esp.pdf
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265. De lo anterior se desprende que, si bien el derecho a conocer la verdad se ha 
enmarcado fundamentalmente en el derecho de acceso a la justicia, aquel 
tiene una naturaleza amplia y su vulneración puede afectar distintos dere-
chos consagrados en la Convención Americana, dependiendo del contexto 
y circunstancias particulares del caso.

Corte IDH. Caso Miembros de la aldea Chichupac y comunidades 
vecinas del municipio de Rabinal vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 
de noviembre de 2016. Serie C No. 328
214. De igual modo, dicho deber impone la remoción de todo obstáculo de jure 

y de facto que impida la investigación y juzgamiento de los hechos y, en su 
caso, la sanción de todos los responsables de las violaciones declaradas, así 
como la búsqueda de la verdad. Por esta razón, en el presente caso, el cual 
versa sobre graves violaciones de derechos humanos cometidas dentro de un 
contexto de violaciones masivas y sistemáticas, la obligación de investigar 
no puede desecharse o condicionarse por actos o disposiciones normativas 
internas de ninguna índole.

Corte IDH. Caso Manuela y otros vs. El Salvador. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 2 
de noviembre de 2021. Serie C No. 44176
135. La Corte ha señalado que el proceso penal, en tanto respuesta investigativa 

y judicial del Estado, debe constituir un medio adecuado para permitir una 
búsqueda genuina de la verdad de lo sucedido mediante una evaluación 
adecuada de las hipótesis consideradas sobre el modo y circunstancias 
del delito. En consecuencia, en virtud del principio de presunción de ino-
cencia, los órganos investigadores deben investigar no solo la comisión 
del delito, sino también la posibilidad de que este no haya ocurrido. Esta 

76	  El caso trata sobre la responsabilidad del Estado salvadoreño por la detención, juzgamiento 
y condena de una mujer que sufrió una emergencia obstétrica, así como por la falta de 
atención médica y posterior muerte. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en 
el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_441_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_441_esp.pdf
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misma obligación se encontraba reconocida en la legislación salvadoreña 
al momento de los hechos.

Corte IDH. Caso Maidanik y otros vs. Uruguay. Fondo y reparaciones. 
Sentencia de 15 de noviembre 2021. Serie C No. 444
177. Como ha señalado el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los De-

rechos Humanos, “[e]l derecho a la verdad entraña tener un conocimiento 
pleno y completo de los actos que se produjeron, las personas que participa-
ron en ellos y las circunstancias específicas, en particular de las violaciones 
perpetradas y su motivación”. En ese sentido, resulta relevante que, según 
los casos, las indagaciones dirigidas a determinar lo sucedido se realicen, 
por ejemplo, considerando una perspectiva de género, o las motivaciones 
políticas que pudieron tener las violaciones a derechos humanos. Por otra 
parte, en casos de desaparición forzada, es parte del derecho a la verdad el 
“derecho de los familiares de la víctima de conocer cuál fue el destino de ésta 
y, en su caso, dónde se encuentran sus restos”.
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Aspectos generales

Corte IDH. Caso Caballero Delgado y Santana vs. Colombia. Fondo. 
Sentencia de 8 de diciembre de 1995. Serie C No. 2277
58. Sin embargo, para garantizar plenamente los derechos reconocidos por la 

Convención, no es suficiente que el Gobierno emprenda una investigación 
y trate de sancionar a los culpables, sino que es necesario, además, que toda 
esta actividad del Gobierno culmine con la reparación a la parte lesionada, 
lo que en este caso no ha ocurrido.

Corte IDH. Caso Garrido y Baigorria vs. Argentina. Reparaciones 
y costas. Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C No. 3978
43. En los escritos presentados por los familiares de las víctimas existen algunos 

pasajes en que se solicitan indemnizaciones que irían más allá de la repa-
ración de los daños y que tendrían cierto carácter sancionatorio. Así, por 
ejemplo, en la audiencia de 20 de enero de 1998, el representante de los fa-
miliares de las víctimas reclamó la imposición de “una indemnización ejem-
plar”. Estas pretensiones no corresponden a la naturaleza de este Tribunal 
ni a sus atribuciones. La Corte Interamericana no es un tribunal penal y su 

77	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado colombiano por la detención y pos-
terior desaparición de Isidro Caballero Delgado y María del Carmen Santana. El texto 
íntegro de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.
or.cr/docs/casos/articulos/seriec_22_esp.pdf 

78	  El caso trata sobre el reconocimiento de la responsabilidad del Estado argentino por la 
desaparición forzada de Adolfo Argentino Garrido Calderón y Raúl Baigorria Balmaceda, 
por parte de agentes policiales. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el 
siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_39_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_22_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_22_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_39_esp.pdf
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competencia, en este particular, es la de fijar las reparaciones a cargo de los 
Estados que hubieren violado la Convención. La reparación, como la pala-
bra lo indica, está dada por las medidas que tienden a hacer desaparecer los 
efectos de la violación cometida. Su calidad y su monto dependen del daño 
ocasionado tanto en el plano material como moral. La reparación no puede 
implicar ni un enriquecimiento ni un empobrecimiento para la víctima o 
sus sucesores (Cfr.: Caso del ferrocarril de la bahía de Delagoa, LA FONTAINE, 
Pasicrisie internationale, Berne, 1902, p. 406).

Corte IDH. Caso Gómez Palomino vs. Perú. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 13679
146. La Corte toma en cuenta que las graves violaciones de derechos humanos 

como la ocurrida en el presente caso dejan secuelas de impresión duradera 
en las víctimas y familiares directamente afectados, que a su vez impactan 
a las nuevas generaciones. Así, el dilema que viven las generaciones pre-
sentes, afectadas directamente por la violación de sus derechos humanos, 
transciende a las generaciones futuras de diversas maneras. Para lograr una 
reparación integral en atención a las circunstancias particulares del presente 
caso, el Tribunal dispone que, en caso de que las hermanas y el hermano del 
señor Gómez Palomino mencionados en el párrafo anterior no deseen ha-
cer uso personal de la medida de reparación educativa ordenada a su favor, 
podrán transmitir dicho beneficio a sus hijos e hijas, el que se otorgará en 
forma de una beca que cubra integralmente estudios de educación prima-
ria y secundaria en una institución de educación pública del país. Esta beca 
educativa también se aplicará a los hijos de la señora Mercedes Palomino 
Buitrón, fallecida, si los tuviere.

79	  El caso se relaciona con la responsabilidad del Estado peruano por la desaparición forzada 
de Santiago Gómez Palomino por parte de agentes militares, así como la falta de investi-
gación y sanción de los responsables. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en 
el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_136_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_136_esp.pdf
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Corte IDH. Caso de la Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 
de noviembre de 2009. Serie C No. 211
226. La Corte estima que con motivo de la denegación de justicia en perjuicio 

de las víctimas de muy graves violaciones a derechos humanos, como lo es 
una masacre, se presentan una diversidad de afectaciones tanto en la esfera 
individual como colectiva. En este sentido, resulta evidente que las víctimas 
de una impunidad prolongada sufran distintas afectaciones por la búsqueda 
de justicia no sólo de carácter material, sino también otros sufrimientos y 
daños de carácter psicológico, físico y en su proyecto de vida, así como otras 
posibles alteraciones en sus relaciones sociales y la dinámica de sus familias 
y comunidades. Este Tribunal ha señalado que estos daños se intensifican 
por la falta de apoyo de las autoridades estatales en la búsqueda efectiva e 
identificación de los restos, y la imposibilidad de honrar apropiadamente 
a sus seres queridos. Frente a ello, la Corte ha considerado la necesidad de 
otorgar diversas medidas de reparación, a fin de resarcir los daños de manera 
integral, por lo que además de las compensaciones pecuniarias, las medi-
das de satisfacción, restitución, rehabilitación y garantías de no repetición 
tienen especial relevancia por la gravedad de las afectaciones y el carácter 
colectivo de los daños ocasionados.

Corte IDH. Caso Osorio Rivera y familiares vs. Perú. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 26 
de noviembre de 2013. Serie C No. 27480
236. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación in-

ternacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitución (restitutio 
in integrum), que consiste en el restablecimiento de la situación anterior. De 
no ser esto factible, como ocurre en la mayoría de los casos de violaciones 
a derechos humanos, el Tribunal determinará medidas para garantizar los 

80	  El caso trata de la responsabilidad del Estado peruano por la desaparición forzada de 
Jeremías Osorio Rivera por una patrulla militar, así como la falta de investigación, 
las garantías del debido proceso y la sanción a los responsables. El texto íntegro de la 
sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/
casos/articulos/seriec_274_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_274_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_274_esp.pdf
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derechos conculcados y reparar las consecuencias que las infracciones pro-
dujeron. Por tanto, la Corte ha considerado la necesidad de otorgar diversas 
medidas de reparación, a fin de resarcir los daños de manera integral, por lo 
que además de las compensaciones pecuniarias, las medidas de restitución, 
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición tienen especial re-
levancia por los daños ocasionados.

237. La Corte ha establecido que las reparaciones deben tener un nexo causal con 
los hechos del caso, las violaciones declaradas, los daños acreditados, así como 
las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos, ella debe observar 
dicha concurrencia para pronunciarse debidamente y conforme a derecho.

Corte IDH. Caso Miembros de la aldea Chichupac y comunidades 
vecinas del municipio de Rabinal vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 
de noviembre de 2016. Serie C No. 328
269. La Corte estima pertinente reiterar que, con motivo de la denegación de 

justicia en perjuicio de las víctimas de graves violaciones a derechos huma-
nos, como las del presente caso, se presenta una diversidad de afectaciones 
tanto en la esfera individual como colectiva. En este sentido, resulta evidente 
que las víctimas de una impunidad prolongada sufran distintas afectaciones 
por la búsqueda de justicia no sólo de carácter material, sino también otros 
sufrimientos y daños de carácter psicológico, físico y en su proyecto de vida, 
así como otras posibles alteraciones en sus relaciones sociales y la dinámica 
de sus familias y comunidades. Este Tribunal ha señalado que estos daños 
se intensifican por la falta de apoyo de las autoridades estatales en la bús-
queda efectiva e identificación de los restos, y la imposibilidad de honrar 
apropiadamente a sus seres queridos. Frente a ello, la Corte ha considerado 
la necesidad de otorgar diversas medidas de reparación, a fin de resarcir los 
daños de manera integral, por lo que, además de las compensaciones pecu-
niarias, las medidas de satisfacción, restitución, rehabilitación y garantías de 
no repetición tienen especial relevancia por la gravedad de las afectaciones 
y el carácter colectivo de los daños ocasionados.
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Corte IDH. Caso Guzmán Albarracín y otras vs. Ecuador. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 24 de junio de 2020. Serie C No. 405
215. Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención Americana, 

la Corte ha indicado que toda violación de una obligación internacional que 
haya producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente, y que 
esa disposición recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de 
los principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo 
sobre responsabilidad de un Estado. Además, este Tribunal ha establecido 
que las reparaciones deben tener un nexo causal con los hechos del caso, las 
violaciones declaradas, los daños acreditados, así como las medidas solicita-
das para reparar los daños respectivos. Por tanto, la Corte deberá analizar 
dicha concurrencia para pronunciarse debidamente y conforme a derecho. 
Asimismo, la Corte estima que en este caso las reparaciones deberán incluir 
un análisis que contemple no sólo el derecho de las víctimas a obtener una 
reparación, sino que, además, incorpore una perspectiva de género y niñez, 
tanto en su formulación como en su implementación.

Daño al proyecto de vida

Corte IDH. Caso Loayza Tamayo vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 
de septiembre de 1997. Serie C No. 33
147. Por lo que respecta a la reclamación de daño al “proyecto de vida”, conviene 

manifestar que este concepto ha sido materia de análisis por parte de la doc-
trina y la jurisprudencia recientes. Se trata de una noción distinta del “daño 
emergente” y el “lucro cesante”. Ciertamente no corresponde a la afectación 
patrimonial derivada inmediata y directamente de los hechos, como sucede 
en el “daño emergente”. Por lo que hace al “lucro cesante”, corresponde se-
ñalar que mientras éste se refiere en forma exclusiva a la pérdida de ingresos 
económicos futuros, que es posible cuantificar a partir de ciertos indicadores 
mensurables y objetivos, el denominado “proyecto de vida” atiende a la reali-
zación integral de la persona afectada, considerando su vocación, aptitudes, 
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circunstancias, potencialidades y aspiraciones, que le permiten fijarse razo-
nablemente determinadas expectativas y acceder a ellas.

148. El “proyecto de vida” se asocia al concepto de realización personal, que a su 
vez se sustenta en las opciones que el sujeto puede tener para conducir su vida 
y alcanzar el destino que se propone. En rigor, las opciones son la expresión 
y garantía de la libertad. Difícilmente se podría decir que una persona es 
verdaderamente libre si carece de opciones para encaminar su existencia y 
llevarla a su natural culminación. Esas opciones poseen, en sí mismas, un 
alto valor existencial. Por lo tanto, su cancelación o menoscabo implican la 
reducción objetiva de la libertad y la pérdida de un valor que no puede ser 
ajeno a la observación de esta Corte.

149. En el caso que se examina, no se trata de un resultado seguro, que haya de 
presentarse necesariamente, sino de una situación probable —no meramente 
posible— dentro del natural y previsible desenvolvimiento del sujeto, que 
resulta interrumpido y contrariado por hechos violatorios de sus derechos 
humanos. Esos hechos cambian drásticamente el curso de la vida, imponen 
circunstancias nuevas y adversas y modifican los planes y proyectos que una 
persona formula a la luz de las condiciones ordinarias en que se desenvuelve 
su existencia y de sus propias aptitudes para llevarlos a cabo con probabili-
dades de éxito.

150. En tal virtud, es razonable afirmar que los hechos violatorios de derechos 
impiden u obstruyen seriamente la obtención del resultado previsto y espe-
rado, y por ende alteran en forma sustancial el desarrollo del individuo. En 
otros términos, el “daño al proyecto de vida”, entendido como una expecta-
tiva razonable y accesible en el caso concreto, implica la pérdida o el grave 
menoscabo de oportunidades de desarrollo personal, en forma irreparable o 
muy difícilmente reparable. Así, la existencia de una persona se ve alterada 
por factores ajenos a ella, que le son impuestos en forma injusta y arbitraria, 
con violación de las normas vigentes y de la confianza que pudo depositar 
en órganos del poder público obligados a protegerla y a brindarle seguridad 
para el ejercicio de sus derechos y la satisfacción de sus legítimos intereses.

151. Por todo ello, es perfectamente admisible la pretensión de que se repare, 
en la medida posible y con los medios adecuados para ello, la pérdida de op-
ciones por parte de la víctima, causada por el hecho ilícito. De esta manera 
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la reparación se acerca más aún a la situación deseable, que satisface las 
exigencias de la justicia: plena atención a los perjuicios causados ilícitamen-
te, o bien, puesto en otros términos, se aproxima al ideal de la restitutio in 
integrum.

152. En el caso de la víctima, es evidente que los hechos violatorios en su contra 
impidieron la realización de sus expectativas de desarrollo personal y pro-
fesional, factibles en condiciones normales, y causaron daños irreparables 
a su vida, obligándola a interrumpir sus estudios y trasladarse al extranjero, 
lejos del medio en el que se había desenvuelto, en condiciones de soledad, 
penuria económica y severo quebranto físico y psicológico. Obviamente, este 
conjunto de circunstancias, directamente atribuibles a los hechos violatorios 
que ha examinado esta Corte, han alterado en forma grave y probablemente 
irreparable la vida de la señora Loayza Tamayo, e impedido que ésta alcance 
las metas de carácter personal, familiar y profesional que razonablemente 
pudo fijarse.

Corte IDH. Caso Gutiérrez Soler vs. Colombia. Sentencia de 12 
de septiembre de 2005. Serie C No. 132
88. El Tribunal considera que los hechos violatorios en contra del señor Wilson 

Gutiérrez Soler impidieron la realización de sus expectativas de desarrollo 
personal y vocacional, factibles en condiciones normales, y causaron daños 
irreparables a su vida, obligándolo a truncar sus lazos familiares y trasladarse 
al extranjero, en condiciones de soledad, penuria económica y quebranto 
físico y psicológico. Tal como el señor Gutiérrez Soler manifestó, las torturas 
y los hechos subsiguientes tuvieron consecuencias graves, a saber: 

definitivamente esto acabó mi vida —y no sólo la mía— la de mi hijo, la de 
mi esposa […]. Mi familia se perdió, el vínculo familiar de padres-hijos se 
perdió […]. No solamente me quitaron mi propio valor, sino me quitaron 
mi familia, mis padres. 

Asimismo, está probado que la forma específica de tortura que la víctima 
sufrió no sólo ha dejado cicatrices físicas, sino también ha disminuido 
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de manera permanente su autoestima y su capacidad de realizar y gozar 
relaciones afectivas íntimas.

89. Por las anteriores consideraciones, la Corte reconoce la ocurrencia de un 
daño al “proyecto de vida” del señor Wilson Gutiérrez Soler, derivado de la 
violación de sus derechos humanos. Como en otros casos, no obstante, el 
Tribunal decide no cuantificarlo en términos económicos, ya que la condena 
que se hace en otros puntos de la presente Sentencia contribuye a compen-
sar al señor Wilson Gutiérrez Soler por sus daños materiales e inmateriales 
(supra párrs. 76, 78, 84.a y 85.a). La naturaleza compleja e íntegra del daño al 
“proyecto de vida” exige medidas de satisfacción y garantías de no repetición 
(infra párrs. 103, 104, 105, 107 y 110) que van más allá de la esfera económica. 
Sin perjuicio de ello, el Tribunal estima que ninguna forma de reparación 
podría devolverle o proporcionarle las opciones de realización personal de 
las que se vio injustamente privado el señor Wilson Gutiérrez Soler.

Corte IDH. Caso Gelman vs. Uruguay. Fondo y reparaciones. Sentencia 
de 24 de febrero de 2011. Serie C No. 221
119. En este sentido, María Macarena Gelman declaró ante la Corte sobre cómo 

esta grave alteración en sus condiciones de existencia ha afectado su proyec-
to de vida desde que conoció su verdadera identidad, cuando tenía cerca de 
24 años de edad. A partir de entonces, luego de reclamar su filiación legítima 
ante la jurisdicción uruguaya e inscribirse como hija legítima de Marcelo 
Gelman y María Claudia García, ella emprendió una búsqueda de su ver-
dadero origen y las circunstancias de la desaparición de su madre. Según 
expresó, a partir de entonces “ha dedicado su vida a esto” y la búsqueda 
la “fue absorbiendo”, pues “fu[e] perdiendo motivaciones, no h[a] podido 
volver a disfrutar, siempre pendiente y pensando que algo más puede pasar, 
[sin] proyección [de su vida] más allá de un mes, viajando entre Montevideo 
y Buenos Aires”. Concluyó que “no es mucho más que esto [su] vida ahora”. 
Al respecto, la perita Deustch observó que “ella ha sido afectada en lo más 
íntimo de su ser: su identidad”, pues el conocimiento de los hechos “la hizo 
tambalearse y le desestructuró su mundo interno”. La perita concluyó que 
María Macarena Gelman “presenta síntomas que perturban su vida, le im-
piden retomar un proyecto para su futuro, y le causan dolor”.
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120. Lo anterior revela que la sustracción de niños y/o niñas efectuada por agen-
tes estatales para ser entregados ilegítimamente en crianza a otra familia, 
modificando su identidad y sin informar a su familia biológica sobre su pa-
radero, tal como ocurrió en el presente caso, constituye un hecho complejo 
que implica una sucesión de acciones ilegales y violaciones de derechos para 
encubrirlo e impedir el restablecimiento del vínculo entre los menores de 
edad sustraídos y sus familiares.

131. La situación de un menor de edad cuya identidad familiar ha sido alterada 
ilegalmente y causada por la desaparición forzada de uno de sus padres, como 
es el caso relativo a María Macarena Gelman, solo cesa cuando la verdad so-
bre su identidad es revelada por cualquier medio y se garantizan a la víctima 
las posibilidades jurídicas y fácticas de recuperar su verdadera identidad y, 
en su caso, vínculo familiar, con las consecuencias jurídicas pertinentes. Así, 
el Estado no garantizó su derecho a la personalidad jurídica, en violación del 
artículo 3 de la Convención.

Corte IDH. Caso Mendoza y otros vs. Argentina. Excepciones 
preliminares, fondo y reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. 
Serie C No. 260
314. La Corte considera, como lo ha hecho en otros casos, que el proyecto de 

vida atiende a la realización integral de la persona afectada, considerando 
su vocación, aptitudes, circunstancias, potencialidades y aspiraciones, que 
le permiten fijarse razonablemente determinadas expectativas y acceder a 
ellas. Asimismo, se expresa en las expectativas de desarrollo personal, pro-
fesional y familiar, posibles en condiciones normales. Esta Corte ha señalado 
que el “daño al proyecto de vida” implica la pérdida o el grave menoscabo 
de oportunidades de desarrollo personal, en forma irreparable o muy difí-
cilmente reparable. Dicho daño se deriva de las limitaciones sufridas por 
una persona para relacionarse y gozar de su entorno personal, familiar o 
social, por lesiones graves de tipo físico, mental, psicológico o emocional 
que se le hayan ocasionado. La reparación integral del daño al “proyecto de 
vida” generalmente requiere medidas reparatorias que vayan más allá de 
una mera indemnización monetaria, consistentes en medidas de rehabilita-
ción, satisfacción y garantía de no repetición. En algunos casos recientes la 
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Corte ha valorado este tipo de daño y lo ha reparado. Asimismo, el Tribunal 
observa que algunas altas cortes nacionales reconocen daños relativamen-
te similares asociados a la “vida de relación” u otros conceptos análogos o 
complementarios.

Corte IDH. Caso López Soto y otros vs. Venezuela. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2018. Serie C No. 362
295. Por otro lado, la Corte nota que, al momento del rescate de Linda Loaiza López 

Soto, su madre estaba cursando el tercer mes de embarazo del menor de sus 
hijos, Emmanuel Adrián, por lo que los meses posteriores hasta su nacimiento 
no recibió los controles adecuados, dado que se abocó al cuidado de Linda Loai-
za, quien se encontraba hospitalizada. Luego de su nacimiento, Emmanuel 
fue diagnosticado con una discapacidad y, si bien se le indicó un tratamiento 
de por vida, la atención que recibió fue parcial debido a las necesidades econó-
micas que atravesaba su familia y las limitaciones habitacionales que padeció 
Paulina Soto durante el tiempo en que su hija permaneció internada. 

296. En virtud de lo expuesto, y tomando en cuenta lo recomendado por la perita 
Ramírez en cuanto la necesidad de facilitar a Emmanuel Adrián López Soto 
un programa de evaluación médica y psicológica integral, esta Corte conside-
ra oportuno ordenar al Estado que, a través de instituciones especializadas en 
la materia, realice una evaluación integral a Emmanuel Adrián López Soto, 
a fin de brindarle el tratamiento médico y educativo adecuado, de forma 
inmediata y gratuita, con el fin de desarrollar sus habilidades lingüísticas, 
psicomotrices y cognitivas.
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Daño moral

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) 
vs. Guatemala. Reparaciones y costas. Sentencia de 26 de mayo 
de 2001. Serie C No. 7781
84. La Corte pasa a considerar aquellos efectos nocivos de los hechos del caso que 

no tienen carácter económico o patrimonial y no pueden ser tasados, por 
ende, en términos monetarios. El mencionado daño moral puede compren-
der tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas directas 
y a sus allegados, como el menoscabo de valores muy significativos para 
las personas y otras perturbaciones que no son susceptibles de medición 
pecuniaria. Es una característica común a las distintas expresiones del daño 
moral el que, no siendo posible asignárseles un preciso equivalente moneta-
rio, solo puedan, para los fines de la reparación integral a las víctimas, ser 
objeto de compensación, y ello de dos maneras. En primer lugar, mediante 
el pago de una suma de dinero o la entrega de bienes o servicios apreciables 
en dinero, que el Tribunal determine en aplicación razonable del arbitrio 
judicial y en términos de equidad. Y en segundo lugar, mediante la realiza-
ción de actos u obras de alcance o repercusión públicos, que tengan efectos 
como la recuperación de la memoria de las víctimas, el restablecimiento de 
su dignidad, la consolación de sus deudos o la transmisión de un mensaje de 
reprobación oficial a las violaciones de los derechos humanos de que se trata 
y de compromiso con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a ocurrir.

89. Los familiares de las víctimas y la Comisión han hecho referencia a diversas 
clases de daños morales: los sufrimientos físicos y psíquicos padecidos por 
las víctimas directas y sus familiares; la pérdida de la vida, considerada ésta 

81	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco por la detención y ase-
sinato de Julio Caal Sandoval, Jovito Juárez Cifuentes, Anstraum Villagrán, Henry Gio-
vanni Contreras, Federico Figueroa Túnchez por parte de agentes policiales, así como 
a la falta de investigación y sanción de los responsables de los hechos. El texto íntegro 
de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_77_esp.pdf. Asimismo, el texto íntegro de la Sentencia 
de Fondo, de 19 de noviembre 1999, Serie C No. 63, puede consultarse en el siguiente 
enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_63_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_77_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_77_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_63_esp.pdf
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como un valor en sí mismo, o como un valor autónomo; la destrucción del 
proyecto de vida de los jóvenes asesinados y de sus allegados, y los daños pa-
decidos por tres de las víctimas directas en razón de su condición de menores 
de edad, al haber sido privadas de las medidas especiales de protección que 
debió procurarles el Estado.

90. Teniendo en cuenta las distintas facetas del daño al que se viene haciendo 
referencia aducidas por los representantes de las víctimas y la Comisión, en 
cuanto sea pertinente y responda a las particularidades de cada caso indi-
vidual, la Corte fija en equidad el valor de las compensaciones por concepto 
de daño moral, que deben efectuarse a favor de cada una de las víctimas 
directas y de sus familiares inmediatos, en los términos que se indican en el 
cuadro que se transcribe más adelante (infra párr. 93). La Corte precisa que, 
al efectuar esa estimación del daño moral, ha tenido también presentes las 
condiciones generales adversas de abandono padecidas por los cinco jóve-
nes en las calles, quienes quedaron en situación de alto riesgo y sin amparo 
alguno en cuanto a su futuro.

Corte IDH. Caso Las Palmeras vs. Colombia. Reparaciones y costas. 
Sentencia de 26 noviembre de 2002. Serie C No. 96
53. La sentencia del 6 de diciembre de 2001 resolvió que Colombia violó los artícu-

los 8.1 y 25.1 de la Convención en perjuicio de los familiares de las personas in-
dicadas en su resolutivo número cuatro. Sus párrafos 48 a 66 están dedicados 
al análisis de estas violaciones. La lectura de estos textos nos indica que los 
daños principales sufridos pueden ser diferenciados en dos grupos, a saber:
a)	 Por una parte, se hallan todos los daños ocasionados por la deficiente 

conducción de los procesos judiciales, su morosidad y las obstaculiza-
ciones llevadas a cabo para impedir que se llegue a una decisión pronta 
y adecuada. En este sentido, cabe recordar lo que expone la sentencia 
referida al procedimiento disciplinario y al proceso penal ordinario80. 
A esto hay que agregar que algunos miembros de la policía alteraron, 
ocultaron y destruyeron pruebas. Todo esto condujo a la Corte a decir 
que existía una “situación de impunidad”. El daño ocasionado por esta 
situación consiste en la imposibilidad de que los verdaderos responsa-
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bles sean sancionados, todo lo cual crea en los familiares de las víctimas 
una sensación de indefensión y angustia.

a)	 Por otra parte, se hallan las conductas de numerosos miembros de la po-
licía y de otros funcionarios que tergiversaron la verdad de los hechos, 
haciendo aparecer todo como un ataque de un grupo armado subversivo. 
De esto se derivó que los familiares fueran considerados como vincu-
lados a la guerrilla. Y como consecuencia de ello, algunos perdieron el 
trabajo, sus relaciones sociales y comerciales; otros fueron insultados, 
vejados y perseguidos.

Corte IDH. Caso 19 Comerciantes vs. Colombia. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109
250. Teniendo en cuenta las distintas facetas del daño aducidas por la Comisión 

y aplicando las anteriores presunciones, la Corte fija en equidad el valor de 
las compensaciones por concepto de daño inmaterial, en los términos que 
se indican en el cuadro que se transcribe más adelante (infra párr. 252), de 
conformidad con los siguientes parámetros:
a)	 para fijar las indemnizaciones por los daños inmateriales sufridos 

por los 19 comerciantes, la Corte ha tomado en consideración que 
éstos fueron arbitrariamente privados de su libertad, así como que es 
razonable inferir que el trato que recibieron las víctimas durante las 
horas anteriores a su muerte fue agresivo en extremo. La brutalidad 
con que fueron tratados los cuerpos de los comerciantes después de su 
ejecución, permite también inferir que el trato que les dieron mientras 
estaban con vida también fue extremadamente violento, de forma tal 
que pudieron temer y prever que serían privados de su vida de manera 
arbitraria y violenta; y

a)	 en la determinación de las indemnizaciones que corresponden a los 
familiares de los 19 comerciantes se debe tomar en consideración 
los sufrimientos que han padecido como consecuencia directa de la 
desaparición y muerte de los 19 comerciantes, principalmente por la 
brutalidad con que fueron tratados los cuerpos de los comerciantes 
después de su ejecución. Asimismo, la Corte toma en consideración 
que los familiares de los 19 comerciantes fueron víctimas de la vio-
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lación a los artículos 5, 8.1 y 25 de la Convención, en relación con el 
artículo 1.1 de dicho tratado. Los familiares de los 19 comerciantes 
han padecido un profundo sufrimiento y angustia en detrimento de 
su integridad psíquica y moral causado por todas las circunstancias 
posteriores a la desaparición de sus familiares, tales como el hecho de 
que no han podido enterrar a sus familiares, la falta de apoyo de las au-
toridades estatales en la búsqueda inmediata de las víctimas, así como 
el miedo a iniciar o continuar con las búsquedas de sus familiares por 
verse envueltos en amenazas o atentados. Asimismo, se ha tomado 
en consideración los daños sufridos como consecuencia de la demora 
en la investigación y sanción de los civiles que participaron en las 
violaciones, así como los daños causados por la impunidad parcial que 
subsiste en este caso. Todas las anteriores situaciones generaron gran 
dolor, impotencia, inseguridad, angustia, tristeza y frustración en los 
familiares de las víctimas, lo cual ha causado una grave alteración en 
sus condiciones de existencia y sus relaciones familiares y sociales, 
representado un serio menoscabo en su forma de vida. 

270. La Corte reconoce que en el presente caso la falta de entrega a sus familiares 
de los restos ha causado y continúa causando gran sufrimiento, incertidum-
bre e inseguridad en los familiares de las víctimas. Por otra parte, la Corte 
ha tenido por probado que, después de su muerte en 1987, los cuerpos de las 
víctimas fueron descuartizados y lanzados a las aguas del caño “El Ermita-
ño”, afluente del río Magdalena, frente al sitio “Palo de Mango”. Debido a 
la forma como fueron tratados los restos de los 19 comerciantes y a que han 
transcurrido más de dieciséis años desde la desaparición, es muy probable 
que no se puedan hallar sus restos. Sin embargo, también ha quedado proba-
do que Colombia no realizó una búsqueda seria de los restos de las víctimas, 
que los familiares de los comerciantes recurrieron a diversas autoridades 
estatales cuando recién ocurrió la desaparición y éstas no les prestaron ayuda 
en la búsqueda inmediata. Esas omisiones estatales en la época en que aún era 
probable encontrar los restos de las víctimas han traído como consecuencia 
que actualmente la localización de los restos sea una tarea muy difícil e im-
probable. Sin perjuicio de ello, el Estado manifestó que tiene “la obligación 
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de medio” de “realizar los esfuerzos para localizar los restos de las víctimas 
y entregarlos a los familiares”.

277. Asimismo, algunos de los familiares de las víctimas que han rendido testi-
monio ante el Tribunal han expresado padecer problemas de salud y psicoló-
gicos como consecuencia de los hechos de este caso. La Corte repara en que 
es preciso que se disponga una medida que tenga el propósito de reducir los 
padecimientos físicos y psicológicos de los familiares derivados de la situa-
ción de la violación.

278. Con el fin de contribuir a la reparación de los daños físicos y psicológicos, el 
Tribunal dispone la obligación a cargo del Estado de brindar gratuitamente, 
a través de sus instituciones de salud especializadas, el tratamiento médico 
y psicológico requerido por los familiares de las víctimas, incluyendo los 
medicamentos que éstos requieran y tomando en consideración que algunos 
han padecido de drogadicción y alcoholismo. Tomando en cuenta la opinión 
del experto que ha evaluado o tratado a muchos de los familiares de los 19 
comerciantes (supra párrs. 72.g y 276), es necesario que al proveer el tra-
tamiento psicológico se consideren las circunstancias particulares de cada 
familiar, las necesidades de cada uno de ellos, de manera que se les brinden 
tratamientos colectivos, familiares e individuales, según lo que se acuerde 
con cada uno de ellos y después de una evaluación individual. En el plazo 
de un año Colombia deberá informar a los familiares de las víctimas en qué 
establecimientos de salud o institutos especializados recibirán el tratamiento 
médico y psicológico, los cuales deberán estar totalmente informados sobre 
esta medida de reparación para que se brinde el tratamiento requerido de la 
forma anteriormente dispuesto.

Corte IDH. Caso de los hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No. 11082
216. Al considerar y fijar las reparaciones por concepto de daño inmaterial, la 

Corte ha tomado en consideración las diversas clases de daños inmateriales 

82	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado peruano por la detención y poste-
rior asesinato de los hermanos Rafael Samuel Gómez Paquiyauri y Emilio Moisés Gó-
mez Paquiyauri por parte de agentes policiales. El texto íntegro de la sentencia puede 
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a los que la representante de las víctimas y sus familiares y la Comisión han 
hecho referencia: la angustia de las víctimas antes de morir como consecuen-
cia de su detención ilegal y arbitraria y la tortura de la que fueron objeto; el 
sufrimiento de los familiares de las víctimas por la “gravedad de las viola-
ciones”, así como por haber sido cometidas éstas en perjuicio de dos de los 
miembros de la familia; las consecuencias “devastadoras” de los hechos del 
presente caso en la familia en su conjunto, y en cada uno de sus miembros 
en forma individual, incluida la pérdida del hijo de Marcelina Haydeé Gómez 
Paquiyauri; el dolor causado por presentar a las víctimas como delincuentes 
que murieron en un enfrentamiento armado; la angustia ante la subsistencia 
de una situación de impunidad por no declarar la responsabilidad de todos 
quienes ordenaron y encubrieron los hechos; y la estigmatización por la 
asociación de los nombres de las víctimas con la calidad de “terroristas”, lo 
que incluso ha provocado que la hija de Rafael Samuel Gómez Paquiyauri no 
esté legalmente inscrita como tal.

Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez vs. Guatemala. 
Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116
49.19 Las mujeres que fueron objeto de violencia sexual por parte de agentes 

del Estado el día de la masacre y que sobrevivieron a la misma, continúan 
padeciendo sufrimientos por dicha agresión. La violación sexual de las mu-
jeres fue una práctica del Estado, ejecutada en el contexto de las masacres, 
dirigida a destruir la dignidad de la mujer a nivel cultural, social, familiar e 
individual. Estas mujeres se perciben como estigmatizadas en sus comuni-
dades y han sufrido por la presencia de los victimarios en las áreas comunes 
del municipio. Además, la impunidad en la que permanecen estos hechos ha 
impedido que las mujeres participen en los procesos de justicia.

consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_110_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_110_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_110_esp.pdf
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Corte IDH. Caso de las Hermanas Serrano Cruz vs. El Salvador. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120
177. El cumplimiento de las referidas obligaciones tiene gran importancia para la 

reparación de los daños sufridos durante años por los familiares de Ernestina 
y Erlinda, ya que han vivido con un sentimiento de desintegración familiar, 
inseguridad, frustración, angustia e impotencia ante la abstención de las 
autoridades judiciales de investigar diligentemente los hechos denunciados, 
así como ante la despreocupación del Estado por determinar dónde se en-
cuentran mediante la adopción de otras medidas.

Corte IDH. Caso de la “Masacre de Mapiripán” vs. Colombia. Sentencia 
de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134
214. La Corte estima que la reparación integral de una violación a un derecho 

protegido por la Convención no puede ser reducida al pago de compensación 
a los familiares de la víctima.

Corte IDH. Caso Gómez Palomino Vs. Perú. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 136
130. El daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las afliccio-

nes causados a las víctimas directas y a sus allegados, como el menoscabo de 
valores muy significativos para las personas, así como las alteraciones, de 
carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la víctima o su 
familia. No siendo posible asignar al daño inmaterial un preciso equivalente 
monetario, sólo puede, para los fines de la reparación integral a las vícti-
mas, ser objeto de compensación, y ello de dos maneras. En primer lugar, 
mediante el pago de una cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios 
apreciables en dinero, que el Tribunal determine en aplicación razonable del 
arbitrio judicial y en términos de equidad. Y en segundo lugar, mediante la 
realización de actos u obras de alcance o repercusión públicos, tales como 
la transmisión de un mensaje de reprobación oficial a las violaciones de los 
derechos humanos de que se trata y de compromiso con los esfuerzos ten-
dientes a que no vuelvan a ocurrir, que tengan como efecto la recuperación 
de la memoria de las víctimas, el reconocimiento de su dignidad y el consuelo 
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de sus deudos. El primer aspecto de la reparación de los daños inmateriales 
se analizará en esta sección y el segundo en la sección C) en este capítulo.

Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha Do Araguaia”) vs. 
Brasil. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie C No. 219
241. Adicionalmente, la Corte considera que la violación al derecho a la integridad 

de los familiares de las víctimas se debe también a la falta de investigacio-
nes efectivas para el esclarecimiento de los hechos, a la falta de iniciativas 
para sancionar a los responsables, a la falta de información respecto a los 
hechos y, en general, respecto a la impunidad en la que permanece el caso, 
lo cual les ha generado sentimientos de frustración, impotencia y angustia. 
En particular, en casos que involucran la desaparición forzada de personas, 
es posible entender que la violación del derecho a la integridad psíquica y 
moral de los familiares de la víctima es una consecuencia directa de ese fe-
nómeno, que les causa un severo sufrimiento, el cual se puede acrecentar, 
entre otros factores, por la constante negativa de las autoridades estatales 
de proporcionar información acerca del paradero de las víctimas o de iniciar 
una investigación eficaz para lograr el esclarecimiento de lo sucedido.

268. En particular, el tratamiento psicológico o psiquiátrico debe brindarse por 
personal e instituciones estatales especializadas en la atención de víctimas de 
hechos como los ocurridos en el presente caso. En caso de que el Estado care-
ciera del personal o de las instituciones que puedan proveer el nivel requerido 
de atención, deberá recurrir a instituciones privadas o de la sociedad civil 
especializadas. Al proveer dicho tratamiento se deben considerar, además, 
las circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, de manera que 
se les brinden tratamientos familiares e individuales, según lo que se acuerde 
con cada una de ellas, después de una evaluación individual. Finalmente, 
dicho tratamiento se deberá brindar, en la medida de las posibilidades, en los 
centros más cercanos a sus lugares de residencia. Las víctimas que soliciten 
esta medida de reparación, o sus representantes legales, disponen de un plazo 
de seis meses, contados a partir de la notificación de la presente Sentencia, 
para dar a conocer al Estado su intención de recibir atención psicológica o 
psiquiátrica.
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Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 26 
de noviembre de 2010. Serie C No. 220
174. La Corte comparte el criterio anteriormente descrito, y reitera que la situa-

ción de indefensión y vulnerabilidad en la que se encuentran las personas 
a quienes en el momento de ser detenidas se les somete a tratos crueles, 
inhumanos y degradantes, con el objeto de suprimir su resistencia psíquica y 
forzarla a autoinculparse, pueden producir sentimientos de miedo, angustia 
e inferioridad capaz de humillar y devastar a una persona y posiblemente 
quebrar su resistencia física y moral.

Corte IDH. Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El 
Salvador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de octubre 
de 2012. Serie C No. 252
165. La Corte considera que es inherente a la violación sexual el sufrimiento seve-

ro de la víctima, y en términos generales, la violación sexual, al igual que la 
tortura, persigue, entre otros, los fines de intimidar, degradar, humillar, cas-
tigar o controlar a la persona que la sufre. Para calificar una violación sexual 
como tortura deberá atenerse a la intencionalidad, a la severidad del sufri-
miento y a la finalidad del acto, tomando en consideración las circunstancias 
específicas de cada caso. En este sentido, ha sido reconocido por diversos 
órganos internacionales que durante los conflictos armados las mujeres y 
niñas enfrentan situaciones específicas de afectación a sus derechos huma-
nos, como lo son los actos de violencia sexual, la cual en muchas ocasiones es 
utilizada como un medio simbólico para humillar a la parte contraria o como 
un medio de castigo y represión. La utilización del poder estatal para violar 
los derechos de las mujeres en un conflicto interno, además de afectarles a 
ellas de forma directa, puede tener el objetivo de causar un efecto en la socie-
dad a través de esas violaciones y dar un mensaje o lección. En particular, la 
violación sexual constituye una forma paradigmática de violencia contra las 
mujeres cuyas consecuencias, incluso, trascienden a la persona de la víctima.

172. En definitiva, los sobrevivientes de las masacres sufrieron un fuerte impacto 
psicológico y han padecido un profundo dolor y angustia como consecuencia 
directa de las circunstancias propias de las masacres, presentado también 
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afectaciones psíquicas y físicas. Dentro de dichas circunstancias se encuentra 
el haber escuchado los gritos de auxilio, y en algunos casos, el haber presen-
ciado los actos de crueldad con que se ejecutaron a sus familiares, así como 
el miedo causado por la violencia extrema que caracterizó a las masacres. 
Asimismo, la Corte considera especialmente grave que algunos de ellos tuvie-
ron que recoger los cuerpos de sus seres queridos quemados y/o en avanzado 
estado de descomposición y, en algunos casos, incompletos para enterrarlos, 
sin poder darles una sepultura acorde con sus tradiciones, valores o creencias. 

174. Los hechos del presente caso permiten concluir que la violación de la inte-
gridad personal de los sobrevivientes se ha configurado por las situaciones 
y circunstancias vividas por ellos, antes, durante y con posterioridad a las 
masacres, así como por el contexto general en que ocurrieron los hechos, 
generando afectaciones que se proyectan en el tiempo mientras persistan 
los factores de impunidad verificados. Con base en todas las anteriores con-
sideraciones, el Tribunal concluye que tales actos implicaron tratos crueles, 
inhumanos y degradantes, contrarios al artículo 5.1 y 5.2 de la Convención 
Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjui-
cio de las víctimas sobrevivientes.

352. Habiendo constatado las violaciones y los daños sufridos por las víctimas, 
tal como lo ha hecho en otros casos, la Corte considera necesario ordenar 
medidas de rehabilitación en el presente caso. Al respecto, estima que una 
atención integral a los padecimientos físicos, psíquicos y psicosociales su-
fridos por las víctimas en el presente caso resulta ser la reparación idónea. 
En efecto, dado las características del presente caso, la Corte estima que la 
asistencia psicosocial es un componente reparador esencial, ya que se ha 
constatado que los daños sufridos por las víctimas se refieren no sólo a partes 
de su identidad individual sino a la pérdida de sus raíces y vínculos comunita-
rios. Por ende, el Tribunal considera necesario disponer la obligación a cargo 
del Estado de implementar, en un plazo de un año, un programa de atención 
y tratamiento integral de la salud física, psíquica y psicosocial con carácter 
permanente. Dicho programa deberá tener un enfoque multidisciplinario a 
cargo de expertos en la materia, sensibilizados y capacitados en la atención 
de víctimas de violaciones a los derechos humanos, así como un enfoque de 
atención colectiva.
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Corte IDH. Caso Mendoza y otros vs. Argentina. Excepciones 
preliminares, fondo y reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. 
Serie C No. 260
201. Además, esta Corte ha señalado que la violación del derecho a la integridad 

física y psíquica de las personas tiene diversas connotaciones de grado y que 
abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, inhu-
manos o degradantes, cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad 
según factores endógenos y exógenos de la persona (duración de los tratos, 
edad, sexo, salud, contexto, vulnerabilidad, entre otros) que deberán ser 
analizados en cada situación concreta. Es decir, las características personales 
de una supuesta víctima de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradan-
tes, deben ser tomadas en cuenta al momento de determinar si la integridad 
personal fue vulnerada, ya que tales características pueden cambiar la per-
cepción de la realidad del individuo, y por ende, incrementar el sufrimiento 
y el sentido de humillación cuando son sometidas a ciertos tratamientos.

Corte IDH. Caso Veliz Franco y otros vs. Guatemala. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 19 de mayo 
de 2014. Serie C No. 277
299. De otro lado, en lo que se refiere al daño inmaterial, este Tribunal ha soste-

nido que el daño inmaterial resulta evidente, pues es propio de la naturaleza 
humana que toda persona que padece una violación a sus derechos humanos 
experimente un sufrimiento.

Corte IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros vs. Venezuela. 
Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
de 27 de agosto de 2014. Serie C No. 281
287. La Corte considera que el desgaste físico y emocional derivado de los hechos 

y la búsqueda de la justicia, han causado un impacto negativo en el conjunto 
familiar, principalmente en relación con los aspectos económico, social y 
laboral.
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Corte IDH. Caso Favela Nova Brasilia vs. Brasil. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 16 
de febrero de 2017. Serie C No. 333
255. La Corte reconoce que la violación sexual de una mujer que se encuentra 

detenida o bajo la custodia de un agente del Estado es un acto especialmente 
grave y reprobable, tomando en cuenta la vulnerabilidad de la víctima y el 
abuso de poder que despliega el agente. Asimismo, la violación sexual es una 
experiencia sumamente traumática que puede tener severas consecuencias 
y causa gran daño físico y psicológico, que deja a la víctima “humillada física 
y emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, 
a diferencia de lo que acontece en otras experiencias traumáticas. En este 
caso el propio Estado reconoció la gravedad de la violación sexual durante la 
audiencia pública del presente caso y la calificó como “repugnante”.

Corte IDH. Caso López Soto y otros vs. Venezuela. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2018. Serie C No. 362
264. Ahora bien, en atención al reconocimiento de responsabilidad efectuado por 

el Estado y a fin de dimensionar las afectaciones verificadas en el presente 
caso, la Corte nota que de las declaraciones y el peritaje recibidos se desprende 
que los familiares de la señora Linda Loaiza López Soto vieron su integridad 
personal afectada de forma significativa a raíz de la incertidumbre sostenida 
sobre su paradero durante casi cuatro meses y los hechos sucedidos con pos-
terioridad a su rescate, así como a consecuencia del proceso judicial, lo que 
les ha generado: (i) secuelas a nivel personal, de salud física y emocional, y 
una alteración irreversible de sus proyectos de vida; (ii) la ruptura total de 
la dinámica familiar, lo cual en este caso es de especial gravedad teniendo en 
cuenta que la mayoría de los hermanos eran menores de edad al momento de 
los hechos; (iii) afectaciones severas en el plano económico y precarización 
de los recursos disponibles; (iv) sentimientos de temor e indefensión ante las 
amenazas y actos de hostigamiento sufridos, y (v) afectaciones en el plano 
individual y social externadas en angustia, impotencia y desprotección, como 
consecuencia de la prolongada búsqueda de justicia y la actuación revicti-
mizante de los órganos a cargo de la investigación y juzgamiento, así como 
debido a los señalamientos en el proceso judicial de que pertenecían a una 
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red de prostitución o las acusaciones de que el padre era narcotraficante o 
paramilitar.

Corte IDH. Caso Guzmán Albarracín y otras vs. Ecuador. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 24 de junio de 2020. Serie C No. 405
151. En el caso, resulta claro que la violencia sexual generó un grave sufrimien-

to a Paola. En ese sentido, resultan muy graves las implicancias que tiene 
la violencia sexual para las niñas y los niños. Como también se indica más 
adelante (infra párr. 157), el sufrimiento de Paola se hizo patente a partir de 
su suicidio. Este acto evidencia hasta qué punto el sufrimiento psicológico 
resultó insostenible para la víctima. El vínculo del suicidio con la violencia 
sexual se infiere de las cartas que dejó Paola, en las que hizo referencia clara 
a su relación con el Vicerrector, señalando que ya no podía aguantar lo que 
estaba sufriendo y que por ese motivo ingirió veneno. Esto resulta respaldado 
por los dichos de la perita Ximena Cortés Castillo, quien señaló que el suicido 
en el caso estuvo vinculado a la violencia sexual y debe entenderse “como 
un impacto de [la misma]: Paola se quitó la vida por la presión de la culpa”, 
en tanto que lo que estaba viviendo resultaba “insoportable e inaudito para 
su capacidad psíquica”. 

209. La Corte nota que surge de la prueba e información aportada al expedien-
te, así como de lo presentado en la audiencia pública, que las familiares de 
Paola, además de haber padecido por su muerte y las violaciones a derechos 
humanos previas que sufrió, vieron su integridad personal afectada por una 
o varias de las circunstancias siguientes: i) la falta de auxilio por parte de la 
institución educativa a Paola tras la ingesta de fósforo blanco, lo cual obligó 
a la señora Petita a trasladarla por sus propios medios al centro de salud más 
cercano (supra párrs. 158 a 160); y ii) la duración de los procesos judiciales 
(supra párr. 187) y la actual impunidad sobre el o los responsables de los he-
chos después de casi 18 años.
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Actos de recuperación de memoria de las 
víctimas y restablecimiento de la dignidad

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) 
vs. Guatemala. Reparaciones y costas. Sentencia de 26 de mayo 
de 2001. Serie C No. 77
103. En cuanto a la solicitud de nombrar un centro educativo con los nombres 

de las víctimas, la Corte ordena al Estado designar un centro educativo con 
un nombre alusivo con los jóvenes víctimas de este caso, y colocar en dicho 
centro una placa con el nombre de Henry Giovanni Contreras, Federico Cle-
mente Figueroa Túnchez, Julio Roberto Caal Sandoval, Jovito Josué Juárez 
Cifuentes y Anstraun Aman Villagrán Morales. Ello contribuiría a despertar 
la conciencia para evitar la repetición de hechos lesivos como los ocurridos 
en el presente caso y conservar viva la memoria de las víctimas.

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Reparaciones 
y costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 70
76. El derecho que toda persona tiene a la verdad, ha sido desarrollado por el 

derecho internacional de los derechos humanos, y, como sostuvo esta Corte 
en anteriores oportunidades, la posibilidad de los familiares de la víctima 
de conocer lo sucedido a ésta, y, en su caso, dónde se encuentran sus restos, 
constituye un medio de reparación y, por tanto, una expectativa que el Esta-
do debe satisfacer a los familiares de la víctima y a la sociedad como un todo.

Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez vs. Guatemala. 
Reparaciones. Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116
102. La Corte estima que el Estado debe traducir al idioma maya achí la Conven-

ción Americana sobre Derechos Humanos, en el caso de que no se hubiere he-
cho, la sentencia de fondo dictada por la Corte el 29 de abril de 2004, así como 
la presente Sentencia. Asimismo, Guatemala debe disponer de los recursos 
necesarios para facilitar la divulgación de dichos textos en el Municipio de 
Rabinal y hacer entrega de los mismos a las víctimas del presente caso. Para 
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tal efecto, el Estado cuenta con un plazo de un año, contado a partir de la 
notificación de la presente Sentencia.

110. Dado el daño ocasionado tanto a los miembros de la comunidad de Plan de 
Sánchez como a los miembros de las comunidades de Chipuerta, Joya de 
Ramos, Raxjut, Volcanillo, Coxojabaj, Las Tunas, Las Minas, Las Ventanas, 
Ixchel, Chiac, Concul y Chichupac, por los hechos del presente caso, este 
Tribunal dispone que el Estado debe desarrollar en dichas comunidades, 
independientemente de las obras públicas del presupuesto nacional que se 
destinen para esa región o municipio, los siguientes programas: a) estudio 
y difusión de la cultura maya achí en las comunidades afectadas a través de 
la Academia de Lenguas Mayas de Guatemala u otra organización similar; 
b) mantenimiento y mejoras en el sistema de comunicación vial entre las 
indicadas comunidades y la cabecera municipal de Rabinal; c) sistema de 
alcantarillado y suministro de agua potable; d) dotación de personal docente 
capacitado en enseñanza intercultural y bilingüe en la educación primaria, 
secundaria y diversificada de dichas comunidades, y e) establecimiento de 
un centro salud en la aldea de Plan de Sánchez con el personal y las condi-
ciones adecuadas, así como la formación del personal del Centro de Salud 
Municipal de Rabinal para que puedan brindar atención médica y psicológi-
ca, a las personas que se hayan visto afectadas y que requieran de este tipo 
de tratamiento.

Corte IDH. Caso Gómez Palomino vs. Perú. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 136
145. Consecuentemente, este Tribunal dispone, como medida de satisfacción, 

que el Estado deberá proporcionar todas las facilidades materiales necesa-
rias a fin de que, en el caso que lo deseen, los señores Emiliano, Mónica, 
Rosa y Margarita, todos Palomino Buitrón, puedan participar en programas 
especiales de educación para adultos que les permita culminar sus estudios 
primarios y secundarios, según sea el caso. Estos programas educativos se 
desarrollarán con adecuación de horario, de manera que en lo posible no 
interfieran con las actividades laborales de los beneficiarios.
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Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha Do Araguaia”) vs. 
Brasil. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie C No. 219
240. Al respecto, la Corte recuerda que, conforme a su jurisprudencia, la pri-

vación al acceso a la verdad de los hechos acerca del destino de un desapa-
recido constituye una forma de trato cruel e inhumano para los familiares 
cercanos. Asimismo, el Tribunal ha establecido que el esclarecimiento del 
paradero final de la víctima desaparecida permite a los familiares aliviar la 
angustia y sufrimiento causados por la incertidumbre respecto del destino 
de su familiar desaparecido.

Corte IDH. Caso Contreras y otros vs. El Salvador. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 31 de agosto de 2011. Serie C No. 23283
194. La Corte estableció la responsabilidad internacional del Estado por la al-

teración de la identidad de Gregoria Herminia Contreras (supra párr. 117). 
Durante la audiencia pública ella declaró “mi nombre actual es Gregoria 
de Jesús Molina y me gustaría poder llevar mi verdadero nombre con mis 
verdaderos apellidos”, y manifestó “yo tengo niños, ellos también tienen 
el apellido Molina, estoy casada e igual me casé como Gregoria Molina, o 
sea que es bastante el problema [de recuperar la identidad]”. Al respecto, 
la perita María Sol Yáñez manifestó la importancia y la necesidad que para 
Gregoria Herminia tiene su nombre verdadero en su rehabilitación.

195. Con el fin de contribuir a la reparación de la señora Gregoria Herminia 
Contreras, el Tribunal ordena que el Estado adopte todas las medidas ade-
cuadas y necesarias para la restitución de la identidad de Gregoria Herminia 
Contreras, incluyendo el nombre y apellido que sus padres biológicos le die-
ron, así como demás datos personales, lo cual debe abarcar la corrección de 
todos los registros estatales en El Salvador en los cuales Gregoria Herminia 
aparezca con el apellido “Molina”. El Estado tiene la obligación de cumplir 

83	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado salvadoreño por las desapariciones 
forzadas de niños y niñas ocurridas entre los años 1981 y 1983 por parte de miem-
bros de diferentes cuerpos militares de El Salvador. El texto íntegro de la sentencia 
puede consultarse en el siguiente enlace: https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_232_esp.pdf 

https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_232_esp.pdf
https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_232_esp.pdf
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con estas medidas de reparación en los términos ordenados, en el plazo de 
un año contado a partir de la notificación de esta Sentencia.

Corte IDH. Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El 
Salvador. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 25 de octubre  
de 2012. Serie C No. 252
345. Con el fin de contribuir a la reparación de las víctimas desplazadas forza-

damente de sus comunidades de origen, esto es, del caserío El Mozote, del 
cantón La Joya, de los caseríos Ranchería, Los Toriles y Jocote Amarillo y 
del cantón Cerro Pando, el Tribunal ordena que el Estado debe garantizar las 
condiciones adecuadas a fin de que las víctimas desplazadas puedan retornar 
a sus comunidades de origen de manera permanente, si así lo desean. Si no 
existieran estas condiciones el Estado deberá disponer de los recursos nece-
sarios y suficientes para procurar que las víctimas de desplazamiento forzado 
puedan reasentarse en condiciones similares a las que se encontraban antes 
de los hechos en el lugar que ellas libre y voluntariamente indiquen dentro 
del Departamento de Morazán, en El Salvador. El Tribunal reconoce que 
el cumplimiento de la presente medida de reparación por parte del Estado 
implica, en parte, que los beneficiarios indiquen su voluntad de retornar a 
sus lugares de origen en El Salvador. Por lo tanto, el Tribunal dispone que el 
Estado y los beneficiarios acuerden, dentro del plazo de dos años contados 
a partir de la notificación de esta Sentencia, lo pertinente para concretar 
el cumplimiento de lo ordenado, en caso de que las víctimas desplazadas 
forzadamente, identificadas en el Anexo “D” de esta Sentencia, consideren 
su retorno a sus comunidades de origen.

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala. 
Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2012. 
Serie C No. 253
345. Dadas las circunstancias del presente caso y el contexto en el cual se en-

marcó, el Tribunal considera de alta importancia la reivindicación de la 
memoria y dignidad de las víctimas del presente caso. En ese sentido, la 
Corte estima pertinente ordenar la realización de un documental sobre los 
hechos del presente caso, pues estas iniciativas son significativas tanto para 
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la preservación de la memoria y satisfacción de las víctimas, como para la 
recuperación y restablecimiento de la memoria histórica en una sociedad 
democrática. Asimismo, el Tribunal valora el compromiso del Estado para 
cumplir con lo solicitado por las representantes.

Corte IDH. Caso Comunidad Campesina de Santa Bárbara vs. Perú. 
Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia  
de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 299
297. En caso de identificar los restos, estos deberán ser entregados a sus fami-

liares, previa comprobación genética de filiación o reconocimiento por los 
medios adecuados e idóneos, según sea el caso, a la mayor brevedad y sin 
costo alguno para dichos familiares. Además, el Estado deberá cubrir los 
gastos fúnebres, en su caso, de común acuerdo con los familiares. Ahora 
bien, en cuanto a que las posibilidades de identificación de los restos óseos 
humanos sean reducidas (supra párr. 293), la Corte recuerda que los estánda-
res internacionales exigen que la entrega de restos ocurra cuando la víctima 
esté claramente identificada, es decir, una vez que se haya conseguido una 
identificación positiva. Sobre este punto, el Protocolo de Minnesota del año 
1991 establece que “el cuerpo debe ser identificado por testigos confiables y 
otros métodos objetivos”. La Corte reconoce que, debido a las circunstancias 
específicas de un caso, es posible que la identificación y entrega de restos 
mortales no pueda estar respaldada por al menos un método científico y 
la única opción práctica en dichos casos sea la identificación mediante el 
reconocimiento de los restos efectuado por familiares o conocidos de la per-
sona desaparecida, así como la comparación de datos entre el perfil biológico 
(sexo, edad, estatura), sus características individuales (lesiones antiguas, 
defectos congénitos, tatuajes y rasgos dentales), sus objetos y documentos 
personales portados. En este sentido, el Comité Internacional de la Cruz 
Roja ha considerado que los métodos visuales deben utilizarse “como único 
medio de identificación sólo cuando los cuerpos no están descompuestos ni 
mutilados, y cuando se tiene una idea fundamentada de la identidad de la 
víctima, por ejemplo cuando hay testigos que han presenciado el asesinato 
y el entierro de una persona”. 
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Garantías de no repetición

Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Reparaciones 
y costas. Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 70
77. Finalmente, es obligación del Estado, según el deber general establecido en 

el artículo 1.1 de la Convención, asegurar que estas graves violaciones no se 
vuelvan a repetir. En consecuencia, debe hacer todas las gestiones necesarias 
para lograr este fin. Las medidas preventivas y de no repetición empiezan 
con la revelación y reconocimiento de las atrocidades del pasado, como lo 
ordenara esta Corte en la sentencia de fondo. La sociedad tiene el derecho a 
conocer la verdad en cuanto a tales crímenes con el propósito de que tenga 
la capacidad de prevenirlos en el futuro.

83. Por último, como una medida de satisfacción, la Corte considera que el Es-
tado debe implementar, en caso de no existir en la actualidad, un programa 
nacional de exhumaciones como señaló el propio Estado en su escrito de 
observaciones a las reparaciones.

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang vs. Guatemala. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C 
No. 101
282. El Estado debe adoptar todas las providencias necesarias para ello y, en 

particular, las tendientes a formar y capacitar a todos los miembros de sus 
cuerpos armados, de policía y de sus organismos de seguridad sobre los prin-
cipios y normas de protección de los derechos humanos, aun bajo los estados 
de excepción. En particular, el Estado debe incluir, dentro de los cursos de 
formación de los miembros de sus fuerzas armadas, de la policía y de sus 
organismos de seguridad, capacitación en materia de derechos humanos y 
de Derecho Internacional Humanitario.
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Corte IDH. Caso Molina Theissen vs. Guatemala. Reparaciones 
y costas. Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 10684
89. El Tribunal, en la sentencia de fondo en el presente caso dictada el 4 de mayo 

de 2004 (supra párr. 15), decidió que el Estado había violado el artículo 2 de la 
Convención Americana en perjuicio de Marco Antonio Molina Theissen y 
sus familiares. De acuerdo a dicha norma, los Estados Partes se encuentran 
en la obligación de adoptar las medidas legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades protegidos 
por la misma Convención.

90. Asimismo, este Tribunal ha tomado en cuenta las alegaciones de la Comi-
sión y de los representantes de la víctima y sus familiares, las declaraciones 
de los testigos Emma Theissen Álvarez Vda. de Molina (supra párr. 30.a) y 
Axel Mejía Paíz (supra párr. 30.e) y de la perito Alicia Neuburger (supra párr. 
30.g), en el sentido de que en caso de desapariciones forzadas de personas 
es de suma importancia que se cuente con un banco de datos genéticos que 
permita identificar a las personas desaparecidas o sus restos.

91. A la luz de lo anterior, la Corte considera que el Estado debe adoptar en su 
derecho interno, de acuerdo con el artículo 2 de la Convención, las medidas 
legislativas, administrativas y de cualquier otra índole que sean necesarias 
para crear:
a)	 un procedimiento expedito que permita obtener la declaración de 

ausencia y presunción de muerte por desaparición forzada, con fines 
de filiación, sucesión y reparación y demás efectos civiles relaciona-
dos con ella; y

b)	 un sistema de información genética que permita la determinación y 
esclarecimiento de la filiación de los niños desaparecidos y su iden-
tificación.

84	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado guatemalteco por la desaparición 
forzada de Marco Antonio Molina Theissen por parte de agentes militares, así como 
por la falta de investigación y sanción de los responsables del hecho. El texto íntegro 
de la sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/
docs/casos/articulos/seriec_106_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_106_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_106_esp.pdf
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Corte IDH. Caso Tibi vs. Ecuador. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 07 de septiembre de 2004. Serie 
C No. 11485
263. En razón de lo expuesto y en las circunstancias del presente caso, esta Corte 

considera que el Estado debe establecer un programa de formación y capa-
citación para el personal judicial, del ministerio público, policial y peniten-
ciario, incluyendo al personal médico, psiquiátrico y psicológico, sobre los 
principios y normas de protección de los derechos humanos, relacionados 
con la detención de personas, sus derechos y garantías judiciales, el trato que 
deben recibir, sus condiciones de detención, tratamiento y control médico, 
el derecho a contar con un abogado, a recibir visitas, a que los procesados 
y condenados se alojen en instalaciones diferentes. En fin, el Estado debe 
garantizar que se apliquen los estándares internacionales.

264. El diseño e implementación del programa de capacitación, deberá incluir 
la asignación de recursos específicos para conseguir sus fines y se realizará 
con participación de la sociedad civil. Para estos efectos, el Estado deberá 
crear un comité interinstitucional con el fin de definir y ejecutar programas 
de capacitación en derechos humanos y tratamiento de reclusos. El Estado 
deberá informar a esta Corte sobre la constitución y funcionamiento de este 
comité, en el plazo de seis meses.

Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros vs. Guatemala. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serie C 
No. 117
135. Asimismo, a la luz del presente caso, el Estado debe adoptar medidas concre-

tas dirigidas a fortalecer su capacidad investigativa. En este sentido, habrá 
que dotar a las entidades encargadas de la prevención e investigación de las 
ejecuciones extrajudiciales de suficientes recursos humanos, económicos, 
logísticos y científicos para que puedan realizar el procesamiento adecuado 
de toda prueba, científica y de otra índole, con la finalidad de esclarecer los 

85	  El caso se refiere a la responsabilidad del Estado ecuatoriano por la privación de liber-
tad ilegal y arbitraria de Daniel David Tibi, así como por los maltratos recibidos y las 
condiciones de su detención. El texto íntegro de la sentencia puede consultarse en el 
siguiente enlace: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_114_esp.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_114_esp.pdf
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hechos delictivos. Dicho procesamiento debe contemplar las normas inter-
nacionales pertinentes en la materia, tales como las previstas en el Manual 
de las Naciones Unidas sobre la prevención e investigación eficaces de las 
ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias.

Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C 
No. 160
440. La Corte reitera que el Estado está obligado a combatir esta situación de im-

punidad por todos los medios disponibles, ya que ésta propicia la repetición 
crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las 
víctimas y de sus familiares, quienes tienen derecho a conocer la verdad de 
los hechos. El reconocimiento y el ejercicio del derecho a la verdad en una 
situación concreta constituye un medio de reparación. Por tanto, en el pre-
sente caso, el derecho a la verdad da lugar a una expectativa de las víctimas, 
que el Estado debe satisfacer.

Corte IDH. Caso Contreras y otros vs. El Salvador. Fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 31 de agosto de 2011. Serie C No. 232
186. Además, en las circunstancias del presente caso, el Tribunal estima perti-

nente que el Estado adopte otras medidas, tales como:
a)	 articular mecanismos de coordinación entre los diferentes órganos e 

instituciones estatales con facultades de investigación, así como de se-
guimiento de las causas que se tramiten por los hechos de desaparición 
forzada de niños y niñas durante el conflicto armado, para lo cual debe-
rá organizar y mantener actualizada una base de datos sobre la materia, 
a efectos de lograr las más coherentes y efectivas investigaciones;

b)	 elaborar protocolos de actuación en la materia bajo un enfoque in-
terdisciplinario y capacitar a los funcionarios involucrados en la in-
vestigación de graves violaciones a los derechos humanos, para que 
dichos funcionarios hagan uso de los elementos legales, técnicos y 
científicos disponibles;
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c)	 promover acciones pertinentes de cooperación internacional con 
otros Estados, a fin de facilitar la recopilación y el intercambio de 
información, así como otras acciones legales que correspondan, y

d)	 asegurarse que los distintos órganos del sistema de justicia involucra-
dos en el caso cuenten con los recursos humanos, económicos, logís-
ticos, científicos o de cualquier índole necesarios para desempeñar 
sus tareas de manera adecuada, independiente e imparcial y adoptar 
las medidas necesarias para garantizar que funcionarios judiciales, 
fiscales, investigadores y demás operadores de justicia cuenten con 
un sistema de seguridad y protección adecuado, tomando en cuenta 
las circunstancias de los casos a su cargo y el lugar donde se encuen-
tran laborando, que les permita desempeñar sus funciones con debida 
diligencia, así como la protección de testigos, víctimas y familiares.

Corte IDH. Caso Uzcátegui y otros vs. Venezuela. Fondo y reparaciones. 
Sentencia de 3 de septiembre de 2012. Serie C No. 249
248. Teniendo en cuenta que en el Capítulo VI.5 de la presente Sentencia se 

estableció la violación de los derechos a las garantías judiciales y a la protec-
ción judicial, debido a la falta de investigación, enjuiciamiento y eventual 
sanción de los responsables de los hechos, la Corte dispone que el Estado 
deberá continuar eficazmente y con la mayor diligencia las investigaciones 
abiertas, así como abrir las que sean necesarias, con el fin de individualizar, 
juzgar y eventualmente sancionar a todos los responsables y remover todos 
los obstáculos, de facto y de jure, que puedan mantener la impunidad en este 
caso. Esta obligación debe ser cumplida en un plazo razonable, considerando 
los criterios señalados sobre investigaciones en este tipo de casos, inter alia:
a)	 Las investigaciones pertinentes deben ser conducidas tomando en 

consideración la relación entre los distintos hechos del caso y el con-
texto en que ocurrieron, evitando omisiones en la recolección de prue-
ba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación;

b)	 Las investigaciones deben tender a efectivamente identificar e indi-
vidualizar a los autores de las violaciones cometidas;

c)	 La debida diligencia en la investigación implica que todas las autori-
dades estatales competentes están obligadas a colaborar en recabar 
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la prueba y abstenerse de actos que impliquen la obstrucción para la 
marcha del proceso investigativo;

d)	 Las autoridades competentes deben realizar las investigaciones co-
rrespondientes ex officio y para tal efecto deben tener a su alcance 
y utilizar todos los recursos logísticos y científicos necesarios para 
recabar y procesar las pruebas y que las personas que participen en 
la investigación, entre ellas, los familiares de las víctimas, los testi-
gos y los operadores de justicia, cuenten con las debidas garantías de 
seguridad.

250. Finalmente, como en otras oportunidades, la Corte dispone que, de acuer-
do con la normativa disciplinaria pertinente, el Estado debe examinar las 
eventuales irregularidades procesales e investigativas relacionadas con el 
presente caso, y en su caso, sancionar la conducta de los servidores públicos 
correspondientes.

Corte IDH. Caso Azul Rojas Marín y otra vs. Perú. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 12 de marzo 
de 2020. Serie C No. 402
242. En consecuencia, la Corte considera conveniente ordenar al Estado adoptar, 

en el plazo de dos años contados a partir de la notificación de la presente Sen-
tencia, un protocolo de investigación y administración de justicia durante 
los procesos penales para casos de personas LGBTI víctimas de violencia. El 
protocolo debe tener carácter vinculante de acuerdo con la normativa in-
terna. Este protocolo deberá estar dirigido a todos los funcionarios públicos 
que intervengan en la investigación y tramitación de procesos penales en 
casos de personas LGBTI víctimas de violencia, así como al personal de salud 
público y privado que participe en dichas investigaciones. Dicho protocolo 
deberá incluir la obligación de que los agentes estatales se abstengan de hacer 
uso de presunciones y estereotipos discriminatorios al momento de recibir, 
procesar e investigar las denuncias.

243. En la elaboración del protocolo el Estado deberá tener en cuenta los criterios 
establecidos en los instrumentos internacionales en materia de tortura, así 
como los estándares desarrollados en esta Sentencia y en la jurisprudencia 
de la Corte. En este sentido, dicho protocolo deberá tener en consideración 
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que la debida diligencia en casos de violencia sexual y tortura contra personas 
LGBTI implica la adopción de medidas especiales y el desarrollo de un pro-
ceso con miras a evitar su revictimización, por lo que deberá incluir, como 
mínimo los estándares desarrollados en los párrafos 178 a 204 de la presente 
Sentencia. Respecto del personal de salud, público o privado, el protocolo 
deberá incluir, conforme con los estándares desarrollados en los párrafos 
187 a 193 y 198 a 204 de la presente Sentencia, al menos los siguientes linea-
mientos: i) los exámenes médicos practicados a la presunta víctima deben 
ser realizados con consentimiento previo e informado, sin la presencia de 
agentes de seguridad u otros agentes estatales, evitándose, en la medida de 
lo posible, más de una evaluación física; ii) al tomar conocimiento de actos 
de violación sexual, es necesario que se realice de inmediato un examen 
médico y psicológico completo y detallado por personal idóneo y capacitado, 
en lo posible del sexo que la víctima indique, ofreciéndole que sea acompa-
ñada por alguien de su confianza si así lo desea; iii) dicho examen deberá 
ser realizado de conformidad con protocolos dirigidos específicamente a 
documentar evidencias en casos de violencia sexual, y iv) en los peritajes 
psicológicos y/o psiquiátricos, los médicos deberán abstenerse de indagar 
sobre los antecedentes sexuales de la víctima y, en general, utilizar estereo-
tipos de orientación sexual o expresión de género.

244. Por último, en lo que atañe a los funcionarios públicos que se desempeñan 
en la administración de justicia, el protocolo deberá incluir, conforme con 
los estándares desarrollados en los párrafos 178 a 204 de la presente Senten-
cia, al menos los siguientes criterios: i) los operadores de justicia no podrán 
incurrir en malos tratos o discriminación hacia las víctimas y deberán res-
petar la orientación sexual y expresión de género de todas las personas; ii) 
las presuntas víctimas y testigos, especialmente aquellos que pertenezcan 
a la población LGBTI, deben poder denunciar delitos en espacios en los que 
sea posible garantizar su privacidad, y iii) se deben diseñar métodos para 
identificar indicios de si la violencia sexual y tortura fue cometida con base 
en prejuicios hacia las orientaciones sexuales, identidades o expresiones de 
género no normativas.
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México vive una crisis forense que ha aumentado en por lo menos los dos úl-
timos sexenios; el número de cuerpos sin identificar en las morgues da cuenta 
de la gravedad del problema, el cual viene a conjugarse con otra serie de crisis 
que influyen directamente en esta problemática: el incremento de la seguridad, 
la diversificación de la delincuencia organizada, la desaparición de personas, 
ya sea forzada o entre particulares, así como la falta de recursos económicos, 
materiales y humanos especializados para atender esta problemática. Estas 
son solo algunas de las causas por las que la crisis forense ha ido en aumento. 

Como parte de las obligaciones del Estado y de conformidad con el artículo 1 
constitucional, todas las autoridades en el ámbito de su competencia deben pro-
mover, proteger, respetar y garantizar los derechos humanos, cumpliendo para 
ello en la prevención, investigación, sanción y reparación de estas violaciones. 

Ante tales obligaciones, sin lugar a dudas el reto para el Estado, para sus 
instituciones, es mayúsculo, pues no solo conlleva cumplir con esta encomienda 
en los términos que establezca la legislación nacional, sino que, al convertirse 
los instrumentos internacionales de los que México ha firmado como Estado 
parte, en constitución, de conformidad con lo establecido en el artículo 133 de la 
norma suprema, el conocimiento y la aplicación del bloque de convencionalidad 
es indispensable para el cumplimiento de su deber. 

En tal sentido, el presente libro cumple el objetivo para el que fue creado 
por parte de los jóvenes doctores que coordinan este trabajo: convertirse en una 
herramienta de consulta y análisis, que permita identificar a partir de los razo-
namientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos los elementos que 
debe cubrir toda investigación forense: la independencia, la debida diligencia, 
el análisis de contexto, los recursos humanos, institucionales y técnicos-me-
todológicos, el trabajo con las víctimas, familiares, comunidades y personas 
allegadas, la garantía del respeto a los derechos de quien estén involucrados, 
la erradicación de los sesgos ideológicas y estereotipos, el derecho a la verdad, 
así como a la reparación del año.
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En los casos que se estudia la importancia de la independencia en la inves-
tigación forense, junto con el debido proceso, la imparcialidad, el análisis de 
fondo, así como la reparación de los daños y costas, y la garantía de no repeti-
ción, como parte del sistema de administración de justicia, son elementos que 
el Estado debe atender en los casos de graves violaciones a derechos humanos, 
a través de servicios periciales especializados. 

Ahora bien, en cuanto a la debida diligencia, esta se debe entender como 
el compromiso de buena fe del Estado, para garantizar en la medida de sus 
capacidades la protección de los derechos humanos. Como se observa en los 
casos que se analizan, esta es una obligación internacional que el Estado tiene 
la obligación jurídica de investigar de forma independiente, pronta e imparcial, 
de tal manera que la violación no quede impune, pero además, la difusión de 
los resultados de la investigación y sancionar a los responsables, ya sea penal o 
administrativamente, por lo que para ello, el Estado debe investigar haciendo 
uso de técnicas e instrumentos que permitan sin lugar a duda comprobar la 
responsabilidad de los responsables, aun si debe hacerlo de manera ex officio, 
pues lo que se debe evitar es la impunidad y la repetición de violaciones a dere-
chos humanos, integrando para tal efecto una política integral de derecho a la 
verdad, acceso a la justicia, a medidas efectivas de reparación y no repetición. 

La falta de una debida diligencia por parte del Estado puede llevar a no 
realizar una investigación seria y efectiva de los sucesos y con ello sancionar 
a el o los responsables, dejando los procesos en una clara inefectividad e in-
cumpliendo sus obligaciones frente a graves violaciones de derechos humanos. 

Del análisis de contexto, las diversas resoluciones que aquí se observan, nos 
llevan a entender que los diversos medios de prueba, además de la testimonial 
y documental, son necesarios para aportar mayores indicios que den certeza y 
fundamenten la sentencia. Así, la presunción, los indicios, las pruebas circuns-
tanciales o inferencias lógicas, los informes psicológicos, la actividad e intere-
ses de las víctimas, entre otros, son elementos fundamentales que permitirán 
analizar el contexto en el que sucedieron los hechos en cada caso particular, 
y con ello lograr una investigación efectiva, pues se deberá tomar en cuenta 
no solo el contexto en que se realizaron, sino además la complejidad de estos. 

Sobre los recursos humanos, institucionales y técnico-metodológicos de las 
sentencias se desprende la importancia de fortalecer la capacidad investigativa, 
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asignando los recursos humanos, económicos, logísticos, científicos, técnicos 
adecuados e idóneos, así como de otra índole que sean necesarios para proteger 
eficazmente los derechos humanos. Tal es el caso de recabar y procesar prue-
bas, de la formación en derechos humanos y las normas nacionales e interna-
cionales a las autoridades encargadas de la investigación. 

Para el trabajo con víctimas, familiares, comunidades y personas allega-
das, las sentencias que se presentan, permiten identificar la amplitud del tér-
mino de familia, y los alcances de la reparación del daño que el Estado debe 
garantizar al ser considerados también como víctimas secundarias, teniendo 
la posibilidad de presentar las denuncias correspondientes, tener acceso a las 
investigaciones, a recibir información, aportar pruebas, formular alegatos, 
entre otros, con la finalidad de obtener una justicia, conocer la verdad y tener 
acceso a una reparación. 

Del apartado de garantías de respeto a los derechos de las personas in-
volucradas en la investigación forense, lo que se puede destacar de los casos 
seleccionados por los compiladores, que en razón de los derechos humanos 
que estén en juego en cada caso en concreto, los Estados tienen la obligación 
de tomar las medidas de protección, seguridad y garantía necesarias, tomando 
en cuenta no solo la norma aplicable, sino además cultura de cada entidad en 
la que sea aplicada, y los principios orientadores de derechos humanos. Esta 
protección se extiende no solo a familiares, sino también a operadores de jus-
ticia, investigadores y testigos, según sea el caso. 

Ahora bien, para la erradicación de sesgos ideológicos y estereotipos en la 
investigación, los casos aquí expuestos nos recuerdan la importancia de que 
la investigación seguida por el Estado sea sería, imparcial y efectiva, sin que 
medie algún tipo estereotipo o perjuicio.

Sobre el derecho a la verdad, se destaca el derecho inalienable en toda so-
ciedad democrática, para que víctimas, familiares y en general toda persona 
puedan conocer la verdad, la cual constituye un mecanismo de reparación, la 
falta de garantía de esta expectativa constituye un trato cruel e inhumano, 
pero, además, debe considerase un derecho de toda la sociedad que les permite 
ejercer acciones de prevención. Para el cumplimiento de esta obligación, los 
Estados podrán crear comisiones de la verdad que ayuden en el esclarecimiento 
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de los hechos y la determinación de las responsabilidades de acuerdo con los 
periodos históricos en los que ocurrieron los hechos. 

Lo anterior nos lleva al daño y su reparación, las cuales deberán tener 
congruencia, y donde los efectos de la segunda, deberá tender hacia la desapa-
rición de los efectos de la violación cometida, las cuales pueden trascender a 
generaciones futuras, así como resarcir los daños de manera integral, decla-
rando las medidas de satisfacción, restitución, rehabilitación y garantías de 
no repetición necesarias para prevenir futuras violaciones graves de derechos 
humanos. Además de lo anterior, se hace especial mención de la reclamación de 
distintos tipos de daño, el primero el “daño al proyecto de vida” y que tiende a 
la protección de la libertad de realización personal y vocacional; luego el “daño 
moral” que comprende los sufrimientos y aflicciones causados a las víctimas 
directas e indirectas, y también el “daño inmaterial” que tiene que ver también 
por los sufrimientos sufridos por víctimas y familiares. 

La garantía de no repetición permite, en primer lugar, que se conozcan y 
reconozcan las atrocidades comeditas en el pasado, haciendo determinado grupo 
o grupos de personas, para tal efecto, la adopción de mecanismos de coordina-
ción entre instituciones y/o niveles de gobierno, la activación de protocolos, la 
promoción de acciones de cooperación que faciliten la recopilación e intercambio 
de información, así como el aseguramiento de los recursos humanos, materiales, 
económicos, logísticos y/o científicos, que les permita a las autoridades desem-
peñar sus funciones de manera adecuada, independiente e imparcial. 

Como se observa, el trabajo fuerte, el trabajo sistematizado y articulado lo 
han adelantado ya nuestros jóvenes investigadores en derechos humanos, al 
concentrar diversas sentencias y opiniones consultivas, de casos por los que 
se ha demandado a México, Perú, Brasil, Guatemala, Honduras, El Salvador, 
Colombia, Ecuador, Perú, Venezuela y Argentina que integran el compendio 
que nos ocupa, ahora, el trabajo fino, la aplicación y argumentación de estas 
interpretaciones a cada caso concreto. Le toca a cada lector, a cada estudiante, 
a cada profesor e investigador conocer, abundar y aplicar lo aquí abordado a 
los nuevos casos concretos de su interés. 

Desde el doctorado en Derechos Humanos del Centro Universitario de To-
nalá, no solo reconocemos y celebramos este tipo de iniciativas académicas que 
fortalecen y motivan a la investigación, sino, además, nos sentimos orgullosos 



189

Epílogo

de ver lo que nuestros egresados pueden lograr, el trabajo colaborativo, el diá-
logo entre las distintas ciencias, pero, sobre todo, el tesón por contribuir a la 
adopción de una nueva cultura en materia de derechos humanos; es uno de los 
objetivos planteados desde el inicio del programa. En este sentido, como pos-
grado agradecemos que nos permitan ser parte de esta iniciativa, pero como 
coordinadora, en lo particular, me enorgullezco de los doctores aquí formados. 

Magnolia Preciado Rodríguez
Doctorado en Derechos Humanos, Centro Universitario de Tonalá
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